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«Ahora los niños aman el lujo. Tienen malas maneras, desprecian la autoridad, no muestran respeto por sus mayores y les encanta molestar. Ya no se levantan cuando entran personas mayores. Contradicen a sus padres, engullen golosinas en la mesa, cruzan las piernas y son tiranos con sus maestros».

(Sócrates, siglo IV a. C.)





A mi padre, que seguro que desde donde esté descansando

nos sigue cuidando como siempre. Gracias por todo. Un beso.





PRÓLOGO 



Sangre joven

Finalmente, el sheriff Pat Garrett encontró a Billyel Niño en el Rancho Maxwell el 14 de julio de 1881, se batieron en duelo y el policía consiguió abatirlo con un disparo de su colt. Mató al criminal pero creó un nuevo mito al estilo que tanto gusta en los Estados Unidos de vive rápido, muere joven y deja un bonito cadáver, como resumió el actor James Dean, otro buen ejemplo de rebelde sin causa.

La opinión pública idealizó rápidamente la figura de aquel forajido que llegó a ser el gatillo más rápido del Oeste, gracias a sus (...) nervios fríos y la ausencia completa de miedo de los que han aceptado de antemano la muerte; pero, en realidad, se trataba de un tipo inclasificable, linfático, con ojos de comadreja, pecho hundido, hombros caídos y aspecto repulsivo, con una clara apariencia externa de cretino que cometió su primer asesinato con tan sólo 13 años y que, a los 21 -cuando murió- ya era responsable de la muerte de 27 personas, sin contar a los indios (como se decía, despectivamente, en el siglo XIX).

William H. Bonney -verdadero nombre de el Niño (the Kid)- había nacido el 23 de noviembre de 1859 en Nueva York cuando los tranvías arrastrados por caballos todavía eran una novedad. Siendo niño, emigró con su hermano y su familia a Kansas y Colorado pero, al poco tiempo, su padre murió de pulmonía y Kathleen, su madre, se volvió a casar con un buen hombre llamado Antrim que los llevó a Nuevo México en búsqueda de mejor fortuna. Allí, el joven adolescente se crió en las peores tabernas de la frontera, entre ladrones y proscritos del territorio neomexicano que, por aquel entonces, era una tierra donde el rifle imponía su ley. Recordemos que en 1846, el general Kearney ocupó a la fuerza esta parte de norte de la República de México hasta que se reconoció la soberanía de Estados Unidos en 1848 con el Tratado de Guadalupe-Hidalgo; aun así, este territorio -uno de los que tienen mayor personalidad de la Unión- no llegó a convertirse en Estado hasta 1912.

Su carrera criminal se caracterizó por su continua sucesión de actos violentos, sin motivo aparente, pero -a ojos del público- desde que fue capturado y condenado a la horca en 1880 pero logró escapar de la cárcel, matando a dos alguaciles, se convirtió en un Robin Hood a la americana y sus fechorías, el argumento habitual de novelas, baladas y noticias en la prensa de la época.

Aquel ladrón y asesino es el protagonista de El bandido adolescente (1965), una magnífica novela del escritor aragonés Ramón J.Sender (1901-1982) en la que llegó a decir que, en opinión de Billy, matar a un hombre no es ofenderlo. La muerte la lleva todo el mundo en la sangre desde que nace. Lo único que hacemos es adelantarle la fecha a nuestro enemigo para impedir que él haga lo mismo. (...) Es la vida la que nos mata a todos y adelantar la fecha o atrasarla no quiere decir gran cosa.

Sender se interesó por él durante su estancia en Nuevo México, donde estuvo casi 20 años impartiendo clases de literatura española. Por aquel entonces, a mediados del siglo pasado, el personaje real de Billy el Niño ya se había convertido en un auténtico héroe mestizo por sus orígenes -el East Side de Nueva York- y su vida -criado entre cuatreros neomexicanos, con los que se defendía en un correcto castellano- mientras robaba caballos y mataba apaches.

Con un estilo muy cercano al periodismo, el autor de Crónica del alba escribió la vida de aquel joven pistolero que tenía mejillas como las de una niña, desde el momento en que inició su carrera criminal en Silver City, matando con un cortaplumas al hombre que piropeó a su madre, hasta su muerte a manos del sheriff Garrett, en el momento justo en que la bala le dio al Kid en el pecho, encima del corazón, cortándole la aorta. Billy cayó al suelo y se le oyó respirar y toser (...) luego el silencio para siempre. El alcalde de Fort Summer calificó la muerte de homicidio justificado; el incidente quedó legalmente resuelto y comenzó la leyenda de Billy.

Como es lógico, Sender no fue el primer escritor que se basó en hechos reales para contarnos las andanzas de un joven delincuente; pero otros autores incluso tuvieron peor suerte y sufrieron en primera persona buena parte de las duras experiencias que, años más tarde, acabarían reflejando en sus personajes de ficción.

A finales del siglo XVIII y comienzos del XIX, las cárceles británicas estaban tan atestadas de reclusos que los criminales eran confinados en viejos barcos-prisión anclados en el Támesis o en el puerto de Portsmouth. Cómo serían aquellas insalubres cárceles flotantes para que los convictos prefiriesen conmutar sus penas y que los deportaran a la lejana Australia, recién descubierta por Cook.

En 1779, Joseph Banks -presidente de la Royal Society- fue el primero que sugirió la idea de trasladar a los presos de sus hacinadas cárceles hasta las antípodas. Como consecuencia, entre 1788 -cuando llegó la primera flota de 11 barcos a Botany Bay- y 1868 -fecha en que el Hougoumont arribó junto a Perth- se calcula que unos 160.000 convictos fueron embarcados con destino a Australia; en especial, a la ciudad de Sídney y a la isla que aún se llamaba Tierra de Van Diemen (un lugar tan asociado con siniestras historias de prisioneros maltratados y de sádicos castigos que, en 1855, decidió renombrarse con el actual de Tasmania).

Desde principios del siglo XIX, algunos de aquellos convictos lograron huir de los presidios y adaptarse a las difíciles condiciones de vida en el outback (el árido y desértico interior de esta isla-continente que cubre casi un 80% de la superficie australiana) donde muchos se convirtieron en verdaderas leyendas como forajidos y salteadores de caminos que robaban ovejas y mataban canguros para vender sus pieles. Eran los llamados bushrangers.

A partir de 1850, aprovechando la fiebre del oro y la llegada masiva de emigrantes, la delincuencia de estos bandidos alcanzó su mayor apogeo pero entonces ya no eran tan solo expresidiarios británicos fugados sino jóvenes nacidos en la propia Australia que se hacían conocer por románticos alias como Capitán Luz de Luna, César Negro, Capitán Rayo o Medianoche. Su aventura concluyó con el siglo, cuando la mayor parte de ellos murieron por los disparos de la policía o juzgados y condenados en la horca. Probablemente, uno de los más famosos fue el jefe de la banda de Ned Kelly (1855/1880), otro audaz Robin Hood que el pueblo también elevó a la categoría de mito y que -al igual que Billy el Niño- acabó ganándose tanto el afecto de sus paisanos que, unos días antes de ser ahorcado en Melbourne, con apenas 25 años, lograron reunir 32.000 firmas pidiendo su indulto. Aun así, fue ejecutado y Ned Kelly entró a formar parte de las canciones, poemas e incluso películas de esta joven nación.

Mientras tanto, en la metrópoli, el rey Jorge III de Inglaterra encargó a Jeremy Bentham que creara un nuevo modelo de cárcel. En 1791, el filósofo presentó el llamado panóptico, donde un solo centinela podía ser capaz de controlar a todos los presos de su planta mediante un sistema de torre de vigilancia central en torno a la cual se dispondrían las distintas celdas formando círculos. Según Bentham, de esta forma se podría reformar el sistema penitenciario; ahorrando, sobre todo, con el recorte de la plantilla de funcionarios. Su sistema se implantó en algunos centros penitenciarios de todo el mundo; sin ir muy lejos, en la Modelo, de Barcelona o en la antigua cárcel de Carabanchel, en Madrid.

Con esta medida se trató de solucionar el problema de una masificación carcelaria que, en muchos casos, también se debía a la redacción de algunas de las normas penitenciarias británicas. Una de aquellas disposiciones, por ejemplo, establecía que las personas condenadas por insolvencia, debían ser encarceladas hasta que liquidaran el pago de sus deudas; es decir, como el moroso o sus allegados carecieran de recursos, el preso podía morirse de viejo encerrado de por vida en la prisión. Aquella norma también incluía un curioso efecto colateral: si el insolvente tenía familia, todos sus miembros podían trasladarse a vivir a la cárcel junto al convicto, compartiendo su celda con él.

Así de particular resultó la infancia del novelista Charles Dickens (1812-1870), encerrado con su padre y el resto de su familia en la prisión londinense de Marshalsea. Con razón, pocos autores han sabido plasmar las penurias de la vida carcelaria como él; sobre todo en sus novelas David Copperfield, La casa desolada, Oliver Twist y, especialmente, en La pequeña Dorrit.

En esta obra, Dickens describió la prisión en la que transcurrió su niñez como una construcción oblonga dividida en pequeñas edificaciones unidas por la parte posterior de manera que no quedaran patios abiertos. La rodeaba un estrecho y enlosado recinto que a su vez circundaba un muro rematado con estacas en lo alto. Era aquélla una cárcel para deudores y en su interior se había dispuesto una prisión mucho más severa para contrabandistas. Allá se encerraban también los infractores de las leyes sobre impuestos y tarifas aduaneras. Consistía en varias celdas y un pasillo de metro y medio de anchura que desembocaba en un espacio libre dedicado a campo de bolos donde los presos por deudas pasaban el tiempo.

La convivencia entre los funcionarios y los detenidos -y sus familias- daba lugar a diálogos tan surrealistas como este que forma parte de La pequeña Dorrit:

¿Ha alquilado una habitación? –le preguntó el carcelero al preso por deudas.

Sí, tengo una habitación excelente.

¿Amueblada?

Esta tarde me traerán en un carro lo más indispensable.

¿La esposa y el niño se quedarán a vivir con usted?

Naturalmente. Hemos pensado que no valía la pena separarnos, aunque sólo sea por algunas semanas.

Desgraciadamente, aquellas semanas podían convertirse en meses, años, lustros, décadas e, incluso, en una condena perpetua... o en tan solo unas cuantas horas; todo dependía de la rapidez con la que el preso por deudas pagase para recobrar su libertad, malvendiendo sus escasas pertenencias o logrando que su mujer o hijos encontraran un empleo con el que mantenerse y liquidar sus cuentas pendientes.

Dickens permaneció en la prisión de Marshalsea -sin escolarizar (lo que le obligó a convertirse en un completo autodidacta)- hasta que cumplió los 9 años y sólo pudo estudiar un par de cursos antes de tener que ponerse a trabajar, a los 12, en una fábrica que envasaba betún para zapatos. Con su miserable sueldo -unos seis chelines a cambio de diez horas de jornada laboral- Charles logró sacar adelante a su familia y consiguió que su padre saliera de la cárcel. A partir de aquel momento, la situación económica de los Dickens mejoró gracias a la herencia de su abuela y a las crónicas de tribunales que el escritor empezó a publicar en el Morning Chronicle, el periódico donde -años más tarde- también se publicaron sus famosas novelas por entregas y donde conoció a la que sería su mujer: la hija del dueño.

Si los personajes de Dickens reflejaron las deplorables condiciones sociales y laborales de mediados del siglo XIX; el mejor exponente son los niños de Oliver Twist, obligados a robar pañuelos, relojes y carteras en las calles de Londres por orden del anciano Fagin, que dirige a una pandilla de ladrones. Con grandes dosis de humor negro, esta fue una de las primeras novelas sociales que denunció temas tan sórdidos para aquella sociedad victoriana como la delincuencia, el crimen, la marginación o la prostitución.

De forma análoga, al otro lado del Atlántico, el pionero del realismo social norteamericano -abordando cuestiones tan polémicas como el racismo o la esclavitud- fue el periodista y escritor Samuel Langhorne Clemens, más conocido por su sobrenombre artístico: MarkTwain (1835-1910). Como Dickens, fue un autodidacta que contó gran parte de sus propias vivencias infantiles a través de las aventuras de otros dos avispados personajes inmortales: Tom Sawyer y Huckleberry Finn.

En la literatura española, también contamos con numerosos personajes que representan a esos jóvenes ladronzuelos y pícaros que no dudan en cometer algún delito, porque carecen de escrúpulos y son perezosos para trabajar, pero sisando o hurtando -gracias a su astucia- sin llegar a recurrir a la violencia o al uso de la fuerza.

Orgullosos de su modo de vida, los mejores ejemplos de estos simpáticos holgazanes son: por un lado, el anónimoLazarillo de Tormes, una obra maestra de la que aún se discute quién fue su autor (¿Fray Juan de Ortega?, ¿Diego Hurtado de Mendoza?, ¿Sebastián de Horozco?) y cuándo se publicó (¿1553-1554?); lo cierto es que, durante el reinado de Carlos I, esta novela alcanzó un gran éxito -a pesar de que la Inquisición la prohibió en 1559- por su estilo rápido y conciso al contar las cuitas de Lázaro, sus fortunas y adversidades con un clérigo, un escudero... sisando al ciego que lo mata de hambre, asistiendo al timo de las falsas bulas... Y, por otro lado, la Historia de la vida del Buscón, llamado don Pablos Cimorras, ejemplo de vagabundos y espejo de tacaños, de Franciscode Quevedo (1580- 1645). El polifacético autor madrileño publicó la primera edición de esta novela en Zaragoza, en 1626, con todo género de picardías, sutilezas, engaños, invenciones y modos del príncipe de la vida buscona.

Como narra su protagonista: Hubo grandes diferencias entre mis padres sobre a quién había de imitar en el oficio, mas yo, que siempre tuve pensamientos de caballero desde chiquito, nunca me apliqué a uno ni a otro. Decíame mi padre:

Hijo, esto de ser ladrón no es arte mecánica sino liberal.

Y de allí a un rato, habiendo suspirado, decía de manos:

Quien no hurta en el mundo, no vive. ¿Por qué piensas que los alguaciles y jueces nos aborrecen tanto? Unas veces nos destierran, otras nos azotan y otras nos cuelgan..., no lo puedo decir sin lágrimas (lloraba como un niño el buen viejo, acordándose de las que le habían batanado las costillas). Porque no querrían que donde están hubiese otros ladrones sino ellos y sus ministros. Mas de todo nos libró la buena astucia. En mi mocedad siempre andaba por las iglesias, y no de puro buen cristiano. Muchas veces me hubieran llorado en el asno si hubiera cantado en el potro. Nunca confesé sino cuando lo mandaba la Santa Madre Iglesia. Preso estuve por pedigüeño en caminos y a pique de que me esteraran el tragar y de acabar todos mis negocios con diez y seis maravedís: diez de soga y seis de cáñamo. Mas de todo me ha sacado el punto en boca, el chitón y los nones. Y con esto y mi oficio, he sustentado a tu madre lo más honradamente que he podido.

Aquí termina la ficción. Ha sido una breve reseña de algunos pasajes literarios donde la infancia y la juventud se han relacionado con el mundo del delito. Podríamos haber hablado de otros muchos truhanes -como Rinconete y Cortadillo, de Cervantes- miembros de lo que ahora llamaríamos delincuencia organizada; de las hazañas del famoso personaje alemán Till Eulenspiegel o de la panda de críos de 6 a 13 años que aprenden a sobrevivir en la novela El Señor de las Moscas, de William Golding, imitando las reglas de la sociedad de sus padres y teniendo que elegir entre sus dos carismáticos líderes: el democrático Ralph (que representa el orden) o el autoritario Jack (y el cruel uso de la fuerza).

Pero ha llegado el momento de pasar página y adentrarse en la realidad, analizando la legislación penal juvenil española -nacional y autonómica- con los comentarios y las concordancias de uno de los mejores expertos que lleva tiempo demostrando ser, de lejos, quien mejor conoce esta materia: Tomás Montero.

Carlos Pérez Vaquero

Escritor y jurista






NOTA DEL AUTOR 



La delincuencia juvenil se ha consolidado como una de las grandes preocupaciones de la Unión Europea, hasta el punto de que está en la agenda de sus principales órganos.

Todos los países han diseñado estrategias para buscar la solución a un problema que parece ir en aumento, si bien la percepción social puede estar muy lejos de la realidad que los datos ponen de manifiesto y que no permiten hablar de una delincuencia juvenil que crece, sino de una delincuencia (en general) que va en aumento.

Entre las estrategias que a nivel mundial se vienen diseñando en los últimos veinte años, se está procurando crear un derecho penal juvenil alejado del tradicional derecho penal de adultos, buscando alternativas que, sin perder el carácter sancionador consustancial a cualquier derecho penal, pongan el acento en lograr respuestas educativas y socializadoras (soy más partidario de este término que del de resocialización acuñado en muchas normas).

En España este marco normativo está compuesto fundamentalmente por la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, y su reglamento de desarrollo aprobado por Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio. Sin embargo, el diseño territorial del Estado español, donde las comunidades autónomas han asumido las competencias para la ejecución de las medidas impuestas por los juzgados de menores, a cuyo fin gozan de autonomía organizativa, ha creado en España un entramado legal complejo, desconocido, y en muchas ocasiones absurdo y vacío de contenido, pues carece de vocación práctica, no aportando casi nada a la legislación estatal de la que a veces son mera trascripción.

Con este trabajo se ha intentado crear un manual de consulta para todos aquellos profesionales y estudiosos del derecho penal juvenil español, en el que puedan encontrar las principales normas vigentes en nuestro país, poniendo el énfasis en la Ley Orgánica 5/2000 y en su reglamento, cuyos artículos han sido analizados para ofrecer las concordancias más destacadas, su evolución histórica, incluyendo sus redacciones originales, algunos comentarios que pretenden un mejor conocimiento de su contenido y de la problemática que pueden esconder y algunas reseñas jurisprudenciales.

Las enormes similitudes que las medidas privativas de libertad previstas en la Ley Orgánica 5/2000 guardan con el derecho penitenciario han hecho que se hayan dedicado importantes esfuerzos a reseñar esos parecidos y especialmente a la doctrina emanada del Tribunal Constitucional en el ámbito penitenciario, pues los límites restrictivos establecidos en este campo nunca podrán ser rebasados en la interpretación que se haga de la normativa penal juvenil, por lo que conocerlos puede servir de útil guía práctica.

Espero que el esfuerzo haya merecido la pena y que las personas que adquieran este manual encuentren en él una herramienta útil.

Quiero agradecer a Carlos Pérez Vaquero que haya accedido a hacer el prólogo de la obra y felicitarle por su idea de dotarlo de un contenido literario alejándose de los tradicionales prólogos que ensalzan la bondad de la obra y la figura de su autor. Carlos es uno de los grandes escritores contemporáneos que ha hecho del derecho el hilo conductor de muchas de sus historias. Si les gusta el derecho y la literatura no deben olvidar su nombre.

Por último, he querido que el libro estuviera dedicado a mi padre que hace menos de un año que nos dejó. Desde donde quiera que esté, él sabe que todos los días nos acordamos de él.

Valladolid, marzo de 2011 






ABREVIATURAS 





	AP
	Audiencia Provincial



	BOA
	Boletín Oficial de Aragón



	BOC
	Boletín Oficial de Cantabria



	BOCA
	Boletín Oficial de Canarias



	BOCM
	Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid



	BOCyL 
	Boletín Oficial de Castilla y León



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	BOIB
	Boletín Oficial de las Islas Baleares



	BOJA
	Boletín Oficial de la Junta de Andalucía



	BON
	Boletín Oficial de Navarra



	BOPA
	Boletín Oficial del Principado de Asturias



	BOR
	Boletín Oficial de la Rioja



	BORM
	Boletín Oficial de la Región de Murcia



	CC
	Código Civil



	CDN
	Convención sobre los derechos del niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989



	CE
	Constitución Española



	CEDH
	Convenio Europeo para la Protección de los Derechos y de las Libertades Fundamentales



	CGPJ
	Consejo General del Poder Judicial



	CP
	
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal



	CP 1973
	
Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, por el que se publica el Código Penal, Texto Refundido conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre



	DA
	Disposición adicional



	DD
	Disposición derogatoria



	Directrices de Riad
	Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil, adoptadas y proclamadas por la Asamblea General en su Resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990



	DT
	Disposición transitoria



	DOCM
	Diario Oficial de Castilla la Mancha



	DOE
	Diario Oficial de Extremadura



	DOG
	Diario Oficial de Galicia



	DOGV
	Diario Oficial de la Generalitat Valenciana



	DOUE
	Diario Oficial de la Unión Europea



	DT
	Disposición transitoria



	
DUDH
	Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución núm. 217 A, de 10 de diciembre de 1948



	EOMF
	
Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal



	FGE
	Fiscalía General del Estado



	FJ
	Fundamento Jurídico



	INE
	Instituto Nacional de Estadística



	JVP
	Juez de Vigilancia Penitenciaria



	L
	Ley 



	LEC
	Ley de Enjuiciamiento Civil



	
LECr
	Ley de Enjuiciamiento Criminal



	LO
	Ley Orgánica



	LODELEX
	
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.
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Exposición de motivos de la LO 5/2000 



I

1. La promulgación de la presente Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores era una necesidad impuesta por lo establecido en la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio, sobre reforma de la Ley reguladora de la competencia y el procedimiento de los Juzgados de Menores; en la moción aprobada por el Congreso de los Diputados el 10 de mayo de 1994, y en el art. 19 de la vigente Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

2. La Ley Orgánica 4/1992, promulgada como consecuencia de la sentencia del Tribunal Constitucional 36/1991, de 14 de febrero, que declaró inconstitucional el art. 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, Texto Refundido de 11 de junio de 1948, establece un marco flexible para que los Juzgados de Menores puedan determinar las medidas aplicables a éstos en cuanto infractores penales, sobre la base de valorar especialmente el interés del menor, entendiendo por menores a tales efectos a las personas comprendidas entre los doce y los dieciséis años. Simultáneamente, encomienda al Ministerio Fiscal la iniciativa procesal, y le concede amplias facultades para acordar la terminación del proceso con la intención de evitar, dentro de lo posible, los efectos aflictivos que el mismo pudiera llegar a producir. Asimismo, configura al equipo técnico como instrumento imprescindible para alcanzar el objetivo que persiguen las medidas y termina estableciendo un procedimiento de naturaleza sancionadora-educativa, al que otorga todas las garantías derivadas de nuestro ordenamiento constitucional, en sintonía con lo establecido en la aludida sentencia del Tribunal Constitucional y lo dispuesto en el art. 40 de la Convención de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989.

Dado que la expresada Ley Orgánica se reconocía a sí misma expresamente el carácter de una reforma urgente, que adelanta parte de una renovada legislación sobre reforma de menores, que será objeto de medidas legislativas posteriores, es evidente la oportunidad de la presente Ley Orgánica, que constituye esa necesaria reforma legislativa, partiendo de los principios básicos que ya guiaron la redacción de aquélla (especialmente, el principio del superior interés del menor), de las garantías de nuestro ordenamiento constitucional, y de las normas de Derecho internacional, con particular atención a la citada Convención de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, y esperando responder de este modo a las expectativas creadas en la sociedad española, por razones en parte coyunturales y en parte permanentes, sobre este tema concreto.

3. Los principios expuestos en la moción aprobada unánimemente por el Congreso de los Diputados el día 10 de mayo de 1994, sobre medidas para mejorar el marco jurídico vigente de protección del menor, se refieren esencialmente al establecimiento de la mayoría de edad penal en los dieciocho años y a la promulgación de «una ley penal del menor y juvenil que contemple la exigencia de responsabilidad para los jóvenes infractores que no hayan alcanzado la mayoría de edad penal, fundamentada en principios orientados hacia la reeducación de los menores de edad infractores, en base a las circunstancias personales, familiares y sociales, y que tenga especialmente en cuenta las competencias de las Comunidades Autónomas en esta materia».

4. El art. 19 del vigente Código Penal, aprobado por la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, fija efectivamente la mayoría de edad penal en los dieciocho años y exige la regulación expresa de la responsabilidad penal de los menores de dicha edad en una Ley independiente. También para responder a esta exigencia se aprueba la presente Ley Orgánica, si bien lo dispuesto en este punto en el Código Penal debe ser complementado en un doble sentido. En primer lugar, asentando firmemente el principio de que la responsabilidad penal de los menores presenta frente a la de los adultos un carácter primordial de intervención educativa que trasciende a todos los aspectos de su regulación jurídica y que determina considerables diferencias entre el sentido y el procedimiento de las sanciones en uno y otro sector, sin perjuicio de las garantías comunes a todo justiciable. En segundo término, la edad límite de dieciocho años establecida por el Código Penal para referirse a la responsabilidad penal de los menores precisa de otro límite mínimo a partir del cual comience la posibilidad de exigir esa responsabilidad y que se ha concretado en los catorce años, con base en la convicción de que las infracciones cometidas por los niños menores de esta edad son en general irrelevantes y que, en los escasos supuestos en que aquéllas pueden producir alarma social, son suficientes para darles una respuesta igualmente adecuada los ámbitos familiar y asistencial civil, sin necesidad de la intervención del aparato judicial sancionador del Estado.

5. Asimismo, han sido criterios orientadores de la redacción de la presente Ley Orgánica, como no podía ser de otra manera, los contenidos en la doctrina del Tribunal Constitucional, singularmente en los fundamentos jurídicos de las sentencias 36/1991, de 14 de febrero, y 60/1995, de 17 de marzo, sobre las garantías y el respeto a los derechos fundamentales que necesariamente han de imperar en el procedimiento seguido ante los Juzgados de Menores, sin perjuicio de las modulaciones que, respecto del procedimiento ordinario, permiten tener en cuenta la naturaleza y finalidad de aquel tipo de proceso, encaminado a la adopción de unas medidas que, como ya se ha dicho, fundamentalmente no pueden ser represivas, sino preventivo-especiales, orientadas hacia la efectiva reinserción y el superior interés del menor, valorados con criterios que han de buscarse primordialmente en el ámbito de las ciencias no jurídicas.

II

6. Como consecuencia de los principios, criterios y orientaciones a que se acaba de hacer referencia, puede decirse que la redacción de la presente Ley Orgánica ha sido conscientemente guiada por los siguientes principios generales: naturaleza formalmente penal pero materialmente sancionadora-educativa del procedimiento y de las medidas aplicables a los infractores menores de edad, reconocimiento expreso de todas las garantías que se derivan del respeto de los derechos constitucionales y de las especiales exigencias del interés del menor, diferenciación de diversos tramos a efectos procesales y sancionadores en la categoría de infractores menores de edad, flexibilidad en la adopción y ejecución de las medidas aconsejadas por las circunstancias del caso concreto, competencia de las entidades autonómicas relacionadas con la reforma y protección de menores para la ejecución de las medidas impuestas en la sentencia y control judicial de esta ejecución.

7. La presente Ley Orgánica tiene ciertamente la naturaleza de disposición sancionadora, pues desarrolla la exigencia de una verdadera responsabilidad jurídica a los menores infractores, aunque referida específicamente a la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas por el Código Penal y las restantes leyes penales especiales. Al pretender ser la reacción jurídica dirigida al menor infractor una intervención de naturaleza educativa, aunque desde luego de especial intensidad, rechazando expresamente otras finalidades esenciales del Derecho penal de adultos, como la proporcionalidad entre el hecho y la sanción o la intimidación de los destinatarios de la norma, se pretende impedir todo aquello que pudiera tener un efecto contraproducente para el menor, como el ejercicio de la acción por la víctima o por otros particulares.

Y es que en el Derecho penal de menores ha de primar, como elemento determinante del procedimiento y de las medidas que se adopten, el superior interés del menor. Interés que ha de ser valorado con criterios técnicos y no formalistas por equipos de profesionales especializados en el ámbito de las ciencias no jurídicas, sin perjuicio desde luego de adecuar la aplicación de las medidas a principios garantistas generales tan indiscutibles como el principio acusatorio, el principio de defensa o el principio de presunción de inocencia.

8. Sin embargo, la Ley tampoco puede olvidar el interés propio del perjudicado o víctima del hecho cometido por el menor, estableciendo un procedimiento singular, rápido y poco formalista para el resarcimiento, en su caso, de daños y perjuicios, dotando de amplias facultades al Juez de Menores para la incorporación a los autos de documentos y testimonios relevantes de la causa principal. En este ámbito de atención a los intereses y necesidades de las víctimas, la Ley introduce el principio en cierto modo revolucionario de la responsabilidad solidaria con el menor responsable de los hechos de sus padres, tutores, acogedores o guardadores, si bien permitiendo la moderación judicial de la misma y recordando expresamente la aplicabilidad en su caso de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.

Asimismo la Ley regula, para procedimientos por delitos graves cometidos por mayores de dieciséis años, un régimen de intervención del perjudicado en orden a salvaguardar el interés de la víctima en el esclarecimiento de los hechos y su enjuiciamiento por el orden jurisdiccional competente, sin contaminar el procedimiento propiamente educativo y sancionador del menor.

Esta Ley arbitra un amplio derecho de participación a las víctimas ofreciéndoles la oportunidad de intervenir en las actuaciones procesales proponiendo y practicando prueba, formulando conclusiones e interponiendo recursos. Sin embargo, esta participación se establece de un modo limitado ya que respecto de los menores no cabe reconocer a los particulares el derecho a constituirse propiamente en parte acusadora con plenitud de derechos y cargas procesales. No existe aquí ni la acción particular de los perjudicados por el hecho criminal, ni la acción popular de los ciudadanos, porque en estos casos el interés prioritario para la sociedad y para el Estado coincide con el interés del menor.

9. Conforme a las orientaciones declaradas por el Tribunal Constitucional, anteriormente aludidas, se instaura un sistema de garantías adecuado a la pretensión procesal, asegurando que la imposición de la sanción se efectuará tras vencer la presunción de inocencia, pero sin obstaculizar los criterios educativos y de valoración del interés del menor que presiden este proceso, haciendo al mismo tiempo un uso flexible del principio de intervención mínima, en el sentido de dotar de relevancia a las posibilidades de no apertura del procedimiento o renuncia al mismo, al resarcimiento anticipado o conciliación entre el infractor y la víctima, y a los supuestos de suspensión condicional de la medida impuesta o de sustitución de la misma durante su ejecución.

La competencia corresponde a un Juez ordinario, que, con categoría de Magistrado y preferentemente especialista, garantiza la tutela judicial efectiva de los derechos en conflicto. La posición del Ministerio Fiscal es relevante, en su doble condición de institución que constitucionalmente tiene encomendada la función de promover la acción de la Justicia y la defensa de la legalidad, así como de los derechos de los menores, velando por el interés de éstos. El letrado del menor tiene participación en todas y cada una de las fases del proceso, conociendo en todo momento el contenido del expediente, pudiendo proponer pruebas e interviniendo en todos los actos que se refieren a la valoración del interés del menor y a la ejecución de la medida, de la que puede solicitar la modificación.

La adopción de medidas cautelares sigue el modelo de solicitud de parte, en audiencia contradictoria, en la que debe valorarse especialmente, una vez más, el superior interés del menor.

En defensa de la unidad de doctrina, el sistema de recursos ordinario se confía a las Salas de Menores de los Tribunales Superiores de Justicia, que habrán de crearse, las cuales, con la inclusión de Magistrados especialistas, aseguran y refuerzan la efectividad de la tutela judicial en relación con las finalidades que se propone la Ley. En el mismo sentido, procede destacar la instauración del recurso de casación para unificación de doctrina, reservado a los casos de mayor gravedad, en paralelismo con el proceso penal de adultos, reforzando la garantía de la unidad de doctrina en el ámbito del derecho sancionador de menores a través de la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

10. Conforme a los principios señalados, se establece, inequívocamente, el límite de los catorce años de edad para exigir este tipo de responsabilidad sancionadora a los menores de edad penal y se diferencian, en el ámbito de aplicación de la Ley y de la graduación de las consecuencias por los hechos cometidos, dos tramos, de catorce a dieciséis y de diecisiete a dieciocho años, por presentar uno y otro grupo diferencias características que requieren, desde un punto de vista científico y jurídico, un tratamiento diferenciado, constituyendo una agravación específica en el tramo de los mayores de dieciséis años la comisión de delitos que se caracterizan por la violencia, intimidación o peligro para las personas.

La aplicación de la presente Ley a los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno, prevista en el art. 69 del Código Penal vigente, podrá ser acordada por el Juez atendiendo a las circunstancias personales y al grado de madurez del autor, y a la naturaleza y gravedad de los hechos. Estas personas reciben, a los efectos de esta Ley, la denominación genérica de jóvenes.

Se regulan expresamente, como situaciones que requieren una respuesta específica, los supuestos en los que el menor presente síntomas de enajenación mental o la concurrencia de otras circunstancias modificativas de su responsabilidad, debiendo promover el Ministerio Fiscal, tanto la adopción de las medidas más adecuadas al interés del menor que se encuentre en tales situaciones, como la constitución de los organismos tutelares previstos por las leyes. También se establece que las acciones u omisiones imprudentes no puedan ser sancionadas con medidas de internamiento en régimen cerrado.

11. Con arreglo a las orientaciones expuestas, la Ley establece un amplio catálogo de medidas aplicables, desde la referida perspectiva sancionadora-educativa, debiendo primar nuevamente el interés del menor en la flexible adopción judicial de la medida más idónea, dadas las características del caso concreto y de la evolución personal del sancionado durante la ejecución de la medida. La concreta finalidad que las ciencias de la conducta exigen que se persiga con cada una de las medidas relacionadas, se detalla con carácter orientador en el ap. III de esta exposición de motivos.

12. La ejecución de las medidas judicialmente impuestas corresponde a las entidades públicas de protección y reforma de menores de las Comunidades Autónomas, bajo el inexcusable control del Juez de Menores. Se mantiene el criterio de que el interés del menor tiene que ser atendido por especialistas en las áreas de la educación y la formación, pertenecientes a esferas de mayor inmediación que el Estado. El Juez de Menores, a instancia de las partes y oídos los equipos técnicos del propio Juzgado y de la entidad pública de la correspondiente Comunidad Autónoma, dispone de amplias facultades para suspender o sustituir por otras las medidas impuestas, naturalmente sin mengua de las garantías procesales que constituyen otro de los objetivos primordiales de la nueva regulación, o permitir la participación de los padres del menor en la aplicación y consecuencias de aquéllas.

13. Un interés particular revisten en el contexto de la Ley los temas de la reparación del daño causado y la conciliación del delincuente con la víctima como situaciones que, en aras del principio de intervención mínima, y con el concurso mediador del equipo técnico, pueden dar lugar a la no incoación o sobreseimiento del expediente, o a la finalización del cumplimiento de la medida impuesta, en un claro predominio, una vez más, de los criterios educativos y resocializadores sobre los de una defensa social esencialmente basada en la prevención general y que pudiera resultar contraproducente para el futuro.

La reparación del daño causado y la conciliación con la víctima presentan el común denominador de que el ofensor y el perjudicado por la infracción llegan a un acuerdo, cuyo cumplimiento por parte del menor termina con el conflicto jurídico iniciado por su causa. La conciliación tiene por objeto que la víctima reciba una satisfacción psicológica a cargo del menor infractor, quien ha de arrepentirse del daño causado y estar dispuesto a disculparse. La medida se aplicará cuando el menor efectivamente se arrepienta y se disculpe, y la persona ofendida lo acepte y otorgue su perdón. En la reparación el acuerdo no se alcanza únicamente mediante la vía de la satisfacción psicológica, sino que requiere algo más: el menor ejecuta el compromiso contraído con la víctima o perjudicado de reparar el daño causado, bien mediante trabajos en beneficio de la comunidad, bien mediante acciones, adaptadas a las necesidades del sujeto, cuyo beneficiario sea la propia víctima o perjudicado.

III

14. En la medida de amonestación, el Juez, en un acto único que tiene lugar en la sede judicial, manifiesta al menor de modo concreto y claro las razones que hacen socialmente intolerables los hechos cometidos, le expone las consecuencias que para él y para la víctima han tenido o podían haber tenido tales hechos, y le formula recomendaciones para el futuro.

15. La medida de prestaciones en beneficio de la comunidad, que, en consonancia con el art. 25.2 de nuestra Constitución, no podrá imponerse sin consentimiento del menor, consiste en realizar una actividad, durante un número de sesiones previamente fijado, bien sea en beneficio de la colectividad en su conjunto, o de personas que se encuentren en una situación de precariedad por cualquier motivo. Preferentemente, se buscará relacionar la naturaleza de la actividad en que consista esta medida con la de los bienes jurídicos afectados por los hechos cometidos por el menor.

Lo característico de esta medida es que el menor ha de comprender, durante su realización, que la colectividad o determinadas personas han sufrido de modo injustificado unas consecuencias negativas derivadas de su conducta. Se pretende que el sujeto comprenda que actuó de modo incorrecto, que merece el reproche formal de la sociedad, y que la prestación de los trabajos que se le exigen es un acto de reparación justo.

16. Las medidas de internamiento responden a una mayor peligrosidad, manifestada en la naturaleza peculiarmente grave de los hechos cometidos, caracterizados en los casos más destacados por la violencia, la intimidación o el peligro para las personas. El objetivo prioritario de la medida es disponer de un ambiente que provea de las condiciones educativas adecuadas para que el menor pueda reorientar aquellas disposiciones o deficiencias que han caracterizado su comportamiento antisocial, cuando para ello sea necesario, al menos de manera temporal, asegurar la estancia del infractor en un régimen físicamente restrictivo de su libertad. La mayor o menor intensidad de tal restricción de lugar a los diversos tipos de internamiento, a los que se va a aludir a continuación. El internamiento, en todo caso, ha de proporcionar un clima de seguridad personal para todos los implicados, profesionales y menores infractores, lo que hace imprescindible que las condiciones de estancia sean las correctas para el normal desarrollo psicológico de los menores.

El internamiento en régimen cerrado pretende la adquisición por parte del menor de los suficientes recursos de competencia social para permitir un comportamiento responsable en la comunidad, mediante una gestión de control en un ambiente restrictivo y progresivamente autónomo.

El internamiento en régimen semiabierto implica la existencia de un proyecto educativo en donde desde el principio los objetivos sustanciales se realizan en contacto con personas e instituciones de la comunidad, teniendo el menor su residencia en el centro, sujeto al programa y régimen interno del mismo.

El internamiento en régimen abierto implica que el menor llevará a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual.

El internamiento terapéutico se prevé para aquellos casos en los que los menores, bien por razón de su adicción al alcohol o a otras drogas, bien por disfunciones significativas en su psiquismo, precisan de un contexto estructurado en el que poder realizar una programación terapéutica, no dándose, ni, de una parte, las condiciones idóneas en el menor o en su entorno para el tratamiento ambulatorio, ni, de otra parte, las condiciones de riesgo que exigirían la aplicación a aquél de un internamiento en régimen cerrado.

17. En la asistencia a un centro de día, el menor es derivado a un centro plenamente integrado en la comunidad, donde se realizan actividades educativas de apoyo a su competencia social. Esta medida sirve el propósito de proporcionar a un menor un ambiente estructurado durante buena parte del día, en el que se lleven a cabo actividades socioeducativas que puedan compensar las carencias del ambiente familiar de aquél. Lo característico del centro de día es que en ese lugar es donde toma cuerpo lo esencial del proyecto socioeducativo del menor, si bien éste puede asistir también a otros lugares para hacer uso de otros recursos de ocio o culturales. El sometido a esta medida puede, por lo tanto, continuar residiendo en su hogar, o en el de su familia, o en el establecimiento de acogida.

18. En la medida de libertad vigilada, el menor infractor está sometido, durante el tiempo establecido en la sentencia, a una vigilancia y supervisión a cargo de personal especializado, con el fin de que adquiera las habilidades, capacidades y actitudes necesarias para un correcto desarrollo personal y social. Durante el tiempo que dure la libertad vigilada, el menor también deberá cumplir las obligaciones y prohibiciones que, de acuerdo con esta Ley, el Juez puede imponerle.

19. La realización de tareas socioeducativas consiste en que el menor lleve a cabo actividades específicas de contenido educativo que faciliten su reinserción social. Puede ser una medida de carácter autónomo o formar parte de otra más compleja. Empleada de modo autónomo, pretende satisfacer necesidades concretas del menor percibidas como limitadoras de su desarrollo integral. Puede suponer la asistencia y participación del menor a un programa ya existente en la comunidad, o bien a uno creado ad hoc por los profesionales encargados de ejecutar la medida. Como ejemplos de tareas socioeducativas, se pueden mencionar las siguientes: asistir a un taller ocupacional, a un aula de educación compensatoria o a un curso de preparación para el empleo; participar en actividades estructuradas de animación sociocultural, asistir a talleres de aprendizaje para la competencia social, etc.

20. El tratamiento ambulatorio es una medida destinada a los menores que disponen de las condiciones adecuadas en su vida para beneficiarse de un programa terapéutico que les ayude a superar procesos adictivos o disfunciones significativas de su psiquismo. Previsto para los menores que presenten una dependencia al alcohol o las drogas, y que en su mejor interés puedan ser tratados de la misma en la comunidad, en su realización pueden combinarse diferentes tipos de asistencia médica y psicológica. Resulta muy apropiado para casos de desequilibrio psicológico o perturbaciones del psiquismo que puedan ser atendidos sin necesidad de internamiento. La diferencia más clara con la tarea socioeducativa es que ésta pretende lograr una capacitación, un logro de aprendizaje, empleando una metodología, no tanto clínica, sino de orientación psicoeducativa. El tratamiento ambulatorio también puede entenderse como una tarea socioeducativa muy específica para un problema bien definido.

21. La permanencia de fin de semana es la expresión que define la medida por la que un menor se ve obligado a permanecer en su hogar desde la tarde o noche del viernes hasta la noche del domingo, a excepción del tiempo en que realice las tareas socioeducativas asignadas por el Juez. En la práctica, combina elementos del arresto de fin de semana y de la medida de tareas socioeducativas o prestaciones en beneficio de la comunidad. Es adecuada para menores que cometen actos de vandalismo o agresiones leves en los fines de semana.

22. La convivencia con una persona, familia o grupo educativo es una medida que intenta proporcionar al menor un ambiente de socialización positivo, mediante su convivencia, durante un período determinado por el Juez, con una persona, con una familia distinta a la suya o con un grupo educativo que se ofrezca a cumplir la función de la familia en lo que respecta al desarrollo de pautas socioafectivas prosociales en el menor.

23. La privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de licencias administrativas para caza o para el uso de cualquier tipo de armas, es una medida accesoria que se podrá imponer en aquellos casos en los que el hecho cometido tenga relación con la actividad que realiza el menor y que ésta necesite autorización administrativa.

24. Por último, procede poner de manifiesto que los principios científicos y los criterios educativos a que han de responder cada una de las medidas, aquí sucintamente expuestos, se habrán de regular más extensamente en el Reglamento que en su día se dicte en desarrollo de la presente Ley Orgánica.






Exposiciones de motivos de las reformas de la LO 5/2000 



LEY ORGÁNICA 7/2000, DE 22 DE DICIEMBRE

...

V

Finalmente, en el artículo segundo de esta Ley, se introduce una modificación en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de responsabilidad penal de los menores, que se traduce en la incorporación de una nueva disposición adicional -y en la consecuente modificación técnica de algunos preceptos afectados por dicha disposición-, que tiene por finalidad reforzar la aplicación de los principios inspiradores de la citada Ley a los menores implicados en delitos de terrorismo, así como conciliar tales principios con otros bienes constitucionalmente protegidos a los que ya se ha hecho reiterada alusión en esta exposición y que aquí se ven particularmente afectados por la creciente participación de menores, no sólo en las acciones de terrorismo urbano, sino en el resto de las actividades terroristas.

No se trata, en consecuencia, de excepcionar de la aplicación de la Ley 5/2000 a estos menores, ni tampoco de aplazar o graduar la entrada en vigor de la misma, prevista para el próximo 13 de enero de 2001, sino de establecer las mínimas especialidades necesarias para que el enjuiciamiento de las conductas de los menores responsables de delitos terroristas se realice en las condiciones más adecuadas a la naturaleza de los supuestos que se enjuician y a la trascendencia de los mismos para el conjunto de la sociedad manteniendo sin excepción todas las especiales garantías procesales que, para los menores, ha establecido la Ley 5/2000, y para que la aplicación de las medidas rehabilitadoras, especialmente valiosas y complejas respecto de conductas que ponen radicalmente en cuestión los valores más elementales de la convivencia, pueda desarrollarse en condiciones ambientales favorables, con apoyos técnicos especializados, y por un tiempo suficiente para hacer eficaz el proceso rehabilitador.

A ello responden la articulación en la Audiencia Nacional de un Juez Central de Menores [aps. a) y b)], la posible prolongación de los plazos de internamiento [ap. c)] y la previsión de la ejecución de las medidas de internamiento que la Audiencia acuerde con el apoyo y control del personal especializado que el Gobierno ponga a disposición y bajo dirección de la propia Audiencia Nacional [aps. c) y d)]. Todo ello, sin mayores modificaciones de las facultades que la Ley 5/2000 atribuye en estos procedimientos a Jueces y Fiscales, quienes mantienen un amplio margen para discriminar de acuerdo con la diferente gravedad de las conductas el tiempo de duración del internamiento, y para flexibilizar el régimen del menor, mediante modificación, suspensión o sustitución de la medida impuesta, especialmente en lo que se refiere a los menores de dieciséis años.

Del mismo modo que, según acaba de señalarse, se considera conveniente establecer un tratamiento diferenciado entre los menores de dieciséis años y los de edades comprendidas entre los dieciséis y los dieciocho años, se consolida lo que, por otra parte se deduce ya de lo dispuesto en el art. 4 de la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores, como es que no procede aplicar dicha norma a los jóvenes mayores de dieciocho años.

Por último, y a consecuencia de las modificaciones de la Ley 5/2000, previstas en esta Ley, relativas al Juzgado Central de Menores, los artículos tercero y cuarto modifican, respectivamente, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial.

LEY ORGÁNICA 9/2000, DE 22 DE DICIEMBRE

...

Se persigue incorporar en la Ley Orgánica del Poder Judicial la adecuación de los Juzgados de Menores, que serán servidos por Magistrados de la Carrera Judicial con los requisitos que se establecen en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la de Responsabilidad Penal de los Menores. En la misma Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, se introduce el cambio de atribución de competencia en materia de apelación contra las resoluciones de los Juzgados de Menores, en favor de las Audiencias Provinciales. Como consecuencia de la creación de las Secciones de Menores en las Fiscalías, se prevé la existencia de Secretarios Judiciales que presten sus servicios en aquéllas.

LEY ORGÁNICA 8/2006, DE 4 DE DICIEMBRE

La disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, introducida por el apartado tercero de la disposición final segunda de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, prevé que el Gobierno impulsará las medidas orientadas a sancionar con más firmeza y eficacia los hechos delictivos cometidos por personas que, aun siendo menores, revistan especial gravedad, tales como los previstos en los arts. 138, 139, 179 y 180 del Código Penal. A tal fin, continúa señalando la disposición adicional, se establecerá la posibilidad de prolongar el tiempo de internamiento, su cumplimiento en centros en los que se refuercen las medidas de?seguridad impuestas y la posibilidad de su cumplimiento a partir de la mayoría?de edad en centros penitenciarios.

En cumplimiento del mandato legal, una vez transcurridos cinco años desde su aprobación, el Gobierno ha realizado una evaluación de los resultados de aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Existe el convencimiento de que la Ley en estos sus cinco primeros años de vigencia ofrece un balance y consideración positiva, y ello no impide reconocer que, como toda ley, en su aplicación presenta algunas disfunciones que es conveniente y posible corregir.

Las estadísticas revelan un aumento considerable de delitos cometidos por menores, lo que ha causado gran preocupación social y ha contribuido a desgastar la credibilidad de la Ley por la sensación de impunidad de las infracciones más cotidianas y frecuentemente cometidas por estos menores, como son los delitos y faltas patrimoniales. Junto a esto, debe reconocerse que, afortunadamente, no han aumentado significativamente los delitos de carácter violento, aunque los realmente acontecidos han tenido un fuerte impacto social.

Con el objetivo de resolver estos problemas, esta Ley Orgánica plantea la revisión de determinados aspectos de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

El interés superior del menor, que va a seguir primando en la Ley, es perfectamente compatible con el objetivo de pretender una mayor proporcionalidad entre la respuesta sancionadora y la gravedad del hecho cometido, pues el sistema sigue dejando en manos del juez, en último caso, la valoración y ponderación de ambos principios de modo flexible y en favor de la óptima individualización de la respuesta. De otro modo, nos llevaría a entender de un modo trivial que el interés superior del menor es no sólo superior, sino único y excluyente frente a otros bienes constitucionales a cuyo aseguramiento obedece toda norma punitiva o correccional.

Así, en primer lugar, se amplían los supuestos en los que se pueden imponer medidas de internamiento en régimen cerrado a los menores, añadiendo al ya existente los casos de comisión de delitos graves y de delitos que se cometan en grupo o cuando el menor perteneciere o actuare al servicio de una banda, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la realización de tales actividades.

Por otra parte, se adecua el tiempo de duración de las medidas a la entidad de los delitos y a las edades de los menores infractores, y se suprime definitivamente la posibilidad de aplicar la Ley a los comprendidos entre dieciocho y veintiún años. Además, se añade una nueva medida, semejante a la prevista en el Código Penal, consistente en la prohibición al menor infractor de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el juez.

Se faculta al juez para poder acordar, previa audiencia del Ministerio Fiscal y la entidad pública de protección o reforma de menores, que el menor que estuviese cumpliendo una medida de internamiento en régimen cerrado y alcanzase la edad de dieciocho años, pueda terminar de cumplir la medida en un centro penitenciario cuando su conducta no responda a los objetivos propuestos en la sentencia. Al mismo tiempo, si la medida de internamiento en régimen cerrado se impone al que ha cumplido veintiún años o, impuesta con anterioridad, no ha finalizado su cumplimiento al alcanzar dicha edad, el juez ordenará su cumplimiento en un centro penitenciario, salvo que excepcionalmente proceda la sustitución o modificación de la medida.

Se incorpora como causa para adoptar una medida cautelar el riesgo de atentar contra bienes jurídicos de la víctima, y se establece una nueva medida cautelar consistente en el alejamiento de la víctima o su familia u otra persona que determine el juez. Al mismo tiempo, se amplía la duración de la medida cautelar de internamiento, que pasa de tres meses, prorrogable por otros tres meses, a seis meses prorrogable por otros tres meses.

Por otra parte, se revisa el régimen de imposición, refundición y ejecución de las medidas, otorgándose al juez amplias facultades para individualizar la o las medidas que deba cumplir el menor infractor.

Finalmente, se refuerza especialmente la atención y reconocimiento de los derechos de las víctimas y los perjudicados, entre los que se encuentra el derecho a ser informado en todo momento, se hayan o no personado en el procedimiento, de aquellas resoluciones que afecten a sus intereses. Asimismo, y en su beneficio, se establece el enjuiciamiento conjunto de las pretensiones penales y civiles.

Un segundo objetivo de la Ley es recoger en el proceso de menores las nuevas misiones del secretario judicial previstas en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, tras la reforma operada por la Ley Orgánica 19/2003.

Por último, se incluye una modificación de los arts. 448 y 707 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en los que se sustituye el último párrafo, a fin de dotar de mayor protección a los menores víctimas de determinados delitos, donde se prevé que cuando se trate de testigos menores de edad víctimas de delitos contra la libertad e indemnidad sexual, el Juez o Tribunal necesariamente debe acordar que se evite la confrontación visual del mismo con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio técnico que haga posible la práctica de las distintas pruebas (declaración, interrogatorio).






Artículo 1. Declaración general 



1. Esta Ley se aplicará para exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y menores de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal o las leyes penales especiales.

2. Las personas a las que se aplique la presente Ley gozarán de todos los derechos reconocidos en la Constitución y en el ordenamiento jurídico, particularmente en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica de Menor, así como en la Convención sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989 y en todas aquellas normas sobre protección de menores contenidas en los Tratados válidamente celebrados por España.

Concordancias:


	
- CE: 9.1, 9.3, 10.2, 12, 24, 25.1, 39.4, 53 y 96. 

	
- CDN: 1 y 40.3 a). 

	
- LECr: 375. 

	
- CC: 315. 

	
- CP: 1, 2, 3, 4, 7, 19 y 69. 

	
- LOPJM: 3. 

	
- LODELEX: 35.3. 

	
- Reglas de Beijing: 4. 

	
- Directrices de Riad: 56. 

	
- Reglas de La Habana: 11. 



Modificaciones:

Artículo modificado por la LO 8/2006, que suprime los antiguos aps. 2 y 4, pasando el núm. 3 a ser el núm. 2.

Los apartados suprimidos tenían este contenido:


2. También se aplicará lo dispuesto en esta Ley para los menores a las personas mayores de dieciocho años y menores de veintiuno, en los términos establecidos en el art. 4 de la misma.

4. Al efecto de designar a las personas a quienes se aplica esta Ley, en el articulado de la misma se utiliza el término menores para referirse a las que no han cumplido dieciocho años, y el de jóvenes para referirse a las mayores de dicha edad.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando esta Ley se refiera genéricamente al menor o a los menores, se entenderá que lo hace a todos los incluidos en su ámbito de aplicación.



Comentarios:

Ámbito objetivo:

Los límites de la delincuencia juvenil han estado indefinidos durante bastante tiempo, al existir discrepancias entre su conceptuación legal y su entidad sociológica. El Segundo Congreso de Naciones Unidas para la prevención del delito y tratamiento del delincuente, celebrado en Londres en 1960, se pronunció en el sentido de que dicha expresión debía restringirse, tanto como fuese posible, al estricto campo de la violación del derecho positivo penal y, paralelamente, ni siquiera con fines proteccionistas, deberían crearse por las distintas legislaciones nacionales conductas tipificadas de delincuencia joven que no estuviesen prohibidas en el terreno de los adultos  (1) .

En este mismo sentido se expresa la Resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990, de la Asamblea General de Naciones Unidas, sobre Directrices para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad), al establecer que a fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimización y criminalización de los jóvenes, deberán promulgarse leyes que garanticen que ningún acto que no sea considerado delito ni sea sancionado cuando lo comete un adulto se considere delito ni sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven (regla 56).

La legislación española se hace eco de esta postura. Así la LORPM, limita su ámbito de aplicación a la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal o las leyes penales especiales:


	
-Ley 209/1964, de 24 de diciembre, Penal y Procesal de la Navegación Aérea. 

	
-Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre régimen jurídico de Control de Cambios. 

	
-Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales. 

	
-Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. 

	
-Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado. 

	
-Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del Contrabando. 

	
-Ley Orgánica 13/1985, de 9 de diciembre, de Código Penal Miliar. 



Ámbito subjetivo:

El CP establece en su art. 19 que los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo al mismo y que cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal del menor.

El art. 1 de la LORPM fija su ámbito subjetivo de aplicación al prever que se aplicará para exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y menores de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el CP o en las leyes penales especiales.

También prevé el art. 69 del CP la posibilidad de que al mayor de dieciocho años y menor de veintiuno que cometa un hecho delictivo, puedan serle de aplicación las disposiciones de la ley que regule la responsabilidad penal del menor en los casos y con los requisitos que ésta disponga.

Esta previsión se materializó en el art. 4 de la LORPM que preveía su aplicación a los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno cuando el Juez de Instrucción competente, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del imputado y el equipo técnico, así lo declarara expresamente mediante auto, siempre que se dieran determinadas condiciones para su aplicación. Sin embargo, esta posibilidad nunca se llegó a aplicar, primero porque fue demorándose la entrada en vigor de este artículo (la LO 9/2000 suspendió su aplicación por un plazo de 2 años desde la entrada en vigor de la LORPM y la LO 9/2002 prolongó esa suspensión hasta el 1 de enero de 2007) y posteriormente porque el mismo fue derogado por la LO 8/2006, si bien por un error en cuanto a las fechas de entrada en vigor de esta última ley (entró en vigor el 5 de febrero de 2007), la posibilidad de aplicar la LORPM a esta franja de edad estuvo formalmente vigente entre el 1 de enero y el 4 de febrero de 2007.

Los menores de 14 años autores de infracciones penales no están sujetos a responsabilidad penal, regulándose en el art. 3 de la LORPM que se les aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil y demás disposiciones vigentes, a cuyo fin el Ministerio Fiscal deberá remitir a la entidad pública de protección la información que considere precisa sobre el menor a in de que se valore su situación y se puedan adoptar las medidas de protección adecuadas si fuere necesario.

Para determinar la normativa aplicable se debe tener en cuenta la edad en el momento de la comisión de los hechos, aplicándose la LORPM cuando el menor tuviera entre 14 y 17 años en dicho momento, sin que tenga incidencia el hecho de que alcance la mayoría de edad al comienzo del procedimiento o durante su tramitación (art. 5.3 LORPM).

Cómputo del tiempo:

En relación al criterio para computar la edad el art. 315 del CC establece que para el cómputo de los años para la mayoría de edad se incluirá completo el día del nacimiento, criterio éste que no es asumido por doctrina y jurisprudencia que opinan que la edad se ha de fijar de momento a momento, tomando en cuenta el del nacimiento y en caso de que no conste la hora habrá de entenderse que aquél tuvo lugar al final del día, con base al principio in dubio pro reo.

Al respecto ver SSTS de 14 de enero de 1988, 24 de septiembre de 1992 y 26 de mayo de 1999.

En el mismo sentido ver la Instrucción 1/1993, de la Fiscalía General del Estado sobre líneas generales de actuación del Ministerio Fiscal en el procedimiento de la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio.

Determinación de la edad:

El art. 375 de la LECr establece la forma de acreditar la edad la edad del procesado y comprobar su identidad, para lo cual se traerá al sumario certificación de su inscripción de nacimiento en el Registro Civil o de su partida de bautismo, si no estuviere inscrito en el Registro. Cuando no fuere posible averiguar el Registro Civil o parroquia en que deba constar el nacimiento o el bautismo del procesado, o no existiesen su inscripción y partida; y cuando por manifestar el procesado haber nacido en punto lejano hubiere necesidad de emplear mucho tiempo en traer a la causa la certificación oportuna, no se detendrá el sumario, y se suplirá el documento del artículo anterior por informe que acerca de la edad del procesado, y previo su examen físico, dieren los Médicos forenses o los nombrados por el Juez.

El art. 35 de la LODELEX establece en el núm. 3 que en los supuestos en que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado localicen a un extranjero indocumentado cuya minoría de edad no pueda ser establecida con seguridad, se le dará, por los servicios competentes de protección de menores, la atención inmediata que precise, de acuerdo con lo establecido en la legislación de protección jurídica del menor, poniéndose el hecho en conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que dispondrá la determinación de su edad, para lo que colaborarán las instituciones sanitarias oportunas que, con carácter prioritario, realizarán las pruebas necesarias.

La Circular 2/2006, de 27 de julio, de la FGE, sobre diversos aspectos relativos al régimen de los extranjeros en España, dedica su ap. IV a los menores extranjeros no acompañados, en relación a los cuales concluye (punto XI):


1.º Una vez que los Sres. Fiscales reciban la noticia de la localización de un presunto menor extranjero no acompañado, habrán de proceder a la incoación de unas diligencias conforme al art. 5 EOMF.

2.º La decisión en la que se disponga lo necesario para la determinación de la edad del menor y la decisión en la que se ponga al menor a disposición de los servicios competentes de protección de menores habrá de acordarse mediante el correspondiente decreto, sin perjuicio de que pueda ser comunicada previamente por cualquier medio, incluso por medios telemáticos o telefónicos a la fuerza actuante, en aras de la necesaria celeridad, con el fin de evitar tiempos muertos o dilaciones, teniendo en cuenta los intereses en juego.

3.º El referido decreto especificará la edad del menor, de forma aproximativa y conforme a los elementos de prueba de que se disponga. Dicho decreto tendrá efectos provisionalísimos, y así habrá de hacerse constar en el mismo, no suponiendo por tanto una resolución definitiva sobre la edad de la persona afectada, que podrá ser sometida a pruebas complementarias en el curso de otros procedimientos.

4.º Los Sres. Fiscales deberán promover la efectiva utilización del Registro de menores extranjeros no acompañados, conforme a lo dispuesto en el art. 111 RE, tanto exigiendo a la Fuerza actuante, salvo causa justificada, su consulta previa en el proceso de determinación de edad, como impulsando las inscripciones de los menores localizados por primera vez.

5.º Los Sres. Fiscales habrán de asegurar en todo caso que siempre que las pruebas practicadas constaten la minoría de edad del extranjero indocumentado o establezcan una horquilla de edades cuya franja inferior quede por debajo de los dieciocho años, éste quede a disposición de los servicios competentes de protección de menores, sin perjuicio de comprobaciones ulteriores respecto de la edad.



También es de destacar la Consulta 1/2009, de 10 de noviembre de 2009, de la FGE, sobre algunos aspectos relativos a los expedientes de determinación de la edad de los menores extranjeros no acompañados, cuyas conclusiones son las siguientes:


PRIMERA. Las pruebas radiológicas suponen una intervención corporal leve. Por ello, pueden ser acordadas directamente por el Ministerio Fiscal, y realizadas siempre que se cuente con el consentimiento del interesado para su práctica, se efectúen por personal sanitario y se lleven a cabo con respeto a la dignidad de la persona.

SEGUNDA. La valoración acerca de la necesidad de la prueba exigirá, en la medida de lo posible, que los Sras./Sres. Fiscales, antes de decidir sobre este aspecto, comprueben si existe anotación sobre el mismo menor en el Registro de menores extranjeros no acompañados que regula el art. 111 RE.

En esta valoración será precisa la ponderación de todas las circunstancias concurrentes, teniendo especialmente en cuenta el criterio médico y la búsqueda de la solución menos gravosa para la persona cuya edad se cuestiona.

TERCERA. La conducción del menor al centro sanitario y su permanencia en el mismo mientras se realizan las pruebas supone una situación de privación de libertad que debe prolongarse el menor tiempo posible.

CUARTA. En caso de que el menor no se someta voluntariamente a la práctica de la prueba de determinación de la edad, el Fiscal deberá informarle personalmente acerca de los aspectos esenciales, tanto médicos como legales, de la misma, así como de las consecuencias jurídicas que se derivarían, dependiendo de sus resultados, y de los efectos que podrían resultar de la negativa a practicar la prueba.

El Fiscal debe, en el mismo acto, oír al menor acerca de las razones de su negativa y sobre su posible disposición a someterse a otro tipo de pruebas alternativas.

QUINTA. En caso de persistir la negativa del presunto menor a someterse a la realización de la prueba radiológica o de cualquier otra prueba médica que afecte a ese mismo derecho, el Fiscal no puede imponer coactivamente su práctica, al verse involucrado el derecho a la integridad física y moral del menor.

SEXTA. La negativa a la práctica de la prueba podrá valorarse, junto con los restantes datos que obren en el expediente, como un indicio de mayoría de edad. Se tratará de un indicio poderoso, pero no determinante, pues la orientación fundamental ha de ser evitar tratar indebidamente como mayor de edad a un verdadero menor, contumaz o temeroso.

SÉPTIMA. Puesto que el decreto inicial de determinación de edad tiene efectos provisionalísimos, en caso de aportación de nuevas pruebas por parte del menor o de persistencia de las dudas racionales sobre su edad por otros motivos que no se tuvieron en cuenta en el primer procedimiento -especialmente porque el menor presenta documentación con indicios de falsedad o porque, aun siendo genuino el documento, contiene éste datos manifiestamente incorrectos, contradictorios con otras documentaciones o no fiables para la determinación de la edad-, podrá dictarse un nuevo decreto por parte de la Fiscalía correspondiente al lugar del domicilio o en el que se encuentre el presunto menor, por el que se acuerde una nueva determinación de su edad.

OCTAVA. Antes de efectuarse la nueva determinación de edad, deberá solicitarse la remisión de una copia de las actuaciones practicadas por el órgano territorial del Ministerio Fiscal que actuó en primer término.

NOVENA. En cualquier caso, este nuevo Decreto debe estar suficientemente motivado, y en el mismo han de exponerse detalladamente las concretas razones que justifican realizar tal revisión.



Aplicación de la LORPM a los mayores de 18 años y menores de 21:

El art. 69 del CP prevé que al mayor de 18 años y menor de 21 años que cometa algún hecho delictivo, podrían serle de aplicación las disposiciones de la ley que regulara la responsabilidad penal de los menores, en los casos y con los requisitos que ésta disponga.

Dicha posibilidad se plasmó en el art. 4 de la LORPM  (2) , si bien fue demorada durante dos años, desde su entrada en vigor, por la LO 9/2000 (3)  y, posteriormente, hasta el 1 de enero de 2007 por la LO 9/2002 (4) .

La LO 8/2006 deroga definitivamente la posibilidad de aplicar la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores a los hechos cometidos por mayores de 18 y menores de 21 años, si bien entre el 1 de enero y el 4 de febrero (la reforma entró en vigor el día 5), formalmente hubiera sido posible la aplicación de la LORPM a esta franja de edad, pues la LO 9/2002 había dejado en suspenso su aplicación hasta el 1 de enero de 2007, fecha en que entraría en vigor, produciéndose su derogación con la entrada en vigor de la LO 8/2006.

Desde el primer momento la FGE mantuvo que la derogación del art. 4 mediante la LO 8/2006 excluía su aplicación en todo caso, tanto a hechos anteriores como posteriores al 1 de enero de 2007 (Instrucción 5/2006, de 20 de diciembre, sobre los efectos de la derogación del art. 4 de la Ley Orgánica 5/2000 de 12 de enero reguladora de la responsabilidad penal de los menores).

Contrario a este criterio se mostró el Consejo General de la Abogacía, quien en su Circular 2/2007 recomendó a los letrados que solicitaran, a través del correspondiente incidente la aplicación del art. 4, distinguiendo distintos supuestos, según se tratase de procedimientos en fase de instrucción, de procedimientos a disposición del órgano competente para el enjuiciamiento o de sentencias no firmes.

Similar parecer manifestó la Audiencia Provincial de Madrid que sus Acuerdos para la unificación de criterios (Secciones penales) estableció los siguientes criterios:


1. La legislación de menores debe ser considerada más favorable para el joven (persona entre 18 y 21 años de edad al tiempo de la comisión del ilícito penal) que la de adultos.

2. El art. 4 LORPM estará vigente del 1 de enero al 4 de febrero de 2007, inclusive.

3. El citado precepto no es de aplicación al joven condenado por sentencia firme, anterior al 1 de enero de 2007; si para el que cometa un ilícito durante el período de su vigencia o anteriormente, incluso aunque el procedimiento haya recaído sentencia en primera instancia y esté pendiente de recurso

4. Cuando la Audiencia Provincial estuviese conociendo de un procedimiento contra un joven para su enjuiciamiento en primera instancia o por vía de recurso de apelación contra la sentencia, sólo se iniciará el incidente cuando concurran los requisitos del art. 4.2.1 y 2 LORPM, en cuyo caso quedará suspendida la causa ante la Audiencia hasta que definitivamente se resuelva si al joven se le aplica o no la legislación de menores

5. Cuando el joven que se encuentre en prisión provisional no es obligatoria su excarcelación



El debate fue finalmente resuelto por el Tribunal Supremo, quien en Sentencia 502/2007, de 4 de junio, desestima tal posibilidad, haciéndose eco de los argumentos expuestos por la Fiscalía General del Estado en su Instrucción 5/2006:


«Ante esta voluntad manifiesta e inconfundible del legislador de suprimir la posibilidad de ser sometidos los comprendidos entre 18 y 21 años a la Jurisdicción de Menores, el hecho de haber estado en vigor el texto hoy derogado en el corto período que va del 1 de enero al 5 de febrero de 2007, en nada abona por la posibilidad de tal enjuiciamiento de un hecho que fue cometido en enero de 2004, cuando el precepto que lo hubiera permitido estaba suspendido en su aplicación, que fue juzgado en octubre de 2006, cuando dicha suspensión se había renovado, y de cuya casación se conoce en mayo de 2007, cuando la derogación del precepto es definitiva.

Por ello, parece adecuado el criterio manifestado en la Instrucción de la Fiscalía General del Estado de 5/2006, de 20 de diciembre, según la que resulta cuando menos llamativo que un precepto legal que nunca ha llegado a entrar en vigor, siendo dos veces suspendida su aplicación por el Poder Legislativo, y cuya expulsión del ordenamiento jurídico ha sido decidida definitivamente por el propio legislador mediante Ley orgánica sancionada y promulgada, pueda, sin embargo, por causa de un craso error material, producir efectos durante el período de vacatio legis de la propia ley que lo deroga.

Para la citada Circular la realidad social y los criterios hermenéuticos del art. 3.1 CC, so pena de incurrir en los supuestos de fraude ley previstos en el art. 6.4 CC, conducen a que se excluya la aplicación del art. 4 LORPM, tanto a hechos anteriores como posteriores al 1 de enero de 2007. A tal efecto la suspensión ha de entenderse prorrogada tácitamente hasta que gane vigencia penal la nueva norma. Y se considera que la aplicación, aún ocasional, del derogado art. 4 LORPM, además de resultar contraria a la interpretación lógica, sistemática, histórica y teleológica de las normas jurídicas concernidas, producirá efectos no previstos ni deseados por el legislador, que tras evitarlos en sucesivas ocasiones, ha dispuesto la definitiva exclusión de la norma de nuestro ordenamiento jurídico».



Este criterio fue confirmado posteriormente en la Sentencia 508/2007, de 13 de junio:


«(...) la petición del recurrente articulada mediante escrito de 29.1.2007, en el sentido de que se acordase la nulidad de actuaciones en la presente causa, con reposición de las actuaciones al momento en que el Juez de Instrucción, oídas las partes, declare mediante auto la posibilidad de aplicar en base al art. 4 de la Ley 5/2000 reguladora de la responsabilidad penal de los menores, los preceptos de la misma, o que subsidiariamente se apliquen por esta Sala como más favorables los referidos preceptos, se considera necesario por la Sala dar una respuesta motivada a tal petición en orden a satisfacer el derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente.

a) En primer lugar la entrada en vigor de dicho art. 4 LORPM fue suspendida por el propio legislador en dos ocasiones consecutivas. La primera por un plazo de dos años (Disposición Transitoria Única LO.9/2000 de 22.12), y la segunda hasta el 1.2.2007 (Disposición Transitoria Única LO. 9/2002 de 10.12).

b) En segundo lugar la nueva LO. 8/2006, deroga definitivamente la norma del art. 4 sustituyendo su redacción por otra distinta que nada tiene que ver con su anterior contenido, desapareciendo la posibilidad de aplicar dicha Ley a delitos o faltas cometidos por mayores de edad, y así se afirma en su Exposición de Motivos “se suprime definitivamente la posibilidad de aplicar la Ley a los comprendidos entre 18 y 21 años”.

c) En tercer lugar, tal como se argumenta por el Ministerio Fiscal en su informe de 20.2.2007, siguiendo la vía expositiva de la Instrucción núm. 5/2006 de Fiscalía General del Estado “El mero cotejo de las fechas apuntadas pone de manifiesto la naturaleza del conflicto interpretativo; mientras que la Ley Orgánica 8/2006 entra formalmente en vigor el 5.2, la moratoria de la vigencia del art. 4, en su anterior redacción otras veces suspendida, concluyó antes, el 1.1. Se trata, por tanto de determinar si durante el período que media entre ambas fechas -poco más de un mes- podría haber lugar a la aplicación efectiva, transitoria o incluso retroactiva, de la redacción original del citado artículo, y por tanto a la extensión de los efectos?de la LORPM a delitos y faltas cometidos por jóvenes entre 18 y 21 años.”

En una primera aproximación, resulta cuando menos llamativo que un precepto legal que nunca ha llegado a entrar en vigor, siendo dos veces suspendida su aplicación por el Poder Legislativo, y cuya expulsión del ordenamiento jurídico ha sido decidida “definitivamente” por el propio Legislador mediante LO sancionada y promulgada, pueda sin embargo producir efectos durante el período de vacatio legis de la propia Ley que lo deroga.

Las conclusiones que se redactan en la referida Instrucción, precisan:

1.º La derogación del art. 4 de la LO. 5/2999 reguladora de la responsabilidad penal de los menores, mediante LO. 8/2006, excluye su aplicación en todo caso, tanto a hechos anteriores como posteriores al 1de enero de 2007, fecha en que concluye la suspensión de su entrada en vigor que dispuso la LO. 9/2002. A tal efecto, dicha suspensión ha de entenderse tácitamente prorrogada hasta que gane vigencia formal la nueva norma.

2.º La definitiva inaplicación de la norma derogada no impide el adecuado tratamiento de las circunstancias personales, en particular la inmadurez, de los jóvenes afectados, en el marco del Derecho Penal, la legislación penitenciaria y los instrumentos internacionales aplicables.

3.º Por el contrario, la aplicación aún ocasional, del derogado art. 4 LORPM, además de resultar contraria a la interpretación lógica, sistemática, histórica y teleológica de las normas jurídicas concernidas, produciría efectos no previstos ni deseados por el Legislador, que, tras evitarlos en sucesivas ocasiones, ha dispuesto la definitiva exclusión de la norma de nuestro ordenamiento jurídico. En la medida en que tales efectos puedan afectar al correcto funcionamiento de la Justicia de menores, dificultando o demorando la atención a sus genuinos destinatarios, la citada aplicación de la norma resultaría contraria al principio del interés superior del menor.

d) Y por último en cuarto lugar y aunque hipotéticamente se admitiera la posibilidad de aplicación del referido art. 4 LO. 5/2000, no concurriría el requisito previsto en su ap. 2.º.1.ª: “que el imputado hubiere cometido una falta, o un delito menos grave sin violencia ni intimidación en las personas ni grave peligro para la vida o la integridad física de las mismas”, calificación jurídica que no podría predicarse de un delito contra la salud publica de las personas, sustancias que causan grave daño a la salud, art. 368 CP, que permite una pena de prisión de hasta 9 años, delito, por tanto, grave conforme a los arts. 13.1 y 33.2 a) CP».



En Sentencia 745/2008, de 25 de noviembre, vuelve a reiterarse en su jurisprudencia.






	 (1) 

	Ver López-Rey y Arrojo, M.: Compendio de criminología y política criminal, Ed. Tecnos, Madrid 1985, pág. 127.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ver redacción antigua en el art. 4.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Disposición transitoria única.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Disposición transitoria única.


	 Ver Texto 








Artículo 2. Competencia de los Jueces de Menores 



1. Los Jueces de Menores serán competentes para conocer de los hechos cometidos por las personas mencionadas en el art. 1 de esta Ley, así como para hacer ejecutar las sentencias, sin perjuicio de las facultades atribuidas por esta Ley a las Comunidades Autónomas respecto a la protección y reforma de menores.

2. Los Jueces de Menores serán asimismo competentes para resolver sobre las responsabilidades civiles derivadas de los hechos cometidos por las personas a las que resulta aplicable la presente Ley.

3. La competencia corresponde al Juez de Menores del lugar donde se haya cometido el hecho delictivo, sin perjuicio de lo establecido en el art. 20.3 de esta Ley.

4. La competencia para conocer de los delitos previstos en los arts. 571 a 580 del Código Penal corresponderá al Juzgado Central de Menores de la Audiencia Nacional.

La referencia del último inciso del ap. 4 del art. 17 y cuantas otras se contienen en la presente Ley al Juez de Menores se entenderán hechas al Juez Central de Menores en lo que afecta a los menores imputados por cualquiera de los delitos a que se refieren los arts. 571 a 580 del Código Penal.

Concordancias:


	
- LORPM: 1, 12, 17.6, 20.3, 20.4, 44 y 47. 

	
- CE: 117. 

	
- LOPJ: 2, 65, 73.5, 83.2, 96, 97, 329, Título III del Libro I y Libro IV. 

	
- LECr.: 14, 15 y 19 a 47. 

	
- Reglas de Beijing: 14. 



Modificaciones:

El ap. 1 fue modificado por la LO 8/2006. El anterior texto tenía la siguiente redacción:

1. Los Jueces de Menores serán competentes para conocer de los hechos cometidos por las personas mencionadas en el art. 1 de esta Ley, así como para hacer ejecutar sus sentencias, sin perjuicio de las facultades atribuidas por esta Ley a las Comunidades Autónomas respecto a la protección y reforma de menores.


El ap. 4 fue introducido por la LO 8/2006. Anteriormente esta atribución de competencias se llevaba a cabo en la DA Cuarta, que había sido introducida por la LO 7/2000.

Comentarios:

Modificación del Código Penal en materia de terrorismo:

Los arts. 571 a 580 constituían la sección segunda (delitos de terrorismo), del Capítulo Quinto (de la tenencia, tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos y de los delitos de terrorismo), del Título XXII (delitos contra el orden público), del Libro II. Tras la reforma llevada a cabo por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, se han creado dos nuevos capítulos en este título incorporándose los arts. 571 a 581 al nuevo Capítulo VII: De las organizaciones y grupos terroristas y de los delitos de terrorismo (arts. 571 a 580).

Regulación orgánica:

Los Juzgados de Menores se encuentran regulados en los arts. 96 y 97 de la LOPJ:


Artículo 96 LOPJ:

1. En cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, habrá uno o más Juzgados de Menores. No obstante, cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Juzgados de Menores cuya jurisdicción se extienda o bien a un partido determinado o agrupación de partidos o bien a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma. Tomarán su nombre de la población donde radique su sede.

2. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá un Juzgado Central de Menores, que conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

Artículo 97 LOPJ:

Corresponde a los jueces de menores el ejercicio de las funciones que establezcan las Leyes para con los menores que hubieren incurrido en conductas tipificadas por la Ley como delito o falta y aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan las Leyes.



La provisión de los Juzgados de Menores se encuentra regulada en el art. 329, aps. 3 y 5 de la LOPJ:


Artículo 329 LOPJ:

3. Los concursos para la provisión de los Juzgados de Menores se resolverán en favor de quienes, ostentando la categoría de magistrado y acreditando la correspondiente especialización en materia de menores en la Escuela Judicial, tengan mejor puesto en su escalafón. En su defecto, se cubrirán por magistrados que hayan prestado al menos tres años de servicio, dentro de los cinco anteriores a la fecha de la convocatoria, en la jurisdicción de menores. A falta de éstos se cubrirán por el orden de antigüedad establecido en el ap. 1.

Los que obtuvieran plaza, así como los que la obtuvieran cuando las vacantes tuvieran que cubrirse por ascenso, deberán participar antes de tomar posesión de su nuevo destino en las actividades de especialización en materia de menores que establezca el Consejo General del Poder Judicial.

5. Los concursos para la provisión de plazas de los Juzgados Centrales de Instrucción, Centrales de lo Penal, Centrales de Menores y de Vigilancia Penitenciaria se resolverán a favor de quienes hayan prestado servicios en el orden jurisdiccional penal durante ocho años dentro de los doce años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria; en defecto de este criterio, en favor de quien ostente mejor puesto en el escalafón (...).



Desde la publicación de la LORPM sólo se ha convocado una prueba de especialización. Fue por Acuerdo de 14 de marzo de 2007, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se convocan pruebas de especialización como Juez de Menores (BOE núm. 73, de 26 de marzo de 2007). La anterior convocatoria data de 1999 y fue convocado por Acuerdo de 14 de abril de 1999, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se convocan pruebas de especialización como Juez de Menores (BOE núm. 101, de 28 de abril de 1999).

El escalafón de la carrera judicial, cerrado el 31 de enero de 2009 y publicado en el BOE núm. 66, de 18 de marzo de 2009, ponía de manifiesto que sólo 40 magistrados con la especialidad de menores estaban sirviendo la especialidad, cuando el número de juzgados es de 82.

Sobre cuestiones de competencia entre Juzgados de Menores y para conocimiento de recursos contra sus resoluciones ver arts. 60.1, 65, 73.5 y 82.3 de la LOPJ:


Artículo 60 LOPJ:

1. Conocerá además cada una de las Salas del Tribunal Supremo de las recusaciones que se interpusieren contra los Magistrados que las compongan, y de las cuestiones de competencia entre Juzgados o Tribunales del propio orden jurisdiccional que no tengan otro superior común.

Artículo 65 LOPJ:

La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conocerá:

(...)

5.º) De los recursos establecidos en la Ley contra las sentencias y otras resoluciones de los Juzgados Centrales de lo Penal, de los Juzgados Centrales de Instrucción y del Juzgado Central de Menores.

Artículo 73 LOPJ:

5. Le corresponde, igualmente  (1) , la decisión de las cuestiones de competencia entre Juzgados de Menores de distintas provincias de la comunidad autónoma.

Artículo 82 LOPJ:

3. Las Audiencias Provinciales conocerán también de los recursos contra las resoluciones de los Juzgados de Menores con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los mismos.



Por RD 3471/2000, de 29 de diciembre, se dispone la constitución del Juzgado central de menores correspondiente a la programación del año 2001 (BOE núm. 313, de 30 de diciembre de 2000).

Competencia para el conocimiento de delitos cometidos fuera de España:

La detención y traslado a España de uno de los acusados del secuestro del atunero español «Alakrana» cuando se encontraba faenando cerca de la costa de Somalia, puso de manifiesto dos problemas jurídicos de importantes repercusiones procesales.

El primero de los problemas viene referido a la determinación de su edad, aspecto éste sobre el que pueden verse comentarios realizados al art. 1. El segundo viene referido al órgano judicial competente para conocer del asunto.

El principio de territorialidad rige con carácter general en el ámbito penal. Conforme al mismo, las leyes penales españolas se aplican a los delitos cometidos en territorio español, considerándose a tales efectos los buques españoles (art. 23.1 LOPJ).

De una manera directa, el principio de territorialidad se recoge en el art. 8 del CC donde se establece que «las leyes penales, las de policía y las de seguridad pública obligan a todos los que se hallen en el territorio español».

Este principio exige determinar, en primer lugar, cuál es el territorio español y, en segundo lugar, dónde se considera cometido un delito.

El territorio español sobre el que el Estado ejerce su soberanía se encuentra comprendido por el especio terrestre peninsular, insular y las ciudades y territorios norteafricanos; el mar territorial (zona de mar adyacente a todas las costas españolas en una extensión de doce millas  (2)  ); el espacio aéreo situado sobre el territorio y el mar territorial  (3) ; y los buques y aeronaves españoles  (4) .

Respecto al lugar de comisión del delito no existe en nuestro derecho una regla que lo fije, de forma similar a como hace el art. 7 del CP en relación al tiempo, habiéndose acudido a teorías doctrinales diferentes, como son la de la actividad (lugar en el que se realiza la conducta), la del resultado (lugar donde se produce éste) y la de la ubicuidad (ambos indistintamente), siendo ésta la que actualmente cuenta con mayor acogida, pues es la única que permite el castigo de hechos que de otro modo podrían resultar impunes.

A partir de este criterio general, tres principios hacen posible la aplicación de la legislación penal nacional a hechos cometidos fuera del territorio nacional. Son los principios de nacionalidad o personal, real o de protección y universal o de justicia mundial, recogidos en los aps. 2, 3 y 4 del art. 23 de la LORPJ.

Esta aplicación de la legislación española exige una correlativa atribución de competencias objetivas a los órganos jurisdiccionales. La competencia objetiva, esto es, la determinación del órgano competente dentro de la estructura jerárquica o de Tribunales de distinto grado, se efectúa atendiendo a tres criterios: el de la gravedad del hecho punible, el de la materia y el de las personas. Conforme al segundo de estos criterios corresponderá a los Juzgados Centrales de lo Penal o a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (en función de la gravedad del hecho) el conocimiento de los delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las Leyes o tratados corresponda su enjuiciamiento a los Tribunales Españoles (arts. 65.1.e y 89.bis.3 de la LOPJ)

En la jurisdicción de menores no encontramos una norma similar a la anteriormente citada en relación a los delitos cometidos fuera del territorio nacional, ya que el art. 97 de la LOPJ establece que corresponde a los Jueces de Menores el ejercicio de las funciones que establezcan las leyes para con los menores que hubieren incurrido en conducta tipificada como delito o falta, además de aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan las leyes, mientras que el art. 96.2 reserva al conocimiento del Juez Central de Menores el conocimiento de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

Es por tanto la LORPM la que determina la competencia objetiva de los órganos jurisdiccionales competentes en materia de responsabilidad penal de los menores y ésta aparece recogida en su art. 2, atribuyéndoles la competencia exclusiva para conocer de los hechos de naturaleza penal cometidos por los mayores de 14 años y menores de 18, con la única excepción de los delitos previstos en los arts. 571 a 580 del Código Penal (delitos de terrorismo), cuya competencia se atribuye al Juez Central de Menores.

En cuanto a la competencia territorial de los Juzgados de Menores, excepción hecha de la competencia del Juzgado Central de Menores que tiene jurisdicción en toda España, la misma corresponderá al Juez del lugar donde se haya cometido el hecho delictivo, estableciendo el art. 20.3 una regla especial para el caso de que un menor haya cometido diversos delitos en territorios diferentes, en cuyo caso la competencia se atribuirá al del lugar del domicilio del menor, remitiéndose subsidiariamente a las reglas previstas en el art. 18 de la LECr.

Nos encontramos, por tanto, que en la legislación vigente relativa a menores infractores no existe una previsión en cuanto a la competencia de los órganos jurisdiccionales españoles para el conocimiento de delitos cometidos fuera de nuestro país.

Así, por ejemplo, un homicidio cometido por un menor de edad de nacionalidad española fuera de nuestras fronteras y que fuera detenido en territorio español nunca podría ser enjuiciado en nuestro país, a pesar de las previsiones del art. 23 de la LOPJ, y la única alternativa a la impunidad del hecho sería su extradición para su enjuiciamiento en el país donde ocurrieron los hechos.

En el caso del pirata del barco «Alakrana», si finalmente se hubiera determinado su minoría de edad y se hubiera planteado su enjuiciamiento en España se hubieran suscitado importantes problemas. Parece claro que la competencia del Juzgado Central de Menores se limita única y exclusivamente a los delitos?de terrorismo, no extendiéndose su competencia a los delitos cometidos fuera de España, como ocurre con los Juzgados Centrales de lo Penal y la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. La única posibilidad podría venir determinada por la provincia de matriculación del buque  (5)  y atribuir la competencia al Juzgado de Menores de dicha provincia, posibilidad que se me antoja muy forzada.






	 (1) 

	A la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	La Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre Mar Territorial.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	La Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Art. 23.1 de la LOPJ.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Ver RD 1027/1989, de 28 de julio, sobre abanderamiento, matriculación de buques y registro marítimo.


	 Ver Texto 








Artículo 3. Régimen de los menores de catorce años 



Cuando el autor de los hechos mencionados en los artículos anteriores sea menor de catorce años, no se le exigirá responsabilidad con arreglo a la presente Ley, sino que se le aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil y demás disposiciones vigentes. El Ministerio Fiscal deberá remitir a la entidad pública de protección de menores testimonio de los particulares que considere precisos respecto al menor, a fin de valorar su situación, y dicha entidad habrá de promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.

Concordancias:


	
- RLORPM: 8.6. 

	
- LOPJM. 

	
- CC: 172 y ss. 



Comentarios:

Alcance de la remisión a la entidad pública de protección:

El art. 8 del RLORPM ha aclarado la interpretación que debería hacerse al art. 3 de la LORPM, en relación a las actuaciones que deben llevar a cabo las entidades públicas de reforma en relación a los menores de 14 años autores de una infracción penal, cuando por el Ministerio Fiscal se remita la oportuna comunicación. Para algún sector doctrinal la remisión de comunicación obligaba a las entidades de protección a promover actuaciones de protección. Para otro sector, la remisión no implicaba necesariamente el tener que promover ninguna actuación de protección, sino que esa decisión correspondía a las entidades de protección una vez valorada la situación del caso, criterio éste que recoge el núm. 6 del art. 8 del RLORPM al decir que «será dicha entidad la competente para valorar la situación y decidir si se ha de adoptar alguna medida, conforme a las normas del Código Civil y la legislación de protección de menores».

La FGE, en la Circular 1/2000 relativa a los criterios de aplicación de la LO 5/2000, ya se había inclinado por esta interpretación, al establecer la remisión de los particulares que se consideren necesarios a la entidad pública de protección, «a los efectos oportunos».

Responsabilidad según tramos de edad:



	EDAD
	RESPONSABILIDAD




	0 a 13
	No son responsables penalmente (art. 3 LORPM)Existe la posibilidad de que se adopten medidas de protección si se encuentra en situación de desamparo o riesgo conforme a la legislación civil (art. 3 LORPM)Puede exigirse la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados por los hechos ante la jurisdicción civil



	14-17
	Son responsables penalmente conforme a la LORPM (art. 1 LORPM y art. 19 CP)



	> 18
	Son responsables penalmente exclusivamente conforme al CP










Artículo 4. Derechos de las víctimas y de los perjudicados 



El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo momento por la protección de los derechos de las víctimas y de los perjudicados por las infracciones cometidas por los menores.

De manera inmediata se les instruirá de las medidas de asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente.

Las víctimas y los perjudicados tendrán derecho a personarse y ser parte en el expediente que se incoe al efecto, para lo cual el secretario judicial les informará en los términos previstos en los arts. 109 y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, instruyéndoles de su derecho a nombrar abogado o instar el nombramiento de abogado de oficio en caso de ser titulares del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, les informará de que, de no personarse en el expediente y no hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si correspondiere.

Los que se personaren podrán desde entonces tomar conocimiento de lo actuado e instar la práctica de diligencias y cuanto a su derecho convenga.

Sin perjuicio de lo anterior, el secretario judicial deberá comunicar a las víctimas y perjudicados, se hayan o no personado, todas aquellas resoluciones que se adopten tanto por el Ministerio Fiscal como por el Juez de Menores, que puedan afectar a sus intereses.

En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación de lo dispuesto en el art. 18 de esta Ley, desista de la incoación del expediente deberá inmediatamente ponerlo en conocimiento de las víctimas y perjudicados haciéndoles saber su derecho a ejercitar las acciones civiles que les asisten ante la jurisdicción civil.

Del mismo modo, el secretario judicial notificará por escrito la sentencia que se dicte a las víctimas y perjudicados por la infracción penal, aunque no se hayan mostrado parte en el expediente.

Concordancias:


	
- LORPM: 7.1 i), 8.1, 19, 25, 26, 27.3, 28, 35, 41, 51, 53.1 y 61.4. 

	
- LECr: 109 y 110. 



Modificaciones:

Redacción dada al art. 4 por la LO 8/2006. El texto anterior tenía la siguiente redacción:


Artículo 4. Régimen de los mayores de dieciocho años.

1. De conformidad con lo establecido en el art. 69 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, la presente Ley se aplicará a las personas mayores de dieciocho años y menores de veintiuno imputadas en la comisión de hechos delictivos, cuando el Juez de Instrucción competente, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del imputado y el equipo técnico a que se refiere el art. 27 de esta Ley, así lo declare expresamente mediante auto.

2. Serán condiciones necesarias para la aplicación de lo dispuesto en el apartado anterior las siguientes:

1.ª Que el imputado hubiere cometido una falta, o un delito menos grave sin violencia o intimidación en las personas ni grave peligro para la vida o la integridad física de las mismas, tipificados en el Código Penal o en las leyes penales especiales.

2.ª Que no haya sido condenado en sentencia firme por hechos delictivos cometidos una vez cumplidos los dieciocho años. A tal efecto no se tendrán en cuenta las anteriores condenas por delitos o faltas imprudentes ni los antecedentes penales que hayan sido cancelados, o que debieran serlo con arreglo a lo dispuesto en el art. 136 del Código Penal.

3.ª Que las circunstancias personales del imputado y su grado de madurez aconsejen la aplicación de la presente Ley, especialmente cuando así lo haya recomendado el equipo técnico en su informe.

3. Contra el auto que resuelva lo indicado en los apartados anteriores, cabrá recurso de apelación en el plazo de tres días, del que conocerá la Sala de Menores del Tribunal Superior de Justicia correspondiente, sin previo recurso de reforma. La apelación se sustanciará conforme al régimen general establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Del mencionado auto, una vez firme, se dará traslado al Ministerio Fiscal para la tramitación del procedimiento previsto en la presente Ley.



En relación a la aplicación de la LORPM a mayores de 18 y menores de 21 ver comentarios al art. 1.

Artículos citados:

Artículo 109 LECr:


En el acto de recibirse declaración por el Juez al ofendido que tuviese la capacidad legal necesaria, el Secretario judicial le instruirá del derecho que le asiste para mostrarse parte en el proceso y renunciar o no a la restitución de la cosa, reparación del daño e indemnización del perjuicio causado por el hecho punible. Asimismo le informará de la posibilidad y procedimiento para solicitar las ayudas que conforme a la legislación vigente puedan corresponderle.

Si no tuviese capacidad legal, se practicará igual diligencia con su representante.

Fuera de los casos previstos en los dos párrafos anteriores, no se hará a los interesados en las acciones civiles o penales notificación alguna que prolongue o detenga el curso de la causa, lo cual no obsta para que el Secretario judicial procure instruir de aquel derecho al ofendido ausente.

En cualquier caso en los procesos que se sigan por delitos comprendidos en el art. 57 del Código Penal el Juez asegurará la comunicación a la víctima de los actos procesales que puedan afectar a su seguridad.

Artículo 110 LECr:

Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren renunciado a su derecho podrán mostrarse parte en la causa si lo hicieran antes del trámite de calificación del delito, y ejercitar las acciones civiles y penales que procedan o solamente unas u otras, según les conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las actuaciones.

Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la causa, no por esto se entiende que renuncian al derecho de restitución, reparación o indemnización que a su favor puede acordarse en sentencia firme, siendo menester que la renuncia de este derecho se haga en su caso de una manera expresa y terminante.

Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir u obstaculizar a los miembros de las corporaciones locales el ejercicio de sus funciones públicas, podrá también personarse en la causa la Administración local en cuyo territorio se hubiere cometido el hecho punible.



Comentarios:

Uno de los objetivos de las reformas introducidas por la LO 8/2006 ha sido reforzar especialmente la atención y reconocimiento de los derechos de las víctimas y los perjudicados, entre los que se encuentra el derecho a ser informado en todo momento, se hayan o no personado en el procedimiento, de aquellas resoluciones que afecten a sus intereses. Asimismo, y en su beneficio, establece el enjuiciamiento conjunto de las pretensiones penales y civiles.

Entre las funciones atribuidas al Ministerio Fiscal en la Ley 50/1981, de 30 diciembre, por la que se aprueba su estatuto orgánico, se encuentra la de velar por la protección procesal de las víctimas, promoviendo los mecanismos previstos para que reciban la ayuda y asistencia efectivas (art. 3.10).

Circular 1/2007 de la Fiscalía General del Estado:


«A tales efectos, el art. 4, de nueva planta, se dedica a concretar esta declaración de intenciones, a lo largo de seis párrafos (...).

El párrafo primero dispone que el Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo momento por la protección de los derechos de las víctimas y de los perjudicados por las infracciones cometidas por los menores.

Claramente quiere realzar el legislador el papel institucional no sólo del Fiscal -ya establecido en el art. 3.10 EOMF- sino también del Juez como valedores de los derechos de la víctima.

El párrafo segundo declara que de manera inmediata se les instruirá de las medidas de asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente.

No cabe aquí sino hacer una remisión a la doctrina de la Fiscalía General del Estado sobre protección de víctimas, plenamente aplicable mutatis mutandis al proceso penal de menores, en especial a la Circular 2/1998, de 27 de octubre, sobre ayudas públicas a las víctimas de delitos dolosos violentos y contra la libertad sexual y a la Instrucción 8/2005, de 26 de julio, sobre el deber de información en la Tutela y Protección de las Víctimas en el Proceso Penal.

El párrafo quinto estipula que el secretario judicial deberá comunicar a las víctimas y perjudicados, se hayan o no personado, todas aquellas resoluciones que se adopten tanto por el Ministerio Fiscal como por el Juez de Menores, que puedan afectar a sus intereses.

En todo caso, las resoluciones dictadas en fase de Diligencias Preliminares, básicamente las de archivo de la denuncia (art. 16.2) y las de desistimiento (art. 18) habrán de ser notificadas por el Fiscal, pues el Juzgado no tiene conocimiento de las mismas.

Una vez abierta la instrucción mediante el dictado del Decreto de incoación del expediente, mientras las actuaciones se encuentren en Fiscalía, los Sres. Fiscales habrán de remitir copia de las resoluciones a notificar al secretario judicial, a fin de que por éste se cumplimenten las notificaciones previstas en el trascrito párrafo quinto del art. 4 LORPM. Entre las resoluciones a notificar debe entenderse comprendido el Decreto de incoación del expediente. También habrá de notificarse la decisión sobre admisión o inadmisión de diligencias de investigación y las decisiones que supongan variación sustancial del curso del procedimiento, en ambos casos cuando se estime puedan afectar a los intereses de víctimas y perjudicados.

Remitido el expediente al Juzgado de Menores, habrá de ser éste, a través del secretario, quien dé cumplimiento a la obligación de notificar a las víctimas. Los Sres. Fiscales, en su función de protección de las mismas, deberán procurar que se cumplan efectivamente las previsiones legales sobre notificaciones.

También deben ser notificadas por el Juzgado las resoluciones que aun recayendo durante la instrucción, hayan sido dictadas por el mismo (básicamente las relativas a medidas cautelares).

Las experiencias de las Secciones de Menores reflejadas en las Memorias de la Fiscalía General del Estado imponen una reflexión: deben en todo caso evitarse duplicidades en las notificaciones. Lo que realmente persigue el Legislador es asegurar que las resoluciones a comunicar llegan a serlo efectivamente, implicando para ello a todos los operadores del sistema.

En este contexto, debe recordarse que en otras dos ocasiones se prevén notificaciones al perjudicado: el art. 22.3 dispone que el Ministerio Fiscal notificará a quien aparezca como perjudicado, desde el momento en que así conste en la instrucción del expediente, la posibilidad de ejercer las acciones civiles que le puedan corresponder, personándose ante el Juez de menores en la pieza de responsabilidad civil, mientras que por su parte el art. 64.1 establece que el Juez ordenará abrir pieza separada, notificando el secretario judicial a quienes aparezcan como perjudicados su derecho a ser parte en la pieza separada y estableciendo el plazo límite para el ejercicio de la acción. Para evitar duplicidades, habrá de entenderse que la notificación del art. 22.3 no será necesaria como tal notificación autónoma, cuando se haya dado cumplimiento al ofrecimiento de acciones a víctimas y perjudicados previsto en el párrafo tercero del art. 4 LORPM, canalizándose a través del secretario del Juzgado.



Debe también evitarse que al perjudicado no personado (y que por tanto no ha querido hacer uso de la facultad que se le reconoce para ser parte) se le notifiquen resoluciones distintas de aquéllas que siendo sustanciales puedan afectarles a la esfera de sus intereses jurídicos, conforme a lo dispuesto en el párrafo quinto del art. 4 LORPM».






Artículo 5. Bases de la responsabilidad de los menores 



1. Los menores serán responsables con arreglo a esta Ley cuando hayan cometido los hechos a los que se refiere el art. 1 y no concurra en ellos ninguna de las causas de exención o extinción de la responsabilidad criminal previstas en el vigente Código Penal.

2. No obstante lo anterior, a los menores en quienes concurran las circunstancias previstas en los núms. 1, 2 y 3 del art. 20 del vigente Código Penal les serán aplicables, en caso necesario, las medidas terapéuticas a las que se refiere el art. 7.1, letras d) y e), de la presente Ley.

3. Las edades indicadas en el articulado de esta Ley se han de entender siempre referidas al momento de la comisión de los hechos, sin que el haberse rebasado las mismas antes del comienzo del procedimiento o durante la tramitación del mismo tenga incidencia alguna sobre la competencia atribuida por esta misma Ley a los Jueces y Fiscales de Menores.

Concordancias:


	
- Artículo 5.1: 
	
- LORPM: 15. 

	
- CP: 20 a 23 y 130 a 135. 





	
- Artículo 5.2: 
	
- LORPM: 7 d) y e), 9.5 y 29. 

	
- CP: 20.1.º, 2.º y 3.º, 95 y 96. 





	
- Artículo 5.3: 
	
- LORPM: 1. 

	
- CE: 24. 

	
- LECr: 375. 

	
- LODELEX: 35.3. 

	
- CC: 315. 







Artículos citados:

Los citados números del art. 20 del CP establecen que está exento de responsabilidad criminal:


1.º El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.

El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión.

2.º El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión.

3.º El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad.



Comentarios:

Cómputo del tiempo y determinación de la edad:

Ver comentarios al art. 1.

Momento de la comisión de los hechos:

Se suscitan problemas en relación con la fijación del momento de comisión de los hechos en determinados supuestos, que fueron analizados por la FGE en la Circular 1/2000, y que vienen referidos a las infracciones penales continuadas, los delitos permanentes y al cambio de edad entre la acción y el resultado.

Según la FGE en las infracciones penales continuadas habrá de atenderse a la edad del sujeto en el momento de la comisión de cada una de las infracciones. Sólo habrá lugar a integrar en el delito continuado cuyo conocimiento se atribuya a la jurisdicción de menores aquellos hechos cometidos por el sujeto entre los 14 y 18 años. Los hechos cometidos por el sujeto habiendo rebasado dicha edad no podrán, por ese solo motivo, integrarse en el delito continuado y de ellos se conocerá en el procedimiento que corresponda. Otra cosa es que en atención al seguimiento de un procedimiento penal por hechos cometidos durante la mayoría de edad conexos a otros hechos cometidos durante la minoría de edad, el Fiscal de Menores decida desistir (art. 18) de la persecución de estos últimos.

En el caso de delito permanente no podrá ser enjuiciado por la jurisdicción de menores cuando el sujeto activo hubiera rebasado la edad máxima antes de eliminarse la situación ilícita. La regla interpretativa del art. 132.1, párr. 2, del CP, aun dictada para fijar el inicio del cómputo de la prescripción, es perfectamente aplicable en estos supuestos. En todo caso, el enjuiciamiento del delito permanente por la jurisdicción ordinaria no podrá tener en consideración, exclusivamente a efectos de agravación de la responsabilidad, las conductas cometidas en momentos anteriores a la adquisición de la mayoría de edad. Un ejemplo puede resultar muy ilustrativo: la detención ilegal de 30 días de duración en la que el sujeto activo cumpliere 18 años en el vigésimo día será enteramente conocida por la jurisdicción ordinaria en el correspondiente procedimiento abreviado pero no se podrá aplicar el subtipo agravado del art. 163.3 CP.

En los casos en que entre la acción y el resultado el sujeto rebase la edad, la FGE entiende que el criterio habrá de ser el de atender al momento de la acción u omisión y no al del resultado. En apoyo de este criterio da como argumentos lo dispuesto en el art. 7 CP, la interpretación literal de la expresión «comisión de los hechos» que emplea el art. 5 de la LORPM y, finalmente, el hecho de tratarse de la solución más favorable al menor.






Artículo 6. De la intervención del Ministerio Fiscal 



Corresponde al Ministerio Fiscal la defensa de los derechos que a los menores reconocen las leyes, así como la vigilancia de las actuaciones que deban efectuarse en su interés y la observancia de las garantías del procedimiento, para lo cual dirigirá personalmente la investigación de los hechos y ordenará que la policía judicial practique las actuaciones necesarias para la comprobación de aquéllos y de la participación del menor en los mismos, impulsando el procedimiento.

Concordancias:


	
- LORPM: 3, 4, 6, 9.5, 10, 13, 14, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 26, 27, 28, 30, 33, 35, 36, 37, 39, 40, 42, 44, 46.2, 47.5 e), 48, 49, 50, 51, 52.5, 60.7, 61, 64 y DA 3.ª. 

	
- RLORPM: 2 a 5, 8, 9, 12 a 15, 32.3, 40.7, 41, 54, 55, 57, 58, 76 y 80. 

	
- CE: 124. 

	
- EOMF: 1.3, 1.4, 3.5, 3.7, 5 y 18. 

	
- LECr: 105. 

	
- LOPJ: 435. 



Comentarios:

La Constitución española regula la figura del Ministerio Fiscal en su art. 124:


Artículo 124 CE:

1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

3. La Ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial.



Su estatuto orgánico se encuentra regulado en la Ley 50/1981, de 30 diciembre.

El art. 3.13 establece que corresponde al Ministerio Fiscal «ejercer en materia de responsabilidad penal de menores las funciones que le encomiende la legislación específica, debiendo orientar su actuación a la satisfacción del interés superior del menor».

El art. 4 atribuye al Ministerio Fiscal, entre otras funciones, la posibilidad de visitar en cualquier momento los centros o establecimientos de detención, penitenciarios o de internamiento de cualquier clase de su respectivo territorio, examinar los expedientes de los internos y recabar cuanta información estime conveniente.

El art. 5 faculta al Fiscal para ordenar la detención preventiva para el esclarecimiento de los hechos denunciados o que aparezcan en los atestados de los que conozca.

En relación a la organización de las Fiscalías, el art. 18 prevé que en todo caso, en la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en las Fiscalías Provinciales existirá una Sección de Menores a la que se encomendarán las funciones y facultades que al Ministerio Fiscal atribuye la LORPM. Estas Secciones podrán constituirse en las Fiscalías de las Comunidades Autónomas cuando sus competencias, el volumen de trabajo o la mejor organización y prestación del servicio así lo aconsejen.






Artículo 7. Definición de las medidas susceptibles de ser impuestas a los menores y reglas generales de determinación de las mismas 



1. Las medidas que pueden imponer los Jueces de Menores, ordenadas según la restricción de derechos que suponen, son las siguientes:


	
a) Internamiento en régimen cerrado. Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro y desarrollarán en el mismo las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio. 

	
b) Internamiento en régimen semiabierto. Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro, pero podrán realizar fuera del mismo alguna o algunas de las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio establecidas en el programa individualizado de ejecución de la medida. La realización de actividades fuera del centro quedará condicionada a la evolución de la persona y al cumplimiento de los objetivos previstos en las mismas, pudiendo el Juez de Menores suspenderlas por tiempo determinado, acordando que todas las actividades se lleven a cabo dentro del centro. 

	
c) Internamiento en régimen abierto. Las personas sometidas a esta medida llevarán a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual, con sujeción al programa y régimen interno del mismo. 

	
d) Internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto. En los centros de esta naturaleza se realizará una atención educativa especializada o tratamiento específico dirigido a personas que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave de la conciencia de la realidad. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias. 

	
e) Tratamiento ambulatorio. Las personas sometidas a esta medida habrán de asistir al centro designado con la periodicidad requerida por los facultativos que las atiendan y seguir las pautas fijadas para el adecuado tratamiento de la anomalía o alteración psíquica, adicción al consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que padezcan. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias. 

	
f) Asistencia a un centro de día. Las personas sometidas a esta medida residirán en su domicilio habitual y acudirán a un centro, plenamente integrado en la comunidad, a realizar actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales o de ocio. 

	
g) Permanencia de fin de semana. Las personas sometidas a esta medida permanecerán en su domicilio o en un centro hasta un máximo de treinta y seis horas entre la tarde o noche del viernes y la noche del domingo, a excepción, en su caso, del tiempo que deban dedicar a las tareas socioeducativas asignadas por el Juez que deban llevarse a cabo fuera del lugar de permanencia. 

	
h) Libertad vigilada. En esta medida se ha de hacer un seguimiento de la actividad de la persona sometida a la misma y de su asistencia a la escuela, al centro de formación profesional o al lugar de trabajo, según los casos, procurando ayudar a aquélla a superar los factores que determinaron la infracción cometida. Asimismo, esta medida obliga, en su caso, a seguir las pautas socioeducativas que señale la entidad pública o el profesional encargado de su seguimiento, de acuerdo con el programa de intervención elaborado al efecto y aprobado por el Juez de Menores. La persona sometida a la medida también queda obligada a mantener con dicho profesional las entrevistas establecidas en el programa y a cumplir, en su caso, las reglas de conducta impuestas por el Juez, que podrán ser alguna o algunas de las siguientes: 
	
1.ª Obligación de asistir con regularidad al centro docente correspondiente, si el menor está en edad de escolarización obligatoria, y acreditar ante el Juez dicha asistencia regular o justificar en su caso las ausencias, cuantas veces fuere requerido para ello. 

	
2.ª Obligación de someterse a programas de tipo formativo, cultural, educativo, profesional, laboral, de educación sexual, de educación vial u otros similares. 

	
3.ª Prohibición de acudir a determinados lugares, establecimientos o espectáculos. 

	
4.ª Prohibición de ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial previa. 

	
5.ª Obligación de residir en un lugar determinado. 

	
6.ª Obligación de comparecer personalmente ante el Juzgado de Menores o profesional que se designe, para informar de las actividades realizadas y justificarlas. 

	
7.ª Cualesquiera otras obligaciones que el Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, estime convenientes para la reinserción social del sentenciado, siempre que no atenten contra su dignidad como persona. Si alguna de estas obligaciones implicase la imposibilidad del menor de continuar conviviendo con sus padres, tutores o guardadores, el Ministerio Fiscal deberá remitir testimonio de los particulares a la entidad pública de protección del menor, y dicha entidad deberá promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996. 





	
i) La prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez. Esta medida impedirá al menor acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se encuentren, así como a su domicilio, a su centro docente, a sus lugares de trabajo y a cualquier otro que sea frecuentado por ellos. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal, impedirá al menor establecer con ellas, por cualquier medio de comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual. Si esta medida implicase la imposibilidad del menor de continuar viviendo con sus padres, tutores o guardadores, el Ministerio Fiscal deberá remitir testimonio de los particulares a la entidad pública de protección del menor, y dicha entidad deberá promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996. 

	
j) Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo. La persona sometida a esta medida debe convivir, durante el período de tiempo establecido por el Juez, con otra persona, con una familia distinta a la suya o con un grupo educativo, adecuadamente seleccionados para orientar a aquélla en su proceso de socialización. 

	
k) Prestaciones en beneficio de la comunidad. La persona sometida a esta medida, que no podrá imponerse sin su consentimiento, ha de realizar las actividades no retribuidas que se le indiquen, de interés social o en beneficio de personas en situación de precariedad. 

	
l) Realización de tareas socioeducativas. La persona sometida a esta medida ha de realizar, sin internamiento ni libertad vigilada, actividades específicas de contenido educativo encaminadas a facilitarle el desarrollo de su competencia social. 

	
m) Amonestación. Esta medida consiste en la reprensión de la persona llevada a cabo por el Juez de Menores y dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, instándole a no volver a cometer tales hechos en el futuro. 

	
n) Privación del permiso de conducir ciclomotores y vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas. Esta medida podrá imponerse como accesoria cuando el delito o falta se hubiere cometido utilizando un ciclomotor o un vehículo a motor, o un arma, respectivamente. 

	
ñ) Inhabilitación absoluta. La medida de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida. 



2. Las medidas de internamiento constarán de dos períodos: el primero se llevará a cabo en el centro correspondiente, conforme a la descripción efectuada en el apartado anterior de este artículo, el segundo se llevará a cabo en régimen de libertad vigilada, en la modalidad elegida por el Juez. La duración total no excederá del tiempo que se expresa en los arts. 9 y 10. El equipo técnico deberá informar respecto del contenido de ambos períodos, y el Juez expresará la duración de cada uno en la sentencia.

3. Para la elección de la medida o medidas adecuadas se deberá atender de modo flexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales, la personalidad y el interés del menor, puestos de manifiesto los dos últimos en los informes de los equipos técnicos y de las entidades públicas de protección y reforma de menores cuando éstas hubieran tenido conocimiento del menor por haber ejecutado una medida cautelar o definitiva con anterioridad, conforme a lo dispuesto en el art. 27 de la presente Ley. El Juez deberá motivar en la sentencia las razones por las que aplica una determinada medida, así como el plazo de duración de la misma, a los efectos de la valoración del mencionado interés del menor.

4. El Juez podrá imponer al menor una o varias medidas de las previstas en esta Ley con independencia de que se trate de uno o más hechos, sujetándose si procede a lo dispuesto en el art. 11 para el enjuiciamiento conjunto de varias infracciones; pero, en ningún caso, se impondrá a un menor en una misma resolución más de una medida de la misma clase, entendiendo por tal cada una de las que se enumeran en el ap. 1 de este artículo.

Concordancias:


	
- LORPM: Títulos II y VII. 

	
- CE: 9.3 y 25. 

	
- CP: 1, 2, 3, 4, 33.2, 37, 40, 41, 47.5, 49, 54, 55 y 70.2.2.ª. 

	
-Internamiento en régimen cerrado:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 16), 9, 10, 11, 28, 47.5 b) y 51.2. 

	
- RLORPM: 10.1.1.ª, 2.ª y 6.ª a), 13.2 c), 14, 24 y 45 a 48. 





	
-Internamiento en régimen semiabierto:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 16), 28 y 50.2. 

	
- RLORPM: 10.1.1.ª, 2.ª y 6.ª a), 13.2 c), 14, 25 y 45 a 48. 





	
-Internamiento en régimen abierto:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 16), y 28. 

	
- RLORPM: 10.1.1.ª, 2.ª y 6.ª a), 13.2 c), 14, 26 y 45 a 48. 





	
-Internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 16), 5.2, 9.5, 28, 29 y 47.5 a). 

	
- RLORPM: 10.1.1.ª, 2.ª y 6.ª a), 13.2 c), 14, 27 y 50. 





	
-Tratamiento ambulatorio:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 20) y 5.2. 

	
- RLORPM: 10.1.3.ª y 6.ª d), 13.2 c), 14 y 16. 





	
-Asistencia a un centro de día:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 20). 

	
- RLORPM: 10.1.3.ª y 6.ª d), 13.2 c), 14 y 17. 





	
-Permanencia de fin de semana:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 21). 

	
- RLORPM: 10.1.1.ª, 3.ª y 6.ª c), 13.2 a), 14 y 28. 





	
-Libertad vigilada:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 18), 10.1 b), 10.2, 10.4 y 40.2 c). 

	
- RLORPM: 10.1.1.ª, 3.ª, 4.ª y 6.ª b), 13.2 c), 14, 22 y 28. 





	
-La prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez:	
-RD 355/2004, de 5 de marzo, por el que se regula el registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica: 5. 




	
-Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 22). 

	
- RLORPM: 10.1.3.ª, 4.ª y 6.ª f), 13.2 c), 14, 19 y 22. 

	
- CC: 173 y 243 a 246. 





	
-Prestaciones en beneficio de la comunidad:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 15). 

	
- RLORPM: 10.1.3.ª, 4.ª y 6.ª e), 13.2 b), 14 y 20. 

	
-RD 782/2001: 22 y 23. 





	
-Realización de tareas socioeducativas:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 19) y 40.2 c). 

	
- RLORPM: 10.1.3.ª, 4.ª y 6.ª e), 13.2 c), 14, 21 y 22. 





	
-Amonestación:	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 14). 




	
-Privación del permiso de conducir ciclomotores y vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas:
	
- LORPM: exposición de motivos (núm. 23). 

	
- RLORPM: 8.4. 





	
-Inhabilitación absoluta:
	
- LORPM: 10.3. 

	
- RLORPM: 8.4. 







Modificaciones:

El art. 7 ha sido modificado en dos ocasiones.

La LO 7/2000 introdujo la medida de inhabilitación absoluta, asociada a los delitos previstos en los arts. 571 a 580 del CP (delitos de terrorismo):


Artículo segundo. Modificación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

Se modifican los arts. 7 y 9 y se incorpora una disposición adicional en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en los siguientes términos:

Primero. Se adiciona una nueva letra n) al ap. 1 del art. 7, con la siguiente redacción:

«n) Inhabilitación absoluta. De conformidad con lo previsto en la disposición adicional cuarta, la medida de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida».



La LO 8/2006 que da nueva redacción al artículo, si bien la mayoría de sus párrafos no sufren variación. La redacción anteriormente vigente, con la modificación que introdujo la LO 7/2000 era esta:


Artículo 7. Enumeración de las medidas susceptibles de ser impuestas a los menores.

1. Las medidas que pueden imponer los Jueces de Menores, ordenadas según la restricción de derechos que suponen, son las siguientes:

a) Internamiento en régimen cerrado. Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro y desarrollarán en el mismo las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio.

b) Internamiento en régimen semiabierto. Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro, pero realizarán fuera del mismo actividades formativas, educativas, laborales y de ocio.

c) Internamiento en régimen abierto. Las personas sometidas a esta medida llevarán a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual, con sujeción al programa y régimen interno del mismo.

d) Internamiento terapéutico. En los centros de esta naturaleza se realizará una atención educativa especializada o tratamiento específico dirigido a personas que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave de la conciencia de la realidad. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias.

e) Tratamiento ambulatorio. Las personas sometidas a esta medida habrán de asistir al centro designado con la periodicidad requerida por los facultativos que las atiendan y seguir las pautas fijadas para el adecuado tratamiento de la anomalía o alteración psíquica, adicción al consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que padezcan. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias.

f) Asistencia a un centro de día. Las personas sometidas a esta medida residirán en su domicilio habitual y acudirán a un centro, plenamente integrado en la comunidad, a realizar actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales o de ocio.

g) Permanencia de fin de semana. Las personas sometidas a esta medida permanecerán en su domicilio o en un centro hasta un máximo de treinta y seis horas entre la tarde o noche del viernes y la noche del domingo, a excepción del tiempo que deban dedicar a las tareas socioeducativas asignadas por el Juez.

h) Libertad vigilada. En esta medida se ha de hacer un seguimiento de la actividad de la persona sometida a la misma y de su asistencia a la escuela, al centro de formación profesional o al lugar de trabajo, según los casos, procurando ayudar a aquélla a superar los factores que determinaron la infracción cometida. Asimismo, esta medida obliga, en su caso, a seguir las pautas socioeducativas que señale la entidad pública o el profesional encargado de su seguimiento, de acuerdo con el programa de intervención elaborado al efecto y aprobado por el Juez de Menores. La persona sometida a la medida también queda obligada a mantener con dicho profesional las entrevistas establecidas en el programa y a cumplir, en su caso, las reglas de conducta impuestas por el Juez, que podrán ser alguna o algunas de las siguientes:

1.ª Obligación de asistir con regularidad al centro docente correspondiente, si el interesado está en el período de la enseñanza básica obligatoria, y acreditar ante el Juez dicha asistencia regular o justificar en su caso las ausencias, cuantas veces fuere requerido para ello.

2.ª Obligación de someterse a programas de tipo formativo, cultural, educativo, profesional, laboral, de educación sexual, de educación vial u otros similares.

3.ª Prohibición de acudir a determinados lugares, establecimientos o espectáculos.

4.ª Prohibición de ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial previa.

5.ª Obligación de residir en un lugar determinado.

6.ª Obligación de comparecer personalmente ante el Juzgado de Menores o profesional que se designe, para informar de las actividades realizadas y justificarlas.

7.ª Cualesquiera otras obligaciones que el Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, estime convenientes para la reinserción social del sentenciado, siempre que no atenten contra su dignidad como persona.

i) Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo. La persona sometida a esta medida debe convivir, durante el período de tiempo establecido por el Juez, con otra persona, con una familia distinta a la suya o con un grupo educativo, adecuadamente seleccionados para orientar a aquélla en su proceso de socialización.

j) Prestaciones en beneficio de la comunidad. La persona sometida a esta medida, que no podrá imponerse sin su consentimiento, ha de realizar las actividades no retribuidas que se le indiquen, de interés social o en beneficio de personas en situación de precariedad. Se buscará relacionar la naturaleza de dichas actividades con la naturaleza del bien jurídico lesionado por los hechos cometidos por el menor.

k) Realización de tareas socioeducativas. La persona sometida a esta medida ha de realizar, sin internamiento ni libertad vigilada, actividades específicas de contenido educativo encaminadas a facilitarle el desarrollo de su competencia social.

l) Amonestación. Esta medida consiste en la reprensión de la persona llevada a cabo por el Juez de Menores y dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, instándole a no volver a cometer tales hechos en el futuro.

m) Privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas. Esta medida podrá imponerse como accesoria cuando el delito o falta se hubiere cometido utilizando un ciclomotor o un vehículo a motor, o un arma, respectivamente.

n) Inhabilitación absoluta. De conformidad con lo previsto en la disposición adicional cuarta, la medida de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida

2. Las medidas de internamiento constarán de dos períodos: el primero se llevará a cabo en el centro correspondiente, conforme a la descripción efectuada en el apartado anterior de este artículo; el segundo se llevará a cabo en régimen de libertad vigilada, en la modalidad elegida por el Juez. La duración total no excederá del tiempo que se expresa en el art. 9. El equipo técnico deberá informar respecto?del contenido de ambos períodos, y el Juez expresará la duración de cada uno en la sentencia.

3. Para la elección de la medida o medidas adecuadas, tanto por el Ministerio Fiscal y el letrado del menor en sus postulaciones como por el Juez en la sentencia, se deberá atender de modo flexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales, la personalidad y el interés del menor, puestos de manifiesto los dos últimos en los informes de los equipos técnicos y, en su caso, de las entidades públicas de protección y reforma de menores emitidos conforme a lo dispuesto en el art. 27 de la presente Ley. El Juez deberá motivar la sentencia, expresando con detalle las razones por las que aplica una determinada medida, así como el plazo de duración de la misma, a los efectos de la valoración del mencionado interés del menor.



Comentarios:

Garantía penal:

Una de las garantías derivadas del principio de legalidad es la garantía penal (nulla poena sine lege), cuyo contenido puede sintetizarse en las siguientes ideas:


	
- La ley determinará claramente la pena a imponer al delito. 

	
- No pueden imponerse penas absolutamente indeterminadas. 

	
- Los Tribunales no pueden imponer penas distintas a las que la ley señala. 

	
- No pueden variarse las circunstancias de ejecución de la pena. 



El art. 7 de la LORPM determina la medida que pueden imponer los Jueces de Menores a los autores de infracciones penales, estableciéndose en los arts. 8 y siguientes las reglas para su determinación.

Modificaciones introducidas por la LO 8/2006:

De forma resumida, los cambios que la LO 8/2006 ha introducido en las medidas pueden sintetizarse en la modificación de algunas de las medidas ya existentes y en la creación de una nueva medida.

En relación a la modificación de las medidas existentes, los cambios afectan a las medidas de internamiento en régimen semiabierto, internamiento terapéutico, libertad vigilada, prestaciones en beneficio de la comunidad e inhabilitación absoluta.

En la medida de internamiento en régimen semiabierto, a diferencia de lo anteriormente previsto, la nueva redacción permite que los menores puedan realizar todas las actividades dentro del centro, limitando sus salidas del mismo.

Esta modificación viene a corregir las consecuencias negativas que de la rigidez de la anterior redacción se derivaban, pues ante la comisión de determinadas infracciones los Jueces de Menores no podían imponer la medida de internamiento en régimen cerrado al no darse las condiciones legalmente exigidas, debiendo acordar la medida de internamiento en régimen semiabierto, lo que venía implicando, la existencia de un proyecto educativo en donde desde el principio los objetivos sustanciales se realizaban en contacto con personas e instituciones de la comunidad, teniendo el menor su residencia en el centro, sujeto al programa y régimen interno del mismo, pero realizando fuera actividades formativas, educativas, laborales y de ocio.

Esto se traducía en que menores, que por su situación personal podían precisar inicialmente de un contexto educativo altamente estructurado y privativo o restrictivo de libertad que hiciera posible la adquisición de suficientes recursos de competencia social para permitir un comportamiento responsable, salieran de los centros a los pocos días de su ingreso y no se reincorporaran a los mismos una vez finalizada la actividad. Ello implicaba no sólo la posibilidad de nuevas responsabilidades penales (que cuando eran mayores de 18 años se ventilaban en el ámbito de la justicia de adultos), sino también, en muchas ocasiones, formas de vida marginales para no ser detenidos, en las que no era infrecuente la comisión de nuevos hechos delictivos o la recaída en el consumo de drogas, por poner algún ejemplo, con los riesgos derivados de esta circunstancia (tanto a nivel de salud personal, como de reiteración de conductas delictivas, bien para obtener recursos económicos con los que sufragar la adicción, bien como consecuencia de estados de intoxicación). Se entraba así en una espiral donde los comportamientos se repetían al no encontrar una respuesta inmediata a sus conductas (una vez detenidos y reintegrados en los centros la medida no sufría variación, la posible nueva responsabilidad se dilataba en el tiempo lo que hacía que no tomaran conciencia de las consecuencias negativas de su conducta y además si eran menores de edad la nueva responsabilidad volvería a suponer como máximo un internamiento en régimen semiabierto). Todo ello sin olvidar la alarma social que estos hechos producían y la desconfianza que se generaba en el sistema y hacía conveniente establecer mecanismos que permitieran valorar las circunstancias individuales de cada caso, evitando el automatismo que se daba entre un régimen semiabierto y las salidas del centro.

A la medida de internamiento terapéutico se la asocia un régimen (cerrado, semiabierto o abierto) algo que anteriormente no estaba expresamente previsto, aunque la práctica judicial ya había llevado en ocasiones a ello. Personalmente creo que la solución no es la más adecuada y que la LORPM ya contaba con otras fórmulas para conciliar las necesidades de seguridad con las terapéuticas. El internamiento terapéutico es quizá la medida que mayores dificultades está presentando de todas las previstas en el art. 7 de la Ley.

Por un lado el término «terapéutico» suscita importantes confusiones, existiendo serias dudas a la hora de determinar como se configura un centro de esta naturaleza, cuando en muchas ocasiones no existen centros de estas características en las redes de salud mental, atención a toxicómanos o de atención sociosanitaria, donde los menores que padecen estos problemas puedan recibir una atención especializada. Pretender que los sistemas de justicia juvenil creen recursos asistenciales diferentes a los existentes para menores no infractores me genera importantes interrogantes.

En segundo lugar, si lo que se pretende es dar a estos menores una atención especializada, resulta determinante que la medida venga precedida de un diagnóstico previo, algo para lo que los equipos técnicos dependientes de juzgados y fiscalías no tienen la cualificación adecuada. La imposición de una medida de esta naturaleza tiene importantes efectos estigmatizantes y etiquetadores, por lo que su imposición al margen de un claro diagnóstico no debiera darse en ningún supuesto.

Pero dejando a un lado estas cuestiones cuyo análisis podría llevar mucho tiempo, creo que el enfoque del problema debería haber sido otro y desligar, dentro de una misma medida, seguridad y terapia.

Dado que lo que en estas medidas predomina es el carácter terapéutico, en orden a abordar la problemática que presenta el menor, deberían ser los especialistas que van a llevar la intervención los que en cada caso programaran las relaciones de todo tipo con el exterior (salidas para actividades, permisos, comunicaciones y visitas, etc.,) incorporándolo al programa individual de ejecución que posteriormente deberá ser aprobado por el Juez de Menores. Vincular de antemano un régimen de vida a la medida puede interferir en la intervención terapéutica que se pretende llevar.

En este marco, sería en los centros de carácter sociosanitario de la red asistencial correspondiente donde deberían llevarse a cabo los tratamientos, en consonancia con el principio de utilización preferente de los recursos normalizados en el ámbito comunitario, establecido en el art. 6 del RLORPM y en congruencia con el principio de excepcionalidad del internamiento previsto en los textos internacionales. Esta posibilidad está prevista en nuestra legislación en el art. 54.2 de la LORPM.

Si junto a las necesidades terapéuticas existen razones de seguridad que aconsejan que el menor deba permanecer internado en estos casos la medida a adoptar no debería ser de internamiento terapéutico, sino de internamiento en el régimen adecuado que corresponda, complementándose la medida con el tratamiento específico que pueda precisar, filosofía ésta que parecía estar detrás de la LORPM como de su exposición de motivos se puede desprender: «El internamiento terapéutico se prevé para aquellos casos en los que los menores, bien por razón de su adicción al alcohol o a otras drogas, bien por disfunciones significativas en su psiquismo, precisan de un contexto estructurado en el que poder realizar una programación terapéutica, no dándose, ni, de una parte, las condiciones idóneas en el menor o en su entorno para el tratamiento ambulatorio, ni, de otra parte, las condiciones de riesgo que exigirían la aplicación a aquél de un internamiento en régimen cerrado». Esta filosofía encuentra su referente en el ap.?d) del art. 7.1 de la LORPM, en relación al internamiento terapéutico, y en?el?ap. e) del mismo artículo, en relación al tratamiento ambulatorio, que prevén que ambas medidas puedan aplicarse solas o como complemento de otras.

Por lo que hace referencia a la libertad vigilada, se adiciona un párrafo a la última de las reglas de conducta que puede imponer el Juez, estableciendo que «si alguna de estas obligaciones implicase la imposibilidad del menor de continuar conviviendo con sus padres, tutores o guardadores, el Ministerio Fiscal deberá remitir testimonio de los particulares a la entidad pública de protección del menor, y dicha entidad deberá promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996».

En la medida de prestaciones en beneficio de la comunidad se elimina el último inciso que establecía la relación entre las actividades y la naturaleza del bien jurídico lesionado por los hechos cometidos por el menor, algo que en ocasiones resultaba altamente problemático.

La medida de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida. Anteriormente estaba vinculada sólo a los delitos de terrorismo, pero en su actual redacción, parece que podría imponerse también en otros supuestos. En este sentido debe tenerse presente, por ejemplo, que la Ley 7/2007, de 12 de abril, del estatuto básico del empleado público, establece entre los requisitos generales para poder participar en los procesos selectivos el de tener cumplidos dieciséis años (art. 56), por lo que actualmente menores de edad pueden cometer delitos que anteriormente sólo podían ser cometidos por mayores de dieciocho años.

Por último la reforma incorpora la medida de prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez.

La prohibición de acercamiento como regla de conducta en la medida de libertad vigilada:

La regla séptima de la letra h) fue modificada por la LO 8/2006, que además incorporó como nueva medida la prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima o persona que determine el Juez.

Antes de esta reforma la FGE ya se había pronunciado en la Consulta 3/2004, de 26 de noviembre, sobre la posibilidad de adoptar la medida cautelar de alejamiento en el proceso de menores, donde concluía lo siguiente:


1.º Las medidas cautelares aplicables en el proceso penal de menores son las expresamente previstas en los arts. 28 y 29 LORPM.

2.º Dentro de la medida cautelar de libertad vigilada cabe imponer cualquier regla de conducta que respete las exigencias legales establecidas en el art. 7.1. h).

3.º Cabe imponer el alejamiento del menor maltratador respecto de la víctima como regla de conducta de la medida cautelar de libertad vigilada, orientada ésta globalmente al interés del menor dentro del contexto del proceso educativo del mismo.

4.º La medida cautelar de libertad vigilada acompañada de la regla de conducta consistente en el alejamiento respecto de la víctima no estará temporalmente limitada, pudiendo mantenerse durante todo el curso del proceso hasta la sentencia firme, sin perjuicio de la obligación de los Fiscales de evitar su prolongación innecesaria, instando su alzamiento tan pronto desaparezca la causa justificadora de las mismas.



La prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez:

La medida contiene dos posibles consecuencias para el menor: la prohibición de aproximarse a determinadas personas o la posibilidad de comunicarse con ellas. A la hora de imponer la medida pueden modularse sus contenidos, de forma que será posible imponer ambas prohibiciones simultáneamente o solamente una de sus dos modalidades.

La prohibición de aproximarse impedirá al menor acercarse a la víctima, o a los familiares de ésta o a las personas que termine el Juez, en cualquier lugar donde se encuentren, así como a su domicilio, a su centro docente, a sus lugares de trabajo y a cualquier otro que sea frecuentado por ellos. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal, impedirá al menor establecer con ellas, por cualquier medio de comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual.

Al igual que ocurre en la libertad vigilada, si esta medida implicase la imposibilidad del menor de continuar viviendo con sus padres, tutores o guardadores, el Ministerio Fiscal deberá remitir testimonio de los particulares a la entidad pública de protección del menor, y dicha entidad deberá promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996.

Esta medida se encuentra pendiente de desarrollo reglamentario, debiendo corresponder, a mi juicio, la competencia funcional para su ejecución, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y no a las Entidades Públicas de Reforma, por las razones que a continuación se exponen.

El contenido de la medida es una carga impuesta al menor cuyo aseguramiento en ningún caso puede corresponder a las Entidades Públicas de Reforma, quienes carecen de competencias para llevar a cabo medidas de naturaleza y contenido policial, en orden a asegurar su vigilancia y control, designando personas que se encarguen de llevarla a cabo.

En el ámbito de adultos la prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el juez o Tribunal es una de las penas previstas en el CP. En cuanto a la forma de llevarse a cabo el cumplimiento de la misma, la única referencia legal la encontramos en el RD 355/2004, de 5 de marzo, por el que se regula el registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica, cuyo art. 5 establece, en su segundo párrafo, que «para facilitar la inmediata comunicación a la Policía Judicial de las penas y medidas de seguridad impuestas a los efectos de su ejecución y seguimiento, los secretarios judiciales remitirán simultáneamente a la Policía Judicial copia impresa del modelo telemático de nota de condena».

En este sentido resulta de interés la Consulta 3/2004, de 26 de noviembre, de la FGE, sobre la posibilidad de adoptar la medida cautelar de alejamiento en el proceso de menores, que en el penúltimo párrafo del ap. III estableció que «como quiera que el alejamiento como regla de conducta no precisa para su ejecución de programa o recurso específico de la entidad pública, podrá inmediatamente procederse a su ejecución sin necesidad de esperar a la propuesta y aprobación del programa», argumentación que coincide con la arriba expuesta, en el sentido de que la orden de alejamiento no requiere de intervención por parte de la entidad pública de reforma.

La Circular 1/2007, de 23 de noviembre de 2007, sobre criterios interpretativos tras la reforma de la legislación penal de menores de 2006, mantiene el anterior planteamiento, indicando que «desde el punto de vista del control material de la medida, habrá de tenerse en cuenta que si lo acordado es un alejamiento puro, es decir, no integrado como regla de conducta en una libertad vigilada, deberá el Juez oficiar a efectos de su control a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, sin que sea necesario -dada la ausencia de contenido educativo de la medida- requerir a la Comunidad Autónoma para que lleve a efecto su ejecución y control».

La elección de la medida y el principio de flexibilidad:

El principio de flexibilidad en la adopción y ejecución de las medidas aconsejadas por las circunstancias del caso concreto es uno de los principios que guían la LORPM, según dice su exposición de motivos.

La LORPM establece un amplio catálogo de medidas aplicables, desde la perspectiva sancionadora-educativa, debiendo primar el interés del menor en la flexible adopción judicial de la medida más idónea, dadas las características del caso concreto y de la evolución personal del sancionado durante la ejecución de la medida.

En consonancia con este principio general, el art. 7.3 determina que para la elección de la medida o medidas adecuadas se deberá atender de modo flexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales, la personalidad y el interés del menor.

El Juez deberá motivar en la sentencia las razones por las que aplica una determinada medida, así como el plazo de duración de la misma, a los efectos de la valoración del mencionado interés del menor.

Sin embargo, y a pesar de este principio de flexibilidad, la elección de la medida por el Juez aparece condicionada en algunos casos que aparecen recogidos en los arts. 8, 9, 10 y 11, algunos ya comentados en el epígrafe anterior:


	
- Petición del Ministerio Fiscal y acusación particular (art. 8.1) 

	
- Pena imponible si el autor fuera mayor de edad (art. 8.2) 

	
- Hechos calificados como falta (art. 9.1) 

	
- Acciones y omisiones imprudentes (art. 9.4) 

	
- Concurrencia de circunstancias eximentes (art. 9.5) 

	
- Hechos de extrema gravedad (art. 10.1 in fine) 

	
- Delitos previstos en los arts. 138, 139, 179, 180, 571 a 580 del CP y aquellos otros sancionados con pena de prisión igual o superior a quince años (art. 10.2) 

	
- Pluralidad de infracciones (art. 11) 



En estos casos el Juez de Menores está sometido a la petición formulada por el Ministerio Fiscal o por la acusación privada, o a la duración de la pena a imponer si el hecho fuera cometido por un mayor de edad; en otros supuestos el Juez se ve limitado en cuanto a las medidas que puede imponer (faltas y supuestos de imprudencia) o se ve directamente compelido a imponer una medida de internamiento en régimen cerrado, viendo incluso limitada la posibilidad de su modificación hasta transcurrido un determinado tiempo (delitos más graves).

Posibilidad de imponer varias medidas por un solo hecho:

El nuevo art. 7.4 establece la posibilidad de que por un solo hecho se puedan imponer a un menor varias medidas, pero en ningún caso se impondrá a un menor en una misma resolución más de una medida de la misma clase, entendiendo por tal cada una de las que se enumeran en el ap. 1 de este artículo», es decir, el Juez podrá imponer en una misma resolución una medida de internamiento en régimen abierto, junto con la medida de asistencia a un centro de día y la realización de unas prestaciones en beneficio de la comunidad, por ejemplo, pero no podrá imponer, en la misma resolución, dos medidas de internamiento en régimen abierto.

La FGE, en su Circular 1/2007, se pronunció en el sentido de que esta posibilidad «es concorde con el principio 18 de las Reglas de Beijing, que permite imponer varias medidas siempre que sea en interés del menor y sean complementarias entre ellas».

Datos estadísticos


Medidas adoptadas por los Jueces de Menores en 1999-2006


	 
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006



	Prestación servicios benéficos
	1.006
	1.689
	1.532
	3.463
	5.178
	6.363
	7.583
	7.495



	Libertad vigilada
	2.065
	2.563
	2.295
	4.664
	5.994
	6.205
	6.089
	6.157



	Internamiento
	1.406
	1.485
	1.696
	3.512
	4.781
	4.646
	4.890
	4.306



	No consta/Otras
	156
	79
	101
	181
	227
	710
	851
	2.446



	Amonestación
	1.387
	2.015
	1.282
	1.581
	1.737
	1.719
	1.732
	1.571



	Tratamiento ambulatorio
	33
	93
	177
	361
	455
	634
	562
	263



	Acogimiento
	2
	4
	6
	14
	19
	51
	36
	59



	Privación permiso conducir
	9
	6
	24
	83
	102
	108
	116
	56



	Total
	6.064
	7.934
	7.113
	13.859
	18.493
	20.436
	21.859
	22.353





Fuente: INE (Estadística de menores)


Medidas adoptadas por los Jueces de Menores en 2007-2009


	 
	2007
	2008
	2009



	Libertad vigilada
	5.612
	7.860
	8.533



	Prestación en beneficio comunidad
	5.681
	4.749
	4.893



	Realización de tareas socioeducativas
	1.063
	2.012
	3.100



	Internamiento semiabierto
	2.457
	2.516
	2.812



	Amonestación
	1.224
	1.276
	1.460



	Permanencia de fin de semana
	1.418
	1.282
	1.448



	Internamiento cerrado
	629
	733
	702



	Internamiento terapéutico
	178
	279
	317



	Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo
	245
	256
	278



	Privación permiso conducir
	74
	142
	163



	Asistencia a un centro de día
	121
	102
	160



	Prohibición de aproximarse a víctima
	28
	88
	156



	Tratamiento ambulatorio
	65
	93
	143



	Internamiento abierto
	134
	106
	111



	Medidas sin especificar
	19
	116
	80



	Total
	18.948
	21.610
	24.356





Fuente: INE (Estadística de menores)

Nota aclaratoria:

Desde febrero de 1995, fecha en que se estableció un convenio de colaboración con el CGPJ y posteriores adendas, la recogida de la información se venía realizando trimestralmente mediante cuestionarios en soporte papel cumplimentados por los órganos judiciales.

A partir del año de referencia 2007, con base en el Acuerdo de Colaboración entre el INE y el Ministerio de Justicia suscrito en julio de 2007, se procede a la sustitución de la recogida directa de información recibida de los juzgados de menores por la explotación estadística del Registro de Sentencias sobre Responsabilidad Penal del Menor, en base a la información relativa a las sentencias firmes.






Artículo 8. Principio acusatorio 



El Juez de Menores no podrá imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal o por el acusador particular.

Tampoco podrá exceder la duración de las medidas privativas de libertad contempladas en el art. 7.1 a), b), c), d) y g), en ningún caso, del tiempo que hubiera durado la pena privativa de libertad que se le hubiere impuesto por el mismo hecho, si el sujeto, de haber sido mayor de edad, hubiera sido declarado responsable, de acuerdo con el Código Penal.

Concordancias:


	
- LORPM: 7 y 39. 

	
- CE: 24. 

	
- LECr: 733 y 789.3. 



Modificaciones:

El párrafo primero fue modificado por la LO 15/2003. Su contenido anterior era el siguiente:

El Juez de Menores no podrá imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal.


Jurisprudencia:

Ver nota de jurisprudencia en el art. 10.






Artículo 9. Régimen general de aplicación y duración de las medidas 



No obstante lo establecido en los aps. 3 y 4 del art. 7, la aplicación de las medidas se atendrá a las siguientes reglas:

1. Cuando los hechos cometidos sean calificados de falta, sólo se podrán imponer las medidas de libertad vigilada hasta un máximo de seis meses, amonestación, permanencia de fin de semana hasta un máximo de cuatro fines de semana, prestaciones en beneficio de la comunidad hasta cincuenta horas, privación del permiso de conducir o de otras licencias administrativas hasta un año, la prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez hasta seis meses, y la realización de tareas socioeducativas hasta seis meses.

2. La medida de internamiento en régimen cerrado sólo podrá ser aplicable cuando:


	
a) Los hechos estén tipificados como delito grave por el Código Penal o las leyes penales especiales. 

	
b) Tratándose de hechos tipificados como delito menos grave, en su ejecución se haya empleado violencia o intimidación en las personas o se haya generado grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas. 

	
c) Los hechos tipificados como delito se cometan en grupo o el menor perteneciere o actuare al servicio de una banda, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la realización de tales actividades. 



3. La duración de las medidas no podrá exceder de dos años, computándose, en su caso, a estos efectos el tiempo ya cumplido por el menor en medida cautelar, conforme a lo dispuesto en el art. 28.5 de la presente Ley. La medida de prestaciones en beneficio de la comunidad no podrá superar las cien horas. La medida de permanencia de fin de semana no podrá superar los ocho fines de semana.

4. Las acciones u omisiones imprudentes no podrán ser sancionadas con medidas de internamiento en régimen cerrado.

5. Cuando en la postulación del Ministerio Fiscal o en la resolución dictada en el procedimiento se aprecien algunas de las circunstancias a las que se refiere el art. 5.2 de esta Ley, sólo podrán aplicarse las medidas terapéuticas descritas en el art. 7.1, letras d) y e) de la misma.

Concordancias:


	
- CE: 25.1. 

	
- LORPM: 5.2, 7, 8, 10, 11, 12, 28.5, 47 y 51. 

	
- CP: 12, 13.2 y 33.4. 

	
- Reglas de Beijing: 17. 



Modificaciones:

La Ley Orgánica 7/2000 modificó los supuestos de extrema gravedad (regla 5.ª del art. 9), dejando fuera de este concepto los delitos previstos en los arts. 138, 139, 179, 180, 571 a 580 del CP y aquellos otros sancionados con pena de prisión igual o superior a 15 años, que pasan a tener un tratamiento autónomo. La reacción originaria de esta regla 5.ª era la siguiente:


5.ª Excepcionalmente, cuando los supuestos previstos en la regla anterior revistieran extrema gravedad, apreciada expresamente en la sentencia, el Juez habrá de imponer una medida de internamiento de régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada sucesivamente por otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de otros cinco años. Sólo podrá hacerse uso de lo dispuesto en los arts. 14 y 51.1 de esta Ley una vez transcurrido el primer año de cumplimiento efectivo de la medida de internamiento.

La medida de libertad vigilada deberá ser ratificada mediante auto motivado, previa audiencia del Ministerio Fiscal, del letrado del menor y del representante de la entidad pública de protección o reforma de menores, al finalizar el internamiento, y se llevará a cabo por las instituciones públicas encargadas del cumplimiento de las penas, conforme a lo establecido en el art. 105.1 del vigente Código Penal.

A los efectos de este artículo, se entenderán supuestos de extrema gravedad aquéllos en los que se apreciare reincidencia y, en todo caso, los delitos de terrorismo y los constitutivos de actos de favorecimiento, apoyo o reclamo de la actividad de bandas, organizaciones o grupos terroristas, así como los de asesinato u homicidio doloso, y la agresión sexual contemplada en los arts. 179 y 180 del Código Penal.



La redacción actual de este artículo se debe a la LO 8/2006. Anteriormente su redacción, con la modificación que introdujo la LO 7/2000 en la regla 5.ª era la siguiente:


Artículo 9. Reglas para la aplicación de las medidas.

No obstante lo establecido en el art. 7.3, la aplicación de las medidas se atendrá a las siguientes reglas:

1.ª Cuando los hechos cometidos sean calificados de falta, sólo se podrán imponer las medidas de amonestación, permanencia de fin de semana hasta un máximo de cuatro fines de semana, prestaciones en beneficio de la comunidad hasta cincuenta horas, y privación del permiso de conducir o de otras licencias administrativas.

2.ª La medida de internamiento en régimen cerrado sólo podrá ser aplicable cuando en la descripción y calificación jurídica de los hechos se establezca que en su comisión se ha empleado violencia o intimidación en las personas o actuado con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas.

3.ª La duración de las medidas no podrá exceder de dos años, computándose, en su caso, a estos efectos el tiempo ya cumplido por el menor en medida cautelar, conforme a lo dispuesto en el art. 28.5 de la presente Ley. La medida de prestaciones en beneficio de la comunidad no podrá superar las cien horas. La medida de permanencia de fin de semana no podrá superar los ocho fines de semana.

4.ª En el caso de personas que hayan cumplido los dieciséis años en el momento de la comisión de los hechos, el plazo de duración de las medidas podrá alcanzar un máximo de cinco años, siempre que el delito haya sido cometido con violencia o intimidación en las personas o con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas y el equipo técnico en su informe aconseje la prolongación de la medida. En estos supuestos, la medida de prestaciones en beneficio de la comunidad podrá alcanzar las doscientas horas, y la de permanencia de fin de semana, dieciséis fines de semana.

5.ª Excepcionalmente, cuando los supuestos previstos en la regla anterior revistieran extrema gravedad, apreciada expresamente en la sentencia, el Juez habrá de imponer una medida de internamiento de régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada sucesivamente por otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de otros cinco años. Sólo podrá hacerse uso de lo dispuesto en los arts. 14 y 51.1 de esta Ley una vez transcurrido el primer año de cumplimiento efectivo de la medida de internamiento. Todo ello sin perjuicio de lo previsto en la disposición adicional cuarta. A los efectos de este artículo, se entenderán siempre supuestos de extrema gravedad aquéllos en los que se apreciara reincidencia.

6.ª Las acciones u omisiones imprudentes no podrán ser sancionadas con medidas de internamiento en régimen cerrado.

7.ª Cuando en la postulación del Ministerio Fiscal o en la resolución dictada en el procedimiento se aprecien algunas de las circunstancias a las que se refiere?el art. 5.2 de esta Ley, sólo podrán aplicarse las medidas terapéuticas descritas en el?art. 7.1, letras d) y e) de la misma.



Comentarios:

Modificaciones introducidas por la LO 8/2006:

La LO 8/2006 incrementa el número de medidas que es posible imponer cuando se trate de hechos calificados como falta, y a las de amonestación, permanencia de fin de semana (máximo cuatro fines de semana) y prestaciones en beneficio de la comunidad (máximo de cincuenta horas), se añaden las siguientes:


	
- Libertad vigilada, hasta un máximo de 6 meses. 

	
- Privación del permiso de conducir o de otras licencias administrativas, hasta un año. 

	
- Prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquéllos de sus familiares u otras personas que determine el Juez, hasta seis meses. 

	
- Realización de tareas socioeducativas, hasta seis meses. 



Con esta ampliación se da respuesta a una denuncia reiteradamente formulada por los diversos operadores jurídicos, que veían que las inicialmente previstas eran notoriamente insuficientes como reacción ante las faltas, reforzándose aún más las posibilidades de intervención educativa con la previsión del art. 7.4 de la LORPM, antes comentado, que permite imponer varias medidas por un solo hecho.

Se amplían también los supuestos en que es posible la aplicación de una medida de internamiento en régimen cerrado, anteriormente limitada a aquellos hechos en que se hubiera empleado violencia o intimidación en las personas o se hubiera actuado con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas.

Por otro lado, las reglas especiales para los delitos cometidos por mayores de 16 años y los supuestos de extrema gravedad salen de este artículo y se llevan al art. 10.

Internamiento en régimen cerrado:

La LO 8/2006 ha ampliado, de forma considerable, los supuestos a los que puede ser de aplicación esta medida, con el objetivo de hacer posible una mayor proporcionalidad entre la respuesta sancionadora y la gravedad del hecho cometido, todo ello sin dejar de lado el superior interés del menor, el cual, por otro lado, no es único y excluyente frente a otros bienes constitucionales. Anteriormente a esta modificación sólo podía ser aplicada cuando en la descripción y calificación jurídica de los hechos se hubiera establecido que en su comisión se hubiera empleado violencia o intimidación en las personas o actuado con grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas.

Contrariamente a lo que pudiera pensarse, este cambio no se ha traducido en un incremento del número de medidas de esta naturaleza, ni en términos porcentuales (pasan de suponer un 3,32% del total de medidas en 2007 a un 2,88% en 2009) ni en términos absolutos, pues tras un pequeño incremento en 2008 (lógico, por cuanto que la Ley Orgánica 8/2006 entraría en vigor en 2007 y una parte importante de las medidas dictadas en ese año se corresponden con hechos anteriores a su vigencia), en 2009 descendió. En este sentido resulta significativo que mientras que entre 2008 y 2009 el número total de medidas acordadas aumentó un 12,75%, el número de medidas de internamiento en régimen cerrado decreció un 4,3% (ver datos estadísticos recogidos en el art. 7).

Acciones u omisiones imprudentes:

El art. 12 del CP establece que las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la Ley.






Artículo 10. Reglas especiales de aplicación y duración de las medidas 



1. Cuando se trate de los hechos previstos en el ap. 2 del artículo anterior, el Juez, oído el Ministerio Fiscal, las partes personadas y el equipo técnico, actuará conforme a las reglas siguientes:


	
a) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, la medida podrá alcanzar tres años de duración. Si se trata de prestaciones en beneficio de la comunidad, dicho máximo será de ciento cincuenta horas, y de doce fines de semana si la medida impuesta fuere la de permanencia de fin de semana. 

	
b) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años de edad, la duración máxima de la medida será de seis años; o, en sus respectivos casos, de doscientas horas de prestaciones en beneficio de la comunidad o permanencia de dieciséis fines de semana. 



En este supuesto, cuando el hecho revista extrema gravedad, el Juez deberá imponer una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a seis años, complementada sucesivamente con otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de cinco años. Sólo podrá hacerse uso de lo dispuesto en los arts. 13 y 51.1 de esta Ley Orgánica una vez transcurrido el primer año de cumplimiento efectivo de la medida de internamiento.

A los efectos previstos en el párrafo anterior, se entenderán siempre supuestos de extrema gravedad aquéllos en los que se apreciara reincidencia.

2. Cuando el hecho sea constitutivo de alguno de los delitos tipificados en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del Código Penal, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años, el Juez deberá imponer las medidas siguientes:


	
a) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada en su caso por otra medida de libertad vigilada de hasta tres años. 

	
b) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años de edad, una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a ocho años de duración, complementada en su caso por otra de libertad vigilada con asistencia educativa de hasta cinco años. En este supuesto sólo podrá hacerse uso de las facultades de modificación, suspensión o sustitución de la medida impuesta a las que se refieren los arts. 13, 40 y 51.1 de esta Ley Orgánica, cuando haya transcurrido al menos, la mitad de la duración de la medida de internamiento impuesta. 



3. En el caso de que el delito cometido sea alguno de los comprendidos en los arts. 571 a 580 del Código Penal, el Juez, sin perjuicio de las demás medidas que correspondan con arreglo a esta Ley, también impondrá al menor una medida de inhabilitación absoluta por un tiempo superior entre cuatro y quince años al de la duración de la medida de internamiento en régimen cerrado impuesta, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el menor.

4. Las medidas de libertad vigilada previstas en este artículo deberán ser ratificadas mediante auto motivado, previa audiencia del Ministerio Fiscal, del letrado del menor y del representante de la entidad pública de protección o reforma de menores al finalizar el internamiento, y se llevará a cabo por las instituciones públicas encargadas del cumplimiento de las penas.

Concordancias:


	
- LORPM: 13, 40 y 50. 

	
- RLORPM: 8. 

	
- CP: 22.8.ª, 138, 139, 179, 180 y 571 a 580. 

	
- Reglas de Beijing: 17 



Modificaciones:

Redacción dada al art. 10 por la LO 8/2006. Antes de esta reforma este artículo regulaba la prescripción, que actualmente se encuentra en el art. 15. En él se recoge el texto anterior.

El actual contenido del art. 10 anteriormente se encontraba disperso entre las reglas 4.ª y 5.ª del art. 9 y la disposición adicional cuarta.

Comentarios:

La reincidencia aparece recogida en el CP entre las circunstancias que agravan la responsabilidad penal (art. 22.8.ª), determinando su alcance jurídico al establecer que hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un delito comprendido en el mismo título de dicho Código, siempre que sea de la misma naturaleza, no computándose los antecedentes penales cancelados o que debieran serlo.

Los núms. 2 y 3 de este artículo se corresponden con las previsiones contenidas en la DA Cuarta, que fue introducida por la LO 7/2000 y que ha sido derogada por la LO 8/2006. El texto antiguo se reproduce en dicha disposición.

Por providencia de 27 de abril de 2004 el TC admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad núm. 6021/2001, planteada por el Juzgado Central de Menores de Madrid, en relación con el ap. c) del núm. 2 de la citada DA Cuarta (BOE núm. 117, de 14 de mayo de 2004).

Modificaciones introducidas por la LO 8/2006:

En relación al núm. 1, los hechos susceptibles de ser sancionados con medida de internamiento en régimen cerrado, cometidos por menores de 14 y 15 años, ha incrementado la duración máxima que podrán alcanzar las medidas, que actualmente podrá ser de hasta 3 años de duración, cuando anteriormente no podían exceder de 2 años, en el caso de prestaciones en beneficio de la comunidad dicho máximo será de 150 horas, cuando antes era de 100 horas y si la medida impuesta fuera la de permanencia de fin de semana el máximo será de 12 fines de semana en lugar de 8.

En el caso de hechos cometidos por menores que tengan 16 y 17 años, se incrementa la duración máxima que podrá alcanzar la medida, salvo en los casos de prestaciones en beneficio a la comunidad y permanencia de fin de semana, que no experimentan cambio y así la duración máxima será de 6 años en lugar de 5.

A diferencia de la regulación anterior que convertía en conditio sine qua non para posibilitar la imposición de medidas por encima de los topes establecidos con carácter general, ahora no es preciso que el equipo técnico haya aconsejado en su informe la prolongación de la medida.

Si se trata de hechos de extrema gravedad cometidos por menores que tengan 16 y 17 años, el Juez deberá imponer una medida de internamiento en régimen cerrado de 1 a 6 años (antes de 1 a 5 años), complementada sucesivamente con otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de 5 años.

El núm. 2, relativo a los delitos tipificados en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP y otros que tengan señalada pena de prisión igual o superior a quince años, incorpora el contenido de la anterior disposición adicional cuarta, si bien también introduce una modificación en el caso de que los autores tengan 14 o 15 años, no así en los casos en que tengan 16 o 17, debiendo imponer el Juez una medida de internamiento en régimen cerrado de 1 a 5 años, cuando anteriormente el límite superior se fijaba en 4 años. Tampoco modifica las previsiones anteriormente contenidas en relación a los delitos de terrorismo.

El período de seguridad:

El art. 10 de la LORPM establece un período de seguridad en dos supuestos: delitos extrema gravedad cometidos por mayores de 16 años y delitos previstos en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años, cometidos también por mayores de 16 años.

En la regulación de este período de seguridad encontramos en la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores un régimen más restrictivo que el previsto en el art. 36 del CP para los adultos.

El período de seguridad fue introducido por la modificación del art. 36 del CP llevada a cabo por la LO 7/2003, de 30 de junio. Su régimen fue posteriormente modificado por la LO 5/2010 y se concreta en que en determinados casos (delitos cometidos contra la libertad e indemnidad sexual de menores de trece años, delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo, así como los delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal, o en aquellos casos que el Juez o Tribunal así lo acuerde), cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años, la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no puede efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta.

No se trata de una limitación absoluta, pues el propio CP prevé que el Juez de Vigilancia pueda acordar el régimen general de cumplimiento, o lo que es lo mismo la ausencia de limitaciones temporales a la clasificación en tercer grado, exceptuando determinados delitos en los que el período de seguridad operará como un límite absoluto a esta clasificación.

Sin embargo, en la LORPM el período de seguridad se configura como una limitación absoluta, no atribuyéndose a los Jueces de Menores ninguna capacidad para modificar el mismo.

En el caso de los menores de 16 y 17 años, si el hecho reviste extrema gravedad el Juez deberá imponer obligatoriamente una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a seis años, que no podrá ser modificada hasta transcurrido el primer año. La LORPM no define que se entiende por extrema gravedad, si bien sí que establece que se entenderán siempre supuestos de extrema gravedad aquéllos en los que se aprecie reincidencia. La redacción extremadamente rígida de los supuestos de extrema gravedad puede llegar a situaciones no deseables y especialmente gravosas en relación a los adultos, pues, por ejemplo, un robo con violencia en el que se haya apreciado la agravante de reincidencia podría llegar a ser sancionado con la misma duración temporal en el caso de un menor y un adulto, con la diferencia de que el adulto podría acceder en cualquier momento al tercer grado de tratamiento, sin estar limitado por ningún período de seguridad, mientras que el menor debería permanecer en régimen cerrado el primer año.

Cuando se trate de alguno de los delitos tipificados en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años, el Juez deberá imponer la medida de internamiento en régimen cerrado, cuya duración mínima será de un año, viniendo determinada la duración máxima por la edad del menor en el momento de cometer el delito. Así, si tuviera 14 o 15 años la duración máxima será de cinco años. Si los hechos fueron cometidos con 16 o 17 años la medida podrá alcanzar los ocho años de duración, sin que pueda ser modificada, suspendida o sustituida hasta que haya transcurrido la mitad de la duración de la medida impuesta, período de seguridad que puede alcanzar mayor rigor para un menor que para un adulto, al no ser revisable por el juez de menores en función de la evolución del tratamiento, no contemplando tampoco, por ejemplo, el grado de consumación del delito, que en el caso de un homicidio en grado de tentativa cometido por un adulto podría llevar aparejada una pena inferior a cinco años y por tanto no susceptible de período de seguridad, mientras que en caso de un menor siempre implicaría un período de seguridad hasta la mitad de la medida impuesta. Al margen de lo anterior, mientras el adulto (con período o sin período de seguridad) podría disfrutar de permisos de salida una vez cumplida una cuarta parte de su condena, permisos que podrían alcanzar los 36 o los 48 días al año (según se encuentre clasificado en segundo o tercer grado de tratamiento) el menor no podría hacerlo hasta cumplir un tercio de la medida acordada y sólo durante 12 días al año.

La decisión de acordar o no el cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado en un centro penitenciario puede acarrear importantes consecuencias jurídicas en cuanto a la forma en que se lleve a cabo su cumplimiento, especialmente en los casos en que el menor se encuentra en los momentos iniciales. Así, si se acuerda el cumplimiento en un centro penitenciario éste se llevará a cabo conforme al régimen general previsto en la LOGP, lo que significaría, con carácter general tras las modificaciones llevadas a cabo por la LO 5/2010, la ausencia de un período de seguridad, o aun existiendo éste el Juez de Vigilancia, conforme a lo previsto en el art. 36.2 del CP podría acordar el pase al régimen general de cumplimiento, salvo en el caso de delitos cometidos contra la libertad e indemnidad sexual de menores de trece años, delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo, así como de delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal, lo que significaría la posibilidad de acceder al tercer grado de tratamiento (equivalente en cierto modo a una medida de internamiento en régimen semiabierto o abierto) en cualquier momento, sin tener que esperar a tener cumplida la mitad de la duración de la medida. Igualmente cabría la posibilidad de que pudiera disfrutar de permisos de salida una vez cumplida la cuarta parte de la medida impuesta, en lugar de la tercera parte como establece el art. 45.7 del RLORPM y que en función de su clasificación el número de días que pudiera disfrutar al año fueran 36 o 48, mientras que en un centro de menores como máximo podría disfrutar 12. Por último, la duración de cada permiso podría ser de hasta siete días, mientras que si permanece en un centro de menores su duración máxima será de cuatro días.

Si por el contrario se acordara que continuara cumpliendo en un centro de menores, le sería de aplicación el período de seguridad, no pudiéndose modificar la medida hasta transcurrido el primer año [art. 10.1 b) LORPM] o la mitad de su duración [art. 10.2 b) LORPM], no podría disfrutar permisos de salida hasta que cumpliera una tercera parte de la medida, el número de días que podría disfrutar al año sería de 12 como máximo y cada permiso tendría una duración máxima de 4 días.

Jurisprudencia:

Uno de los principios que caracterizan la LORPM es el de la flexibilidad en la elección de la medida por parte del Juez de Menores, en función de las características del caso concreto, que le facultan para elegir la medida o medidas más adecuadas atendiendo no sólo a la prueba y a la valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales del menor, su personalidad y el superior interés de este.

A partir de este principio general, la LORPM establece algunas matizaciones o excepciones, entre otras la determinación legal de la medida y el principio acusatorio.

Conforme a la primera de ellas, en determinados supuestos contemplados en el art. 10.2 el Juez de Menores debe imponer de forma imperativa la medida de internamiento en régimen cerrado y además con una duración mínima de antemano preestablecida.

Al amparo del principio acusatorio, el Juez de Menores estará limitado en la elección de la medida a la solicitud formulada por el Ministerio Fiscal o el acusador particular, no pudiendo imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni una mayor duración que la pedida por ellos.

Estos dos últimos principios entraron en colisión en la sentencia de 12 de marzo de 2010 del Juzgado de Menores de Salamanca, en la que se condenó a una menor por un delito de asesinato en grado de tentativa, tipificado en el art. 139.1 del CP, a una medida de internamiento en régimen cerrado, a pesar de que el Ministerio Fiscal había solicitado una medida de internamiento en régimen semiabierto y no existía acusación particular.

El Juez de Menores apreció una incongruencia en la petición del Fiscal, dado que calificaba los hechos como un delito de asesinato intentado y sin embargo solicitaba que se impusiera a su autora una medida de internamiento en régimen semiabierto, cuando el art. 10.2 de la LORPM dice que en el caso de delitos de los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años, deberá imponerse, de forma imperativa, una media de internamiento en régimen cerrado.

En sus argumentos citaba de un lado las sentencias 155/2009, de 25 de junio, y 186/2009, de 7 de septiembre, del Tribunal Constitucional y de otro el Acuerdo del Pleno de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 17 de diciembre de 2007.

Según la doctrina constitucional, solicitada por las acusaciones la imposición de una pena dentro del marco legalmente previsto para el delito formalmente imputado, el órgano judicial, por exigencia del derecho de defensa y en la preservación de la garantía de imparcialidad en el proceso penal, donde encuentra su fundamento el deber de congruencia entre acusación y fallo como manifestación del principio acusatorio, no puede imponer penas que excedan, por su gravedad, naturaleza o cuantía, de las pedidas por las acusaciones, aunque la pena en cuestión no transgreda los márgenes de los legalmente previstos para le tipo penal que resulte de la calificación de los hechos, no habiendo solicitado el Ministerio Fiscal, a juicio del Juez de Menores, la imposición de una medida dentro del marco legalmente previsto para el delito formalmente imputado, para el cual la LROPM prevé una medida de internamiento en régimen cerrado.

La AP de Salamanca, en sentencia de 25 de junio de 2010, se aleja de los argumentos del Juez de Menores y estima el recurso de apelación interpuesto, modificando la medida de internamiento en régimen cerrado por la de internamiento en régimen semiabierto, negando la incongruencia entre el art. 10.2 de la LORPM y la petición de internamiento en régimen semiabierto formulada por el Fiscal, al entender que lo que la LORPM dice en su art. 10 es que la medida de internamiento en régimen cerrado deberá imponerse cuando se trate de delitos que tengan señalada pena de prisión igual o superior a 15 años, circunstancia?que no se da en el caso de los delitos de asesinato en grado de tentativa, para los que el CP fija una pena inferior en uno o dos grados a la pena de prisión de 15 años (límite inferior de la pena prevista para el delito de asesinato consumado en el art. 139 CP).

Esta interpretación del art. 10.2 de la LORPM olvida que no todos los delitos en él citados tienen una pena de prisión igual o superior a 15 años.

Parece más correcto, de conformidad con la literalidad del art. 10.2, que siempre que se trate de delitos de los arts. 138. 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP, la medida a imponer deberá ser de internamiento en régimen cerrado (siendo indiferente la duración de la pena prevista para estos delitos), además de en aquellos otros delitos en los que el CP o las leyes penales especiales prevén una pena de prisión igual o superior a quince años.

La sentencia no resuelve los casos de incongruencia por parte del Ministerio Fiscal, especialmente cuando no exista acusador particular.






Artículo 11. Pluralidad de infracciones 



1. Los límites máximos establecidos en el art. 9 y en el ap. 1 del art. 10 serán aplicables, con arreglo a los criterios establecidos en el art. 7, aps. 3 y 4, aunque el menor fuere responsable de dos o más infracciones, en el caso de que éstas sean conexas o se trate de una infracción continuada, así como cuando un solo hecho constituya dos o más infracciones. No obstante, en estos casos, el Juez, para determinar la medida o medidas a imponer, así como su duración, deberá tener en cuenta, además del interés del menor, la naturaleza y el número de las infracciones, tomando como referencia la más grave de todas ellas.

Si pese a lo dispuesto en el art. 20.1 de esta Ley dichas infracciones hubiesen sido objeto de diferentes procedimientos, el último Juez sentenciador señalará la medida o medidas que debe cumplir el menor por el conjunto de los hechos, dentro de los límites y con arreglo a los criterios expresados en el párrafo anterior.

2. Cuando alguno o algunos de los hechos a los que se refiere el apartado anterior fueren de los mencionados en el art. 10.2 de esta Ley, la medida de internamiento en régimen cerrado podrá alcanzar una duración máxima de diez años para los mayores de dieciséis años y de seis años para los menores de esa edad, sin perjuicio de la medida de libertad vigilada que, de forma complementaria, corresponda imponer con arreglo a dicho artículo.

3. Cuando el menor hubiere cometido dos o más infracciones no comprendidas en el ap. 1 de este artículo será de aplicación lo dispuesto en el art. 47 de la presente Ley.

Concordancias:


	
- LORPM: 7, 9, 10 y 20.1. 

	
- CP: arts. 74, 76 y 77. 

	
- LECr: arts. 17 y 988. 

	
- Reglas de Beijing: 17. 



Modificaciones:

Redacción dada al art. 11 por la LO 8/2006. Anteriormente el art. 11 regulaba el concurso de infracciones, regulándose en el art. 12 los supuestos de infracción continuada o con pluralidad de víctimas y en el art. 13 la imposición de varias medidas.


Artículo 11. Concurso de infracciones.

1. Al menor responsable de una pluralidad de hechos se le impondrá una o varias medidas, teniendo en cuenta los criterios expresados en los arts. 7.3 y 9 de la presente Ley.

2. Sin embargo, cuando una misma conducta sea constitutiva de dos o más infracciones, o una conducta sea medio necesario para la comisión de otra, se tendrá en cuenta exclusivamente la más grave de ellas para la aplicación de la medida correspondiente.

Artículo 12. Infracción continuada o con pluralidad de víctimas.

En los supuestos de infracción continuada o de una sola infracción con pluralidad de víctimas, el Juez impondrá a la persona sentenciada una sola medida, tomando como referencia el más grave de los hechos cometidos, en la máxima extensión de aquélla conforme a las reglas del art. 9, salvo cuando el interés del menor aconseje la imposición de la medida en una extensión inferior.

Artículo 13. Imposición de varias medidas.

Cuando a la persona sentenciada se le impusieren varias medidas en el mismo procedimiento y no pudieran ser cumplidas simultáneamente, el Juez, a propuesta del Ministerio Fiscal y del letrado del menor, oídos el representante del equipo técnico y la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá sustituir todas o alguna de ellas, o establecer su cumplimiento sucesivo, sin que en este caso el plazo total de cumplimiento pueda superar el doble del tiempo por el que se le impusiere la más grave de ellas.



Comentarios:

Pluralidad de acciones y/o de infracciones:

El art. 11 de la LORPM establece unos límites máximos de la medida o medidas a imponer para los supuestos de concurso real de infracciones cuando éstas sean conexas, infracciones continuadas y concurso ideal de infracciones.

En la fijación de ese límite distingue entre un supuesto general y otro agravado para aquellos casos en que algunos de los delitos se correspondan con los previstos en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP y con delitos que tengan señalada pena de prisión igual o superior a quince años.

Concurso real:

Hace referencia a la comisión de varios hechos delictivos, cada uno de los cuales sancionable de forma individual. El CP establece en su art. 73 que al responsable de dos o más delitos o faltas se le impondrán todas las penas correspondientes a las diversas infracciones para su cumplimiento simultáneo, si fuera posible, por la naturaleza y efectos de las mismas.

En el concurso real nos encontramos, por tanto, con varias acciones o hechos, cada uno constitutivo de una infracción penal autónoma.

Infracciones conexas:

La conexidad delictiva aparece regulada en el art. 17 de la LECr, que considera delitos conexos los siguientes:


	
- Los cometidos simultáneamente por dos o más personas reunidas, siempre que éstas vengan sujetas a diversos Jueces o Tribunales ordinarios o especiales, o que puedan estarlo por la índole del delito. 

	
- Los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiera precedido concierto para ello. 

	
- Los cometidos como medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución. 

	
- Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos. 

	
- Los diversos delitos que se imputen a una persona al incoarse contra la misma causa por cualquiera de ellos, si tuvieren analogía o relación entre sí, a juicio del Tribunal, y no hubiesen sido hasta entonces sentenciados. 



El TS (SS 1249/1997 de 17 de octubre; 11/1998 de 16 de noviembre; 109/1998 de 3 de febrero; 216/1998 de 20 de febrero; 328/1998 de 10 de marzo; 1159/2000 de 30 de junio; 649/2004 de 12 de mayo; 91/2008, de 18 de febrero, entre otras) ha adoptado un criterio favorable al reo en la interpretación del requisito de conexidad para la acumulación jurídica de penas al estimar que más que la analogía o relación entre si, lo relevante es la conexidad «temporal», es decir que los hechos pudiesen haberse enjuiciado en un solo proceso, atendiendo al momento de su comisión (SSTS 548/2000 de 30 de marzo; 722/2000 de 25 de abril; 1265/2000 de 6 de julio; 860/2004 de 30 de junio; 931/2005 de 14 de julio; 1005/2005 de 21 de julio; 1010/2005 de 12 de septiembre; 1167/2005 de 19 de octubre).

Conforme a esta doctrina son acumulables todas las condenas por delitos que no estuviesen ya sentenciados en el momento de la comisión del hecho que ha dado lugar a la última resolución, con independencia de que tuviesen analogía o relación entre si, pues todos ellos podrían haber sido enjuiciados en un solo proceso. En base a ello deben únicamente excluirse los hechos que ya estuviesen sentenciados cuando se inicia el período de acumulación contemplado, es decir cuando se comete el delito enjuiciado en la sentencia que determina la acumulación y los hechos posteriores a la sentencia que determina la acumulación, cuando ésta no sea la última, ya que ni unos ni otros podrían haber sido enjuiciados en el mismo proceso.

Infracción continuada:

En estos casos nos encontramos con pluralidad de acciones y unidad de delito. El CP lo regula en el art. 74, al establecer que quien, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión, realice una pluralidad de acciones u omisiones que ofendan a uno o varios sujetos e infrinjan el mismo precepto penal o preceptos de igual o semejante naturaleza, será castigado como autor de un delito o falta continuados con la pena señalada para la infracción más grave, que se impondrá en su mitad superior, pudiendo llegar hasta la mitad inferior de la pena superior en grado. Si se tratare de infracciones contra el patrimonio, se impondrá la pena teniendo en cuenta el perjuicio total causado. En estas infracciones el Juez o Tribunal impondrá, motivadamente, la pena superior en uno o dos grados, en la extensión que estime conveniente, si el hecho revistiere notoria gravedad y hubiere perjudicado a una generalidad de personas. Quedan exceptuadas las ofensas a bienes eminentemente personales, salvo las constitutivas de infracciones contra el honor y la libertad e indemnidad sexuales que afecten al mismo sujeto pasivo. En estos casos, se atenderá a la naturaleza del hecho y del precepto infringido para aplicar o no la continuidad delictiva.

Concurso ideal de infracciones:

Nos encontramos aquí en aquellos supuestos en que una sola acción que infringe varias disposiciones legales (concurso ideal propio), como por ejemplo las lesiones a un agente de la autoridad que podría ser constitutivo de un delito de lesiones y otro de atentado, así como en aquellos otros supuestos en que se producen varias infracciones, pero una de ellas es medio necesario para la comisión de la otra (concurso ideal impropio o medial), por ejemplo la falsedad en documento mercantil para cometer una estafa. Su regulación se encuentra en el art. 77 CP, que excluye la aplicación de las normas del concurso real y del delito continuado en los casos de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando una de ellas sea medio necesario para cometer la otra, aplicándose en estos casos en su mitad superior la pena prevista para la infracción más grave, sin que pueda exceder de la que represente la suma de las que correspondería aplicar si se penaran separadamente las infracciones, en cuyo caso se sancionarían por separado.

Límite máximo de duración de las medidas en los casos de pluralidad de infracciones:

Antes de la reforma llevada a cabo por la LO 8/2006, el límite máximo de cumplimiento sólo estaba previsto para hechos enjuiciados en un solo procedimiento (art. 13), estableciendo la regla general del cumplimiento simultáneo y que en caso de no ser posible el Juez podía sustituir todas o alguna de ellas o establecer su cumplimiento sucesivo, no pudiendo exceder el plazo total de cumplimiento del doble del tiempo por el que se le impusiere la más grave.

Para algunos autores tras la reforma operada por la LO 7/2000, al introducir la nueva disposición adicional cuarta, el límite máximo había quedado cifrado no en el doble de la mayor, sino en cinco años cuando tuviera menos de dieciséis años, en ocho años cuando tuviera más de 16 años y en 10 años en los casos de delitos de terrorismo. Así lo adoptaron como conclusión núm. 31 del curso «La responsabilidad penal de los menores: aspectos sustantivos y procesales», en el que participaron Jueces y Fiscales a instancias del Consejo General del Poder Judicial.

Pero respecto a las medidas acordadas en diferentes procedimientos no existía previsión alguna en la LORPM, si bien podía acudirse supletoriamente al CP que contempla expresamente este supuesto en su art. 76.2.

Actualmente este límite máximo de cumplimiento se establece tanto para hechos enjuiciados en un solo procedimiento como para los casos de existencia de diversos procedimientos (segundo párrafo del núm. 1 del art. 11).

Afortunadamente en España no se han producido hechos como los que periódicamente ocurren en otros países y de los que tenemos conocimiento a través de los medidos de comunicación. Me estoy refiriendo a las muertes múltiples ocasionadas por menores de edad de forma violenta (el último caso que me viene a la memoria es el de un joven alemán de 17 años que en marzo de 2009 irrumpió en un centro escolar matando a 15 personas).

Sin embargo, algunos casos se han producido en los últimos años, como el conocido como el «crimen de la catana», en abril de 2000, donde un joven de 16 años mató a sus padres y a su hermana, o más recientemente, en 2004, la muerte aún sin resolver de un matrimonio y un hijo y del que inicialmente fue imputado un menor de edad, hijo del matrimonio asesinado, aunque posteriormente se decretó el sobreseimiento provisional por falta de pruebas.

Hechos de esta naturaleza pueden llevar a plantear si es correcta la respuesta que desde la LORPM se está dando y cuya evolución parece haber ido en sentido contrario a lo que las diversas reformas han pretendido, en orden a dar un tratamiento más severo a supuestos de mayor gravedad.

Circular 1/2007 FGE:

Pluralidad de infracciones conexas:

La regla básica se encuentra en el nuevo apartado primero del art. 11, que dispone que los límites máximos establecidos en el art. 9 y en el ap. 1 del art. 10 serán aplicables, con arreglo a los criterios establecidos en el art. 7, aps. 3 y 4, aunque el menor fuere responsable de dos o más infracciones, en el caso de que éstas sean conexas o se trate de una infracción continuada, así como cuando un solo hecho constituya dos o más infracciones. No obstante, en estos casos, el Juez, para determinar la medida o medidas a imponer, así como su duración, deberá tener en cuenta, además del interés del menor, la naturaleza y el número de las infracciones, tomando como referencia la más grave de todas ellas.

Por tanto, habiéndose condenado al menor por una pluralidad de delitos, siendo éstos conexos, (y consiguientemente -por tratarse de una conexidad máxima- también en supuestos de continuidad o de concurso ideal), los límites máximos de cumplimiento son los genéricos previstos en el art. 9 y en el 10 LORPM. La comisión de una pluralidad de delitos -en tanto concurra la nota de conexidad- no va a generar ningún tratamiento imperativo basado en la exasperación. La única consecuencia será la de que a la hora de determinar dentro de los límites referidos la concreta respuesta sancionadora, habrán de ser ponderados los módulos de proporcionalidad, atendidas la naturaleza y el número de las infracciones pero siempre teniendo en cuenta el interés del menor y tomando como referencia la más grave de todas ellas.

El único supuesto en el que cabe propiamente exasperar la consecuencia sancionadora -pero siempre facultativamente- es el previsto en el apartado segundo del art. 11: cuando alguno o algunos de los plurales delitos cometidos fuere de máxima gravedad (art. 10.2 LORPM) la medida de internamiento en régimen cerrado podrá alcanzar una duración máxima de diez años para los mayores de dieciséis años y de seis años para los menores de esa edad.

Para que pueda imponerse el internamiento en régimen cerrado por encima de los ocho años (para menores de 16 y 17 años), y por encima de los cinco años (para menores de 14 y 15 años) será necesario que el delito que acompañe al de máxima gravedad sea de los que permiten imponer el internamiento cerrado conforme a lo dispuesto en el art. 9.2 LORPM. Otra interpretación supondría exasperar injustificadamente el tratamiento de esta modalidad concursal hasta el límite de superar la suma aritmética de las medidas impuestas.

Respecto a cuándo debe entenderse que concurre la nota de conexidad, no existe un concepto propio o autónomo en Derecho Penal de Menores, por lo que habrá de estarse a la depurada y asentada jurisprudencia del Tribunal Supremo, conforme a la que más que la analogía o relación entre si, lo relevante es la conexidad «temporal», es decir, que los hechos pudiesen haber sido enjuiciados en un solo proceso, atendiendo al momento de su comisión (SSTS núm. 548/2000 de 30 de marzo, 722/2000 de 25 de abril, 1265/2000 de 6 de julio, 860/2004?de 30 de junio, 931/2005 de 14 de julio, 1005/2005 de 21 de julio, 1010/2005 de?12 de septiembre, 1167/2005 de 19 de octubre y AATS 1110/2007, de 14 de junio y 1124/2007, de 7 de junio).

En definitiva, lo que no cabe es constituir a los ya sentenciados en poseedores de un patrimonio punitivo que les provea de inmunidad o de una relevante reducción de penalidad para los delitos futuros (STS núm. 798/2000 de 9 de mayo) y por ello sólo cabe acumular entre sí aquellas condenas penales relativas a hechos de una misma época, entendiendo épocas diferentes aquéllas que se encuentran separadas por la existencia de alguna sentencia condenatoria (STS núm. 364/2006, de 31 de marzo).

Por lo demás, conforme al Pleno no Jurisdiccional de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, de 29 de noviembre de 2005, «no es necesaria la firmeza de las sentencias para el límite de la acumulación».

Cuando la pluralidad de delitos conexos sea enjuiciada en un mismo expediente, la determinación de la medida o medidas aplicables no planteará cuestiones procedimentales, mientras que si el enjuiciamiento se dispersa, la fijación del tope máximo de cumplimiento habrá de realizarse conforme al iter procedimental que se abordará en el epígrafe III.-7.3. En estos supuestos de delitos conexos enjuiciados en distintos expedientes, al límite en la duración de las medidas previsto en los arts. 9 y 10 se superpone otro límite: la medida resultante tampoco podrá superar el límite del doble de la más grave de las refundidas. Este límite adicional deriva por un lado del hecho de que la previsión del art. 47.2 LORPM no ciñe su aplicación a los delitos no conexos, y por otro lado a la vista de que otra interpretación podría llevar al absurdo de otorgar un régimen más severo a la acumulación de delitos conexos que a la de los no conexos. Así, si un menor de 17 años es condenado en tres procedimientos distintos por tres homicidios conexos a la medida de cuatro años de internamiento cerrado en cada uno de ellos, al límite máximo de 10 años de internamiento (arts. 10.2 y 11.1 LORPM) habrá de añadírsele el límite previsto en el art. 47.2 LORPM, y en definitiva, la medida acumulada a imponer no podría superar los ocho años de internamiento.

Pluralidad de infracciones no conexas:

El apartado tercero del art. 11 dispone que cuando el menor hubiere cometido dos o más infracciones no comprendidas en el ap. 1 de este artículo será de aplicación lo dispuesto en el art. 47 de la presente Ley.

Refiriéndose el ap. 1 del art. 11 a los delitos conexos, claro es que esta disposición regirá para los delitos no conexos. En cuanto a su tratamiento, remitiéndose la disposición al art. 47.2, habrá de estarse a la regla conforme a la que si se hubieren impuesto al menor en diferentes resoluciones judiciales dos o más medidas de la misma naturaleza, el Juez competente para la ejecución, previa audiencia del letrado del menor, refundirá dichas medidas en una sola, sumando la duración de las mismas, hasta el límite del doble de la más grave de las refundidas.

Consiguientemente, para infracciones no conexas podrán superarse los topes máximos previstos en los arts. 9 y 10 LORPM, y así por ejemplo, en el supuesto de un menor condenado por homicidio a una medida de internamiento por ocho años que durante un permiso comete un asesinato, y al que por tales hechos se le impone una nueva medida de ocho años, podrá cumplir hasta dieciséis años de internamiento.

Las normas sobre acumulación jurídica tratan de corregir las penas excesivamente largas que derivarían la simple acumulación matemática. Si con carácter general las reglas sobre acumulación deben interpretarse en relación a las normas constitucionales prohibitivas de penas inhumanas y degradantes (art. 15 CE) y que fijan como fines de las penas la reeducación y reinserción social (art. 25.2 CE) y en general, atendiendo al principio de favorecimiento del reo, en Derecho Penal Juvenil tales postulados han de intensificar aún más sus efectos, en tanto la respuesta es sancionadora-educativa, inspirada por el principio del superior interés del menor e ineludiblemente orientada hacia la resocialización.

Bajo estos postulados se estructura el tratamiento de la acumulación tras la reforma 8/2006. En efecto, a diferencia del Derecho Penal de adultos, en el que los límites a la acumulación material de penas derivada del concurso real de delitos (el triplo de la pena más grave y los topes de 20, 25, 30 y 40 años previstos en el art. 76 CP) sólo operan ante delitos conexos, en la LORPM el límite máximo representado por el doble de la medida más grave impuesta también despliega sus efectos cuando los delitos no son conexos.

La ampliación de los topes de cumplimiento en delitos no conexos es lógica desde la necesidad de evitar los efectos criminógenos que pudieran generarse en otro caso, en el siempre bien entendido de la operatividad -si procede y dentro de los límites legales- del principio de flexibilidad durante la ejecución de las medidas refundidas.

Ni que decir tiene que no procederá la aplicación del tope máximo del doble de la medida más grave impuesta si el resultado de sumar las medidas impuestas es inferior.






Artículo 12. Procedimiento de aplicación de medidas en supuestos de pluralidad de infracciones 



1. A los fines previstos en el artículo anterior, en cuanto el Juez sentenciador tenga conocimiento de la existencia de otras medidas firmes en ejecución, pendientes de ejecución o suspendidas condicionalmente, impuestas al mismo menor por otros jueces de menores en anteriores sentencias, y una vez que la medida o medidas por él impuestas sean firmes, ordenará al secretario judicial que dé traslado del testimonio de su sentencia, por el medio más rápido posible, al Juez que haya dictado la primera sentencia firme, el cual será el competente para la ejecución de todas, asumiendo las funciones previstas en el ap. 2 de este artículo.

2. El Juez competente para la ejecución procederá a la refundición y a ordenar la ejecución de todas las medidas impuestas conforme establece el art. 47 de esta Ley. Desde ese momento, pasará a ser competente a todos los efectos con exclusión de los órganos judiciales que hubieran dictado las posteriores resoluciones.

Concordancias:

	
- LORPM: 11 y 47. 


Modificaciones:

Redacción dada al art. 12 por la LO 8/2006. La anterior redacción está trascrito en el artículo anterior.

Comentarios:

Juez competente para la ejecución:

La reforma unifica el proceso de ejecución de medidas en aquellos supuestos en que un menor tiene pendientes de cumplir medidas impuestas por diferentes Juzgados de Menores.

La competencia para la ejecución se atribuye al juez que haya dictado la primera sentencia firme. El será el competente para la ejecución de todas las medidas impuestas a todos los efectos con exclusión de los órganos judiciales que hubieran dictado las posteriores resoluciones.

Esta modificación simplifica el proceso de ejecución, pues anteriormente la competencia para la ejecución de la medida correspondía al juzgado que la hubiera dictado, lo que podía implicar que durante un cumplimiento sucesivo de medidas fuera variando la competencia judicial.

La solución adoptada parece mejor que la inicialmente propuesta en el proyecto de reforma, en que tal función se atribuía al último juez sentenciador, lo que podía significar que se perdiera la unidad durante la ejecución al cambiar el Juez competente.

Diferencia entre acumulación y refundición:

La acumulación jurídica es una limitación que hace la ley a los efectos que tendría la acumulación material de diferentes condenas de cumplimiento sucesivo por hechos delictivos conexos.

En el ámbito penal, la acumulación jurídica está regulada en los arts. 75 y 76 del CP, que establecen que cuando todas las penas impuestas por diversas infracciones no puedan ser cumplidas simultáneamente, serán cumplidas sucesivamente con el límite máximo del triple del tiempo por el que se imponga la más grave, salvo las excepciones previstas en el propio artículo. La limitación temporal también se aplicará aunque las penas se hubiesen impuesto en diferentes procedimientos si los hechos fuesen conexos.

En el caso que los diferentes jueces sentenciadores no hubiesen aplicado la conexidad delictiva, la LECr ha previsto un trámite procesal de garantía en el art. 988, que permite al condenado o al Ministerio Fiscal solicitar del último juez sentenciador, en cualquier momento, la acumulación de las condenas por delitos conexos. En este caso, el último juez sentenciador, si se dan los requisitos?de la acumulación, lo declarará así por auto, fijando el límite de cumplimiento de?todas las penas impuestas por los hechos delictivos conexos en el máximo establecido en el art. 76 del CP.

La reforma del art. 11 de la LORPM ha previsto el mismo trámite de la acumulación jurídica que prevén los arts. 76 del CP y 988 de la LECr, con una diferencia sobre el ámbito penal de adultos: la medida única o las medidas de diferente naturaleza (art. 7.4) que salgan de la acumulación jurídica de diferentes sentencias por hechos delictivos conexos no podrán ser por un tiempo superior al límite máximo previsto en la propia ley para el más grave de los hechos delictivos juzgados, excepto si alguno o algunos de ellos es de los previstos en el art. 10.2, en cuyo caso, los límites máximos serán los previstos en el art. 11.2 de la Ley.

La acumulación es por tanto la determinación de la medida o medidas que el menor debe cumplir y su duración, cuando estas han sido impuestas en procedimientos diferentes, en aquellos casos en que por tratarse de infracciones conexas hubieran sido susceptibles de ser enjuiciadas en un único procedimiento.

La competencia para llevar a cabo la acumulación corresponderá al último juez sentenciador.

Diferente de la acumulación es la refundición de medidas, que opera no para determinar las medidas a cumplir, sino para establecer el orden de cumplimiento, tanto de medidas distintas impuestas en un solo procedimiento, como de medidas impuestas en procedimientos diferentes, partiendo de la regla general del cumplimiento simultáneo cuando sea posible y subsidiariamente del cumplimiento sucesivo, cuando no sea posible el anterior (art. 47 LORPM).

En este proceso se establece la regla de que cuando hubiera varias medidas de la misma naturaleza se refundirán quedando una sola.

La LORPM establece una especificidad al fijar también unos límites máximos en los supuestos de refundición (doble de la mayor).

La competencia para llevar a cabo la acumulación corresponderá al primer juez sentenciador.






Artículo 13. Modificación de la medida impuesta 



1. El Juez competente para la ejecución, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del letrado del menor, previa audiencia de éstos e informe del equipo técnico y, en su caso, de la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá en cualquier momento dejar sin efecto la medida impuesta, reducir su duración o sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el interés del menor y se exprese suficientemente a éste el reproche merecido por su conducta.

2. En los casos anteriores, el Juez resolverá por auto motivado, contra el cual se podrán interponer los recursos previstos en la presente Ley.

Concordancias:


	
- LORPM: 10.1 b), 10.2 b), 49, 50 y 51. 

	
- RLORPM: 13, 14 y 15. 

	
- Reglas de Beijing: 6, 17 y 23. 



Modificaciones:

Redacción dada al art. 13 por la LO 8/2006. Anteriormente la modificación de la medida impuesta se regulaba en el art. 14, cuyo contenido era el siguiente:


Artículo 14. Modificación de la medida impuesta.

1. El Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del letrado del menor, previa audiencia de éstos e informe del equipo técnico y, en su caso, de la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá en cualquier momento dejar sin efecto la medida impuesta, reducir su duración o sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el interés del menor y se exprese suficientemente a éste el reproche merecido por su conducta.

2. En los casos anteriores, el Juez resolverá por auto motivado, contra el cual se podrán interponer los recursos previstos en la presente Ley.



La redacción anterior del art. 13 se ha recogido en los comentarios al art. 11.

Comentarios:

Ver comentarios al art. 51 de la LORPM.






Artículo 14. Mayoría de edad del condenado 



1. Cuando el menor a quien se le hubiere impuesto una medida de las establecidas en esta Ley alcanzase la mayoría de edad, continuará el cumplimiento de la medida hasta alcanzar los objetivos propuestos en la sentencia en que se le impuso conforme a los criterios expresados en los artículos anteriores.

2. Cuando se trate de la medida de internamiento en régimen cerrado y el menor alcance la edad de dieciocho años sin haber finalizado su cumplimiento, el Juez de Menores, oído el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá ordenar en auto motivado que su cumplimiento se lleve a cabo en un centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria si la conducta de la persona internada no responde a los objetivos propuestos en la sentencia.

3. No obstante lo señalado en los apartados anteriores, cuando las medidas de internamiento en régimen cerrado sean impuestas a quien haya cumplido veintiún años de edad o, habiendo sido impuestas con anterioridad, no hayan finalizado su cumplimiento al alcanzar la persona dicha edad, el Juez de Menores, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y la entidad pública de protección o reforma de menores, ordenará su cumplimiento en centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria, salvo que, excepcionalmente, entienda en consideración a las circunstancias concurrentes que procede la utilización de las medidas previstas en los arts. 13 y 51 de la presente Ley o su permanencia en el centro en cumplimiento de tal medida cuando el menor responda a los objetivos propuestos en la sentencia.

4. Cuando el menor pase a cumplir la medida de internamiento en un centro penitenciario, quedarán sin efecto el resto de medidas impuestas por el Juez de Menores que estuvieren pendientes de cumplimiento sucesivo o que estuviera cumpliendo simultáneamente con la de internamiento, si éstas no fueren compatibles con el régimen penitenciario, todo ello sin perjuicio de que excepcionalmente proceda la aplicación de los arts. 13 y 51 de esta Ley.

5. La medida de internamiento en régimen cerrado que imponga el Juez de Menores con arreglo a la presente Ley se cumplirá en un centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria siempre que, con anterioridad al inicio de la ejecución de dicha medida, el responsable hubiera cumplido ya, total o parcialmente, bien una pena de prisión impuesta con arreglo al Código Penal, o bien una medida de internamiento ejecutada en un centro penitenciario conforme a los aps. 2 y 3 de este artículo.

Concordancias:


	
- LORPM: 1, 5.3, 44.3 y 44.7. 

	
- RLORPM: 8.5. 

	
-LO 8/2006: DT. 

	
- CP: 19. 



Modificaciones:

Redacción dada al art. 14 por la LO 8/2006. Anteriormente la mayoría de edad del condenado se regulaba en el art. 15, que tenía el siguiente contenido:


Artículo 15. Mayoría de edad del condenado.

Cuando el menor a quien se le hubiere impuesto una medida de las establecidas en esta Ley alcanzase la mayoría de edad, continuará el cumplimiento de la medida hasta alcanzar los objetivos propuestos en la sentencia en que se le impuso conforme a los criterios expresados en los artículos anteriores.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, cuando las medidas de internamiento sean impuestas a quien haya cumplido veintitrés años de edad o, habiendo sido impuestas, no haya finalizado su cumplimiento al alcanzar el joven dicha edad, el Juez de Menores, oído el Ministerio Fiscal, sin perjuicio de lo dispuesto en los arts. 14 y 51 de la presente Ley, ordenará su cumplimiento en centro penitenciario conforme al régimen ordinario previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria.



La primitiva redacción del art. 14 ha sido transcrita entre las modificaciones del art. 13.

Comentarios:

Sobre delimitación de competencias entre Juzgados de Vigilancia Penitenciaria y Juzgados de Menores debe tenerse presente el art. 44.3 de la LORPM. También el art. 8.5 del RLORPM, anterior al actual art. 44.3 de la LORPM.

Resulta de interés el apartado núm. 18 de los «criterios de actuación, conclusiones y acuerdos aprobados por los jueces de vigilancia penitenciaria en sus XVIII reuniones celebradas entre 1981 y 2009» (texto depurado y refundido a junio de 2009), si bien es preciso indicar que el acuerdo es anterior a la reforma llevada a cabo por la LO 8/2006:


18. Delimitación de competencias entre Juzgados de Vigilancia Penitenciaria y Juzgados de Menores.

Cuando un Juzgado de Menores ordene el ingreso en un Centro penitenciario de un sentenciado que haya alcanzado la edad de 23 años para cumplir la medida penal de internamiento impuesta en un proceso seguido ante el mismo, conforme a lo prevenido en el art. 15 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, la ejecución de dicha medida se acomodará al régimen ordinario de cumplimiento de las penas privativas de libertad previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria, desplazándose la competencia para conocer de la ejecución de aquella medida al Juez de Vigilancia Penitenciaria, sin perjuicio de lo establecido en los arts. 14 y 51 de la expresada Ley.

En consecuencia, dejando a salvo la competencia del Juez de Menores para modificar, dejar sin efecto, sustituir la medida o reducir su duración, el control jurisdiccional del cumplimiento de la medida de internamiento en un Centro penitenciario del sentenciado que haya alcanzado los 23 años corresponde al Juez de Vigilancia Penitenciaria, quien conocerá, por tanto, en relación con dicho sentenciado, de todas las cuestiones y materias enunciadas en el art. 76 de la Ley Orgánica General Penitenciaria: derechos fundamentales y ordinarios del sentenciado, peticiones y quejas sobre la legalidad de la actuación penitenciaria y régimen y condiciones de vida en el Establecimiento, régimen disciplinario, tratamiento, clasificación de grado, permisos y libertad condicional. (Aprobado por mayoría).

MOTIVACIÓN: El cumplimiento en Centro penitenciario conforme al régimen ordinario previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria implica una remisión in totum, tanto sustantiva como procesal, a la Ley Orgánica General Penitenciaria, que, como no podía ser de otro modo, conlleva asimismo la sujeción del sentenciado a la jurisdicción del Juez de Vigilancia Penitenciaria para la fiscalización y control de que la ejecución de la medida de internamiento del sentenciado se ajusta al régimen ordinario previsto en la citada Ley Orgánica General Penitenciaria.

De no ser esto así, carecería de sentido el inciso del párrafo segundo del art. 15 de la Ley 5/2000, «sin perjuicio de lo dispuesto en los arts. 14 y 51 de la presente Ley», que tiene por objeto reservar esas competencias al Juez de Menores en cuanto Juez sentenciador.

Por otra parte, entender que, tras el ingreso del sentenciado mayor de 23 años en un Establecimiento penitenciario para cumplir medidas de internamiento, es el Juez de Menores el que debe conocer de las incidencias de la ejecución de tal medida pero aplicando la Ley Orgánica General Penitenciaria, conduciría a situaciones tan absurdas e inaceptables como la existencia de posibles resoluciones judiciales contradictorias sobre idéntica cuestión, en el mismo Centro penitenciario (v. g.: tenencia en celda de un determinado objeto) o a interpretaciones judiciales diversas del mismo precepto legal o reglamentario (v. g.: concesión o denegación de comunicaciones de convivencia para parejas de hecho sin hijos).

No obstante lo que antecede, hay una opinión minoritaria (F. Bueno Arús), que entiende que, aun considerando especiales la Jurisdicción de Menores y la de Vigilancia respecto de la Jurisdicción ordinaria, la Jurisdicción de Menores constituye una especialidad horizontal, omnicomprensiva, en tanto que la Jurisdicción de Vigilancia no deja de integrarse en el proceso penal ordinario, por lo que hablar de especialidad es realmente impropio, y en todo caso se trataría de una especialidad vertical, solamente extensiva a una de las fases del procedimiento: la de ejecución. La conclusión sería que, constituyendo una especialidad más intensa la Jurisdicción de Menores, las potestades del Juez de Menores respecto del menor sancionado deben reducirse lo menos posible como consecuencia del traslado de éste a un establecimiento penitenciario ordinario, puesto que el tratamiento lo sigue recibiendo como menor y el órgano judicial competente para establecerlo es dicho Juez de Menores; y, coherentemente, que las competencias del Juez de Vigilancia respecto del menor no deben exceder de lo necesario para salvaguardar el buen orden dentro del establecimiento. Al Juez de Menores le sigue correspondiendo el fondo de la ejecución y al Juez de Vigilancia solamente el entorno material de la misma.

En el caso de los delitos competencia de la Audiencia Nacional, se ha salvado el problema designando Juez Central de Vigilancia a la misma persona que ostenta el cargo de Juez Central de Menores.



Conforme a lo previsto en el núm. 5 de la disposición transitoria única de la LO 8/2006, en la que se regula el régimen transitorio, la posibilidad prevista en el ap. 2 de este artículo no se aplicará a quienes cumplan medidas impuestas con anterioridad a la entrada en vigor de dicha Ley.

A diferencia del supuesto previsto en el ap. 2, la LO 8/2006 nada dice de aplicar la posibilidad prevista en el ap. 3 a quienes cumplan medidas impuestas con anterioridad a su entrada en vigor, aunque si que establece en el núm. 1 de su disposición transitoria que «las medidas impuestas se ejecutarán conforme a la legislación vigente en el momento de la comisión de los hechos», pero que «no obstante lo anterior, se aplicará esta Ley, una vez que entre en vigor, si las disposiciones de la misma son más favorables para el menor, aunque los hechos hubieran sido cometidos con anterioridad a su entrada en vigor».

Siguiendo la primera regla el pase al sistema penitenciario de un menor que hubiera cometido los hechos antes de la entrada en vigor de la LO 8/2006 no podía producirse hasta los 23 años. Sin embargo, puede llegar a plantearse que en determinados casos el pase al sistema penitenciario con 21 años puede ser más beneficioso para el joven, como por ejemplo cuando la medida de internamiento en régimen cerrado que deba cumplir sea de corta duración y tenga pendiente un internamiento en régimen semiabierto de larga duración. Así lo entiende, por ejemplo, el Auto del Juzgado de Menores de Burgos de 18 de noviembre de 2008 que ordena «el cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado?que le queda pendiente al menor XXX en centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria, y en su consecuencia debo extinguir el resto de las medidas impuestas por el Juez de Menores y que se encuentran pendientes de cumplimento». La argumentación la expone en el fundamento jurídico segundo del auto, donde dice lo siguiente: «Una vez oído el joven XXX, y más específicamente por solicitud de éste, y entendiéndose en todo caso más favorable para él, aun cuando hubiera cometido todos sus hechos delictivos y se le hubieran impuesto todas las medidas bajo la vigencia de la redacción originaria de la LO 5/2000, procede hacer uso de la facultad establecida en el ap. 3 del art. 14 y ordenar el cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado en centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria, y ello de conformidad con lo establecido en los aps. 1, 2, 3 y 5 de la DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA de la Ley Orgánica 8/2996 por la que se reforma la Ley Orgánica 5/2000 reguladora de la Responsabilidad Penal del Menor (...) De conformidad con lo establecido en esta misma Disposición Transitoria, en los apartados antedichos, y teniendo en cuenta que el art. 14, en su redacción actual, sólo se refiere a la medida de internamiento en régimen cerrado, quedarán sin efecto el resto de medidas impuestas por el Juez de Menores al joven. Ello supone la extinción de la medida de internamiento en régimen semiabierto que le queda pendiente de cumplir (...) y el resto de las medidas pendientes, los períodos de libertad vigilada de los internamientos impuestos en (...) Es por ello que puede decirse desde luego que la aplicación de la LEY REFORMADA es más favorable para el joven, aunque implique necesariamente su estancia durante unos pocos días en centro penitenciario».

La decisión de acordar o no el cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado en un centro penitenciario puede acarrear importantes consecuencias jurídicas en cuanto a la forma en que se lleve a cabo su cumplimiento, especialmente en los casos en que el menor se encuentra en los momentos iniciales. Así, si se acuerda el cumplimiento en un centro penitenciario éste se llevará a cabo conforme al régimen general previsto en la LOGP, lo que significaría, con carácter general, la ausencia de un período de seguridad, o aun existiendo éste el Juez de Vigilancia, conforme a lo previsto en el art. 36.2 del CP podría acordar el pase al régimen general de cumplimiento, salvo en el caso de delitos cometidos contra la libertad e indemnidad sexual de menores de trece años, delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo, así como de delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal, lo que significaría la posibilidad de acceder al tercer grado de tratamiento (equivalente en cierto modo a una medida de internamiento en régimen semiabierto o abierto) en cualquier momento, sin tener que esperar a tener cumplida la mitad de la duración de la medida. Igualmente cabría la posibilidad de que pudiera disfrutar de permisos de salida una vez cumplida la cuarta parte de la medida impuesta, en lugar de la tercera parte como establece el art. 45.7 del RLORPM y que en función de su clasificación el número de días que pudiera disfrutar al año fueran 36 o 48, mientras que en un centro de menores como máximo podría disfrutar 12. Por último, la duración de cada permiso podría ser de hasta siete días, mientras que si permanece en un centro de menores su duración máxima será de cuatro días.

Si por el contrario se acordara que continuara cumpliendo en un centro de menores, le sería de aplicación el período de seguridad, no pudiéndose modificar la medida hasta transcurrido el primer año [art. 10.1 b) LORPM] o la mitad de su duración [art. 10.2 b) LORPM], no podría disfrutar permisos de salida hasta que cumpliera una tercera parte de la medida, el número de días que podría disfrutar al año sería de 12 como máximo y cada permiso tendría una duración máxima de 4 días.

En relación al núm. 5 de este artículo es preciso reseñar que limita el cumplimiento en un centro penitenciario a los supuestos en que se ha cumplido una pena de prisión, no haciéndolo extensivo a aquellos supuestos en que el internamiento en el centro penitenciario fue debido a una prisión preventiva. A este respecto la FGE en la Circular 1/2007 recalca que si bien un ingreso anterior en un centro penitenciario en concepto de preso preventivo no supondrá la aplicación del art. 14.5 de la LORPM, sí que habrá de ser valorado a la hora de decirse por la aplicación de los traslados a centros penitenciarios previstos en los apartados segundo y tercero del art. 14, ya que como señaló el Consejo Fiscal en su informe al Anteproyecto, la prisión preventiva, especialmente si su duración es prolongada, puede producir en el joven los mismos efectos que el anterior cumplimiento de una pena o una medida en centro penitenciario.






Artículo 15. De la prescripción 



1. Los hechos delictivos cometidos por los menores prescriben:


	
1.º Con arreglo a las normas contenidas en el Código Penal, cuando se trate de los hechos delictivos tipificados en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del Código Penal o cualquier otro sancionado en el Código Penal o en las leyes penales especiales con pena de prisión igual o superior a quince años. 

	
2.º A los cinco años, cuando se trate de un delito grave sancionado en el Código Penal con pena superior a diez años. 

	
3.º A los tres años, cuando se trate de cualquier otro delito grave. 

	
4.º Al año, cuando se trate de un delito menos grave. 

	
5.º A los tres meses, cuando se trate de una falta. 



2. Las medidas que tengan una duración superior a los dos años prescribirán a los tres años. Las restantes medidas prescribirán a los dos años, excepto la amonestación, las prestaciones en beneficio de la comunidad y la permanencia de fin de semana, que prescribirán al año.

Concordancias:

	
- CP: 130 y 136. 


Modificaciones:

Redacción dada al art. 15 por la LO 8/2006. Anteriormente la prescripción se regulaba en el art. 10, y su contenido era éste:


Artículo 10. De la prescripción.

1. Los hechos delictivos cometidos por los menores prescriben:

1.º A los cinco años, cuando se trate de un delito grave sancionado en el Código Penal con pena superior a diez años.

2.º A los tres años, cuando se trate de cualquier otro delito grave.

3.º Al año, cuando se trate de un delito menos grave.

4.º A los tres meses, cuando se trate de una falta.

2. Las medidas que tengan un plazo superior a los dos años prescribirán a los tres años. Las restantes medidas prescribirán a los dos años, excepto la amonestación, las prestaciones en beneficio de la comunidad y el arresto con tareas de fin de semana, que prescribirán al año.

3. Los hechos delictivos cometidos por mayores de dieciocho años y menores de veintiuno prescribirán con arreglo a las normas contenidas en el Código Penal.



Comentarios:

Prescripción de delitos graves:

El ap. 1.º del núm. 1 remite a las normas establecidas en el CP sobre prescripción de delitos cuando se trate de los hechos delictivos tipificados en los arts. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP o cualquier otro sancionado en el CP o en las leyes penales especiales con pena de prisión igual o superior a quince años. El art. 131 del CP establece los siguientes plazos y reglas para la prescripción de los delitos:


	
- A los 20 años, cuando la pena máxima señalada al delito sea prisión de 15 o más años. 

	
- A los 15, cuando la pena máxima señalada por la ley sea inhabilitación por más de 10 años, o prisión por más de 10 y menos de 15 años. 

	
- A los 10, cuando la pena máxima señalada por la ley sea prisión o inhabilitación por más de cinco años y que no exceda de 10. 

	
- A los cinco, los demás delitos, excepto los de injuria y calumnia, que prescriben al año. 

	
- Los delitos de calumnia e injuria prescriben al año. 

	
- Cuando la pena señalada por la Ley fuere compuesta se estará a la que exija mayor tiempo para la prescripción. 

	
- Los delitos de lesa humanidad y de genocidio y los delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, salvo los castigados en el art. 614, no prescribirán en ningún caso. 

	
- Tampoco prescribirán los delitos de terrorismo, si hubieren causado la muerte de una persona. 

	
- En los supuestos de concurso de infracciones o de infracciones conexas, el plazo de prescripción será el que corresponda al delito más grave. 



Cómputo de plazos:

El art. 15 establece los plazos de prescripción de los hechos delictivos y de las medidas impuestas, pero no establece las reglas para el cómputo de estos plazos, por lo que habrá que acudir como derecho supletorio a las normas contenidas en el CP, conforme determina la disposición final primera de la LORPM.

En relación a la prescripción de delitos y faltas el art. 132 del CP establece lo siguiente:


«1. Los términos previstos en el artículo precedente se computarán desde el día en que se haya cometido la infracción punible. En los casos de delito continuado, delito permanente, así como en las infracciones que exijan habitualidad, tales términos se computarán, respectivamente, desde el día en que se realizó la última infracción, desde que se eliminó la situación ilícita o desde que cesó la conducta.

En la tentativa de homicidio y en los delitos de aborto no consentido, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, cuando la víctima fuere menor de edad, los términos se computarán desde el día en que ésta haya alcanzado la mayoría de edad, y si falleciere antes de alcanzarla, a partir de la fecha del fallecimiento.

2. La prescripción se interrumpirá, quedando sin efecto el tiempo transcurrido, cuando el procedimiento se dirija contra la persona indiciariamente responsable del delito o falta, comenzando a correr de nuevo desde que se paralice el procedimiento o termine sin condena de acuerdo con las reglas siguientes:

1.ª Se entenderá dirigido el procedimiento contra una persona determinada desde el momento en que, al incoar la causa o con posterioridad, se dicte resolución judicial motivada en la que se le atribuya su presunta participación en un hecho que pueda ser constitutivo de delito o falta.

2.ª No obstante lo anterior, la presentación de querella o la denuncia formulada ante un órgano judicial, en la que se atribuya a una persona determinada su presunta participación en un hecho que pueda ser constitutivo de delito o falta, suspenderá el cómputo de la prescripción por un plazo máximo de seis meses para el caso de delito y de dos meses para el caso de falta, a contar desde la misma fecha de presentación de la querella o de formulación de la denuncia.

Si dentro de dicho plazo se dicta contra el querellado o denunciado, o contra cualquier otra persona implicada en los hechos, alguna de las resoluciones judiciales mencionadas en el apartado anterior, la interrupción de la prescripción se entenderá retroactivamente producida, a todos los efectos, en la fecha de presentación de la querella o denuncia.

Por el contrario, el cómputo del término de prescripción continuará desde la fecha de presentación de la querella o denuncia si, dentro del plazo de seis o dos meses, en los respectivos supuestos de delito o falta, recae resolución judicial firme de inadmisión a trámite de la querella o denuncia o por la que se acuerde no dirigir el procedimiento contra la persona querellada o denunciada. La continuación del cómputo se producirá también si, dentro de dichos plazos, el Juez de Instrucción no adoptara ninguna de las resoluciones previstas en este artículo.

3.ª A los efectos de este artículo, la persona contra la que se dirige el procedimiento deberá quedar suficientemente determinada en la resolución judicial, ya sea mediante su identificación directa o mediante datos que permitan concretar posteriormente dicha identificación en el seno de la organización o grupo de personas a quienes se atribuya el hecho».



La actual redacción del núm. 2 del art. 132 ha sido dada por la LO 5/2010, con el objetivo de aumentar la seguridad jurídica, optando por una regulación detallada del instituto que pusiera fin a las diferencias interpretativas surgidas en los últimos tiempos entre el Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo. Para ello se ha prestado especial atención a la necesidad de precisar el momento de inicio de la interrupción de la prescripción, estableciéndose que ésta se produce, quedando sin efecto el tiempo transcurrido, cuando el procedimiento se dirija contra persona determinada que aparezca indiciariamente como penalmente responsable. Para entender que ello ocurre se requiere, cuando menos, una actuación material del Juez Instructor.

Del mismo modo, ha abordado el problema de los efectos que para la interrupción de la prescripción puede tener la presentación de denuncias o querellas y para ello se opta por suspender el cómputo de la prescripción por un máximo de seis meses o dos meses, según se trate de delito o falta, desde dicha presentación siempre que sea ante un órgano judicial y contra una persona determinada. Si el órgano judicial no la admite a trámite o no dirige el procedimiento contra la persona denunciada o querellada, continúa el cómputo de prescripción desde la fecha de presentación. También continuará el cómputo si dentro de dichos plazos el Juez no adopta ninguna de las resoluciones citadas.

Sobre las dudas generadas en relación a si las actuaciones de la Fiscalía durante la fase de instrucción tienen efectos interruptivos de la prescripción, la FGE en su Circular 1/2007, entiende que cabe atribuir tales efectos a los actos instructorios llevados a cabo por los Fiscales, siempre que cumplan con los requisitos que en general la jurisprudencia exige a los actos del Juez de Instrucción, pues en tanto en cuanto el art. 16 de la LORPM les encomienda la instrucción, y teniendo presente el contenido del art. 132.2 del CP, de aplicación supletoria conforme a la Disposición Final primera LORPM, la respuesta no puede ser sino positiva. Tal interpretación ha sido asumida por algunas Audiencias Provinciales: St. 94/2003, de 7 de octubre, de la Sección Cuartad de la AP de Madrid, St. 91/2003, de 16 de abril, de la Sección Tercera de la AP de Sevilla o St. 137/2003, de 7 de mayo, de la Sección Tercera de la AP de Castellón.

Igualmente entiende que si el expediente se sigue por delito, tal calificación habrá de ser la relevante a efectos de determinar el plazo de prescripción, sin que una ulterior declaración de falta genere la aplicabilidad de los plazos de prescripción de las faltas desde el inicio del expediente, citando las siguientes sentencias: Sts. 97/2003, de 14 de octubre, 44/2004, de 24 de febrero y 144/2004, de 6 de julio, de la Sección Cuarta de la AP de Madrid, St. de 28 de abril de 2004 de la Sección Primera de la AP de Vizcaya y St. 66/2003, de 27 de febrero, de la Sección Primera de la AP de Zaragoza.

En relación a la prescripción de medidas habría que guiarse por las previsiones contenidas en el art. 134 del CP para la prescripción de las penas:

«El tiempo de la prescripción de la pena se computará desde la fecha de la sentencia firme, o desde el quebrantamiento de la condena, si ésta hubiese comenzado a cumplirse».


En los casos de cumplimiento sucesivo la FGE en su Circular 1/2000, admitía la aplicación supletoria del art. 135 del CP, relativo a las medidas de seguridad, y que establece que en estos casos el plazo de prescripción se computará desde el día en que la medida debió empezar a cumplirse.

Jurisprudencia:

En relación a la interrupción de la prescripción de la pena, la STC 97/2010, de 15 de noviembre, ha establecido que «la suspensión de la ejecución de la pena como consecuencia de la tramitación de un indulto o de un recurso de amparo no está configurada como causa de interrupción de su prescripción».






Artículo 16. Incoación del expediente 



1. Corresponde al Ministerio Fiscal la instrucción de los procedimientos por los hechos a los que se refiere el art. 1 de esta Ley.

2. Quienes tuvieren noticia de algún hecho de los indicados en el apartado anterior, presuntamente cometido por un menor de dieciocho años, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal, el cual admitirá o no a trámite la denuncia, según que los hechos sean o no indiciariamente constitutivos de delito; custodiará las piezas, documentos y efectos que le hayan sido remitidos, y practicará, en su caso, las diligencias que estime pertinentes para la comprobación del hecho y de la responsabilidad del menor en su comisión, pudiendo resolver el archivo de las actuaciones cuando los hechos no constituyan delito o no tengan autor conocido. La resolución recaída sobre la denuncia deberá notificarse a quienes hubieran formulado la misma.

3. Una vez efectuadas las actuaciones indicadas en el apartado anterior, el Ministerio Fiscal dará cuenta de la incoación del expediente al Juez de Menores, quien iniciará las diligencias de trámite correspondientes.

4. El Juez de Menores ordenará al propio tiempo la apertura de la pieza separada de responsabilidad civil, que se tramitará conforme a lo establecido en las reglas del art. 64 de esta Ley.

5. Cuando los hechos mencionados en el art. 1 hubiesen sido cometidos conjuntamente por mayores de edad penal y por personas de las edades indicadas en el mismo art. 1, el Juez de Instrucción competente para el conocimiento de la causa, tan pronto como compruebe la edad de los imputados, adoptará las medidas necesarias para asegurar el éxito de la actividad investigadora respecto de los mayores de edad y ordenará remitir testimonio de los particulares precisos al Ministerio Fiscal, a los efectos prevenidos en el ap. 2 de este artículo.

Concordancias:


	
- LORPM: 1, 6, 18, 23, 61 y 64. 

	
- LECr: 259 a 269, 284, 306, 637, 641, 767 y 773. 

	
- CP: 215. 

	
- EOMF: 5. 



Modificaciones:

Los aps. 4 y 5 han sido modificados por la LO 8/2006. La redacción anterior era la siguiente:


4. El Juez de Menores abrirá al propio tiempo la pieza separada de responsabilidad civil, que se tramitará conforme a lo establecido en las reglas del art. 64 de esta Ley.

5. Cuando los hechos mencionados en el art. 1 hubiesen sido cometidos conjuntamente por mayores de edad penal y por personas de las edades indicadas en el mismo art. 1 y en el 4 de esta Ley, en sus respectivos casos, el Juez de Instrucción competente para el conocimiento de la causa, tan pronto como compruebe la edad de los imputados, adoptará las medidas necesarias para asegurar el éxito de la actividad investigadora respecto de los mayores de edad y ordenará remitir testimonio de los particulares precisos al Ministerio Fiscal, a los efectos prevenidos en el ap. 2 de este artículo.



Comentarios:

El art. 3 del EOMF atribuye al Ministerio Fiscal intervenir en el proceso penal instruyendo directamente el procedimiento en el ámbito de lo dispuesto en la LORPM, pudiendo ordenar a la Policía Judicial aquellas diligencias que estime oportunas.

Circular 1/2000 FGE:

La instrucción del Expediente de reforma de menores se encomienda al Ministerio Fiscal con el fin -entre otros- de garantizar el cumplimiento de uno de los postulados que desde la STC 36/1991 se ha alzado como definitorio del sistema de justicia penal de menores: la preservación a ultranza de la imparcialidad judicial.

Corresponde al Ministerio Fiscal la instrucción del procedimiento (arts. 6 y 16.1) con el fin de que el Juez de Menores limite su actuación a ejercer la garantía última del respeto a los derechos fundamentales afectados por la investigación y a efectuar en su momento el enjuiciamiento final de la causa sin prejuicio ni sospecha de parcialidad.

La interpretación de los artículos que regulan la instrucción en la LORPM (Título III) autoriza a entender que la participación de la autoridad judicial en esta fase del procedimiento se halla sujeta a importantes restricciones que procuran preservar su imparcialidad manteniéndolo alejado de las labores de investigación material.

Desde el punto de vista orgánico, por otra parte, la relación del Fiscal instructor con el Juez de Menores no es jerárquica, al ser la instrucción competencia del Fiscal y no sujetarse a revisión judicial directa en tanto no concluya dicha fase.

De este modo la instrucción del Expediente, exceptuadas las medidas cautelares, las diligencias restrictivas de derechos fundamentales, la declaración de secreto y la preconstitución de prueba, deviene competencia y responsabilidad exclusiva del Fiscal, desplazándose la tutela judicial efectiva sobre las vicisitudes acaecidas en el desarrollo de la investigación a una fase ulterior del proceso, tras la presentación del correspondiente escrito de alegaciones de la defensa.

La LORPM continua la línea evolutiva emprendida en la anterior LO 4/1992 y hace más visible si cabe la desjudicialización de los aspectos materiales de la investigación en aras de una rigurosa delimitación práctica de la función jurisdiccional como esencialmente juzgadora y de ejecución de lo resuelto, en los términos del art. 117.1 de la Constitución.

Recursos contra las resoluciones del Ministerio Fiscal:

Ver comentarios al art. 41 de la LORPM.






Artículo 17. Detención de los menores 



1. Las autoridades y funcionarios que intervengan en la detención de un menor deberán practicarla en la forma que menos perjudique a éste y estarán obligados a informarle, en un lenguaje claro y comprensible y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan, de las razones de su detención y de los derechos que le asisten, especialmente los reconocidos en el art. 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como a garantizar el respeto de los mismos. También deberán notificar inmediatamente el hecho de la detención y el lugar de la custodia a los representantes legales del menor y al Ministerio Fiscal. Si el menor detenido fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará a las correspondientes autoridades consulares cuando el menor tuviera su residencia habitual fuera de España o cuando así lo solicitaran el propio menor o sus representantes legales.

2. Toda declaración del detenido, se llevará a cabo en presencia de su letrado y de aquéllos que ejerzan la patria potestad, tutela o guarda del menor -de hecho o de derecho-, salvo que, en este último caso, las circunstancias aconsejen lo contrario. En defecto de estos últimos la declaración se llevará a cabo en presencia del Ministerio Fiscal, representado por persona distinta del instructor del expediente.

El menor detenido tendrá derecho a la entrevista reservada con su abogado con anterioridad y al término de la práctica de la diligencia de toma de declaración.

3. Mientras dure la detención, los menores deberán hallarse custodiados en dependencias adecuadas y separadas de las que se utilicen para los mayores de edad, y recibirán los cuidados, protección y asistencia social, psicológica, médica y física que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y características individuales.

4. La detención de un menor por funcionarios de policía no podrá durar más tiempo del estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas, el menor detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición del Ministerio Fiscal. Se aplicará, en su caso, lo dispuesto en el art. 520 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, atribuyendo la competencia para las resoluciones judiciales previstas en dicho precepto al Juez de Menores.

5. Cuando el detenido sea puesto a disposición del Ministerio Fiscal, éste habrá de resolver, dentro de las cuarenta y ocho horas a partir de la detención, sobre la puesta en libertad del menor, sobre el desistimiento al que se refiere el artículo siguiente, o sobre la incoación del expediente, poniendo a aquél a disposición del Juez de Menores competente e instando del mismo las oportunas medidas cautelares, con arreglo a lo establecido en el art. 28.

6. El Juez competente para el procedimiento de hábeas corpus en relación a un menor será el Juez de Instrucción del lugar en el que se encuentre el menor privado de libertad; si no constare, el del lugar donde se produjo la detención, y, en defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido las últimas noticias sobre el paradero del menor detenido.

Cuando el procedimiento de hábeas corpus sea instado por el propio menor, la fuerza pública responsable de la detención lo notificará inmediatamente al Ministerio Fiscal, además de dar curso al procedimiento conforme a la ley orgánica reguladora.

Concordancias:


	
- CE: 17. 

	
- DUDH: 9. 

	
- PIDCP: 9. 

	
- CDN: 37. 

	
- LORPM: 16.2, 18, 22.1 b), 28 y 54. 

	
- RLORPM: 2 y 3. 

	
- LECr: 489 a 501 y 520 a 527. 

	
- CP: 167, 530 y 537. 

	
-Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, Reguladora del Procedimiento «Hábeas Corpus». 

	
-Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana. 

	
- LODELEX: 35. 

	
- CC: 172, 222 y 303. 

	
- EOMF: 3.5 y 5. 

	
- Reglas de Beijing: 10, 11 y 15. 



Modificaciones:

El párrafo segundo del ap. 2 fue introducido por la LO 8/2006.

Artículos citados:

Artículo 520 LECr:


1. La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio.

La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la presente Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la Autoridad judicial.

2. Toda persona detenida o presa será informada, de modo que le sea comprensible, y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan y las razones motivadoras de su privación de libertad, así como de los derechos que le asisten y especialmente de los siguientes:

a) Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar alguna o algunas de las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará ante el Juez.

b) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable.

c) Derecho a designar Abogado y a solicitar su presencia para que asista a las diligencias policiales y judiciales de declaración e intervenga en todo reconocimiento de identidad de que sea objeto. Si el detenido o preso no designara Abogado, se procederá a la designación de oficio.

d) Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que desee, el hecho de la detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. Los extranjeros tendrán derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la Oficina Consular de su país.

e) Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate de extranjero que no comprenda o no hable el castellano.

f) Derecho a ser reconocido por el Médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el de la Institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del Estado o de otras Administraciones Públicas.

3. Si se tratare de un menor de edad o incapacitado, la autoridad baja cuya custodia se encuentre el detenido o preso notificará las circunstancias del ap. 2 d) a quienes ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho del mismo y, si no fueran halladas, se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Fiscal. Si el detenido menor o incapacitado fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará de oficio al Cónsul de su país.

4. La autoridad judicial y los funcionarios bajo cuya custodia se encuentre el detenido o preso, se abstendrán de hacerle recomendaciones sobre la elección de Abogado y comunicarán, en forma que permita su constancia, al Colegio de Abogados el nombre del Abogado elegido por aquél para su asistencia o petición de que se le designe de oficio. El Colegio de Abogados notificará al designado dicha elección, a fin de que manifieste su aceptación o renuncia. En caso de que el designado no aceptare el referido encargo, no fuera hallado o no compareciere, el Colegio de Abogados procederá al nombramiento de un Abogado de oficio. El Abogado designado acudirá al centro de detención a la mayor brevedad y, en todo caso, en el plazo máximo de ocho horas, contadas desde el momento de la comunicación al referido Colegio.

Si transcurrido el plazo de ocho horas de la comunicación realizada al Colegio de Abogados, no compareciese injustificadamente Letrado alguno en el lugar donde el detenido o preso se encuentre, podrá procederse a la práctica de la declaración o del reconocimiento de aquél, si lo consintiere, sin perjuicio de las responsabilidades contraídas en caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los Abogados designados.

5. No obstante, el detenido o preso podrá renunciar a la preceptiva asistencia de Letrado si su detención lo fuere por hechos susceptibles de ser tipificados, exclusivamente, como delitos contra la seguridad del tráfico.

6. La asistencia del Abogado consistirá en:

a) Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los derechos establecidos en el núm. 2 de este artículo y que se proceda al reconocimiento médico señalado en su párr. f).

b) Solicitar de la Autoridad judicial o funcionario que hubiesen practicado la diligencia en que el Abogado haya intervenido, una vez terminada ésta, la declaración o ampliación de los extremos que considere convenientes, así como la consignación en el acta de cualquier incidencia que haya tenido lugar durante su práctica.

c) Entrevistarse reservadamente con el detenido al término de la práctica de la diligencia en que hubiere intervenido.



Artículo 520 bis LECr:


1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el art. 384 bis será puesta a disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada.

2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los arts. 520 y 527, hasta que el Juez hubiere dictado la resolución pertinente.

3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y conocer, personalmente o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste.



Comentarios:

Cuestión de inconstitucionalidad:

Por providencia de 23 de marzo de 2004 el TC admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad núm. 3792/2001, planteada por el Juzgado de Menores núm. 1 de Valencia, en relación con los aps. 4 y 5 de este artículo (BOE de 20 de abril de 2004).

Actuación de la Policía Judicial:

Ver art. 2 del RLORPM.

En relación a la detención policial son de interés las Normas provisionales sobre tratamiento policial de menores de 12 de enero de 2001, de la Comisaría General de Policía Judicial y la Instrucción n.° 7/2005, de la Secretaría de Estado de Seguridad, de 2 de junio, sobre libro registro de menores detenidos.

Modo de llevar a cabo la detención:

Ver art. 3 del RLORPM.

Custodia de detenidos:

Una de las cuestiones más debatidas tras la publicación de la LORPM fue el papel de la entidad pública de protección y/o reforma en cuanto a la custodia de detenidos.

El RLORPM resolvió por fin las dudas surgidas respecto a la competencia para la custodia de detenidos, al establecer en su art. 8 la competencia funcional de las Comunidades Autónomas, que no se hacía extensiva a la custodia de detenidos, y de forma expresa en el segundo párrafo del art. 3.3, al establecer que «la custodia de los menores detenidos a que se refiere el párrafo anterior corresponderá a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes hasta que el fiscal resuelva sobre la libertad del menor, el desistimiento o la incoación del expediente, con puesta a disposición del juez (...)».

Este criterio ya había sido mantenido por el Consejo General del Poder Judicial, en el informe aprobado por el Pleno el 19 de julio de 2001, tras seis meses de entrada en vigor de la LORPM:

«16. Sería necesario que se determine por los órganos estatales y autonómicos afectados si los Centros de internamiento de Menores detenidos, puestos a disposición de Fiscales y Jueces de Menores por la policía, deben ser facilitados por el Estado o por las diferentes Comunidades Autónomas, para evitar los graves problemas de competencias en esta materia que se están produciendo, entendiendo esta Comisión que es una competencia del Ministerio del Interior (o de las Consejerías de Interior de las distintas Comunidades Autónomas), sin perjuicio de los Convenios que pudieran suscribirse entre las Administraciones Públicas implicadas».


Asistencia al menor detenido por la entidad pública de protección:

El núm. 2 del art. 17 de la LORPM, establece que «toda declaración del detenido, se llevará a cabo en presencia de su letrado y de aquéllos que ejerzan la patria potestad, tutela o guarda del menor -de hecho o de derecho-, salvo que, en este último caso, las circunstancias aconsejen lo contrario. En defecto de estos últimos la declaración se llevará a cabo en presencia del Ministerio Fiscal, representado por persona distinta del instructor del expediente».

Por su parte el núm. 1 regula el deber de las autoridades y funcionarios que intervengan en la detención de un menor notificar inmediatamente el hecho de la detención y el lugar de la custodia a los representantes legales del menor.

Sin citarlo expresamente, tratándose de menores con expediente de protección y que se encuentren tutelados o bajo la guarda de la entidad pública de protección, ésta deberá ser informada inmediatamente de la situación de detención y del lugar donde se encuentra el menor, debiendo estar presente en la toma de declaración. Personalmente entiendo que en el caso de menores con expediente de protección pero cuya patria potestad la ostentan sus padres u otras personas deberían instarse la presencia de éstos y no de la entidad pública de protección para asistir al menor en la declaración.

La actuación del representante de la entidad pública deberá de centrarse en el menor detenido, procurando que se hagan efectivos los derechos reconocidos por la Ley.

Así, y sin perjuicio de las funciones que competen al letrado del menor y al Ministerio Fiscal, en su caso, si se detectara la inobservancia de alguno de esos derechos, el profesional que actúe como representante legal del detenido debería instar expresamente a su respeto, considerando si procede solicitar formalmente que su petición conste en el acta de la diligencia y, cuando entienda que puede darse un supuesto de detención ilegal (arts. 1 y 3 de la LO 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de habeas corpus), valorar sobre la conveniencia de presentar solicitud de hábeas corpus ante el Juez de Instrucción del lugar, posibilidad prevista en el art. 17.6 de la LORPM.

La LO 6/1984 considera supuestos de detención ilegal los siguientes:


	
- La detención llevada a cabo sin que concurran los supuestos legales o sin cumplir las formalidades y requisitos exigidos. 

	
- Las situaciones de internamiento ilícito en cualquier lugar. 

	
- Las que se prolonguen más allá del plazo máximo señalado en la ley. 

	
- aquéllas en las que no se respeten los derechos que la Constitución y las leyes procesales garantizan a todo detenido. 



Según el mismo texto, podrán interponer el recurso:


	
- El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad; descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes legales. 

	
- El Ministerio Fiscal. 

	
- El Defensor del Pueblo. 








Artículo 18. Desistimiento de la incoación del expediente por corrección en el ámbito educativo y familiar 



El Ministerio Fiscal podrá desistir de la incoación del expediente cuando los hechos denunciados constituyan delitos menos graves sin violencia o intimidación en las personas o faltas, tipificados en el Código Penal o en las leyes penales especiales. En tal caso, el Ministerio Fiscal dará traslado de lo actuado a la entidad pública de protección de menores para la aplicación de lo establecido en el art. 3 de la presente Ley. Asimismo, el Ministerio Fiscal comunicará a los ofendidos o perjudicados conocidos el desistimiento acordado.

No obstante, cuando conste que el menor ha cometido con anterioridad otros hechos de la misma naturaleza, el Ministerio Fiscal deberá incoar el expediente y, en su caso, actuar conforme autoriza el art. 27.4 de la presente Ley.

Concordancias:


	
- LORPM: 3, 16, 19, 27.4. 

	
- CDN: 40. 

	
- LECr: 108 y 116. 

	
- CP: 33.3, 118 y 119. 

	
- Reglas de Beijing: 6 y 11. 



Modificaciones:

El párrafo primero fue modificado por la LO 8/2006. Anteriormente su redacción era la siguiente:

El Ministerio Fiscal podrá desistir de la incoación del expediente cuando los hechos denunciados constituyan delitos menos graves sin violencia o intimidación en las personas, o faltas, tipificados en el Código Penal o en las leyes penales especiales. En tal caso, el Ministerio Fiscal dará traslado de lo actuado a la entidad pública de protección de menores para la aplicación de lo establecido en el art. 3 de la presente Ley. Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de la tramitación de la correspondiente pieza de responsabilidad civil.


Comentarios:

El desistimiento de la incoación del expediente por corrección en el ámbito educativo y familiar regulado en el art. 18 de la LORPM es una alternativa misma al proceso. Este artículo prevé la posibilidad de que el Ministerio Fiscal pueda desistir de la incoación del expediente cuando los hechos denunciados constituyan delitos menos graves sin violencia o intimidación en las personas o faltas. En tal caso, el Ministerio Fiscal deberá dar traslado de lo actuado a la entidad pública de protección de menores para que valore la posible existencia de una situación?de desprotección y adopte, en su caso, las medidas oportunas. A pesar del tenor de la redacción, en la que el traslado a la entidad pública de protección parece un acto debido, como la propia FGE ha manifestado en la Circular 1/2000, el traslado sólo tiene sentido cuando se detecte en el menor alguna situación relevante de riesgo o desamparo que pueda justificar la adopción de una medida de protección en el orden civil y no debe entenderse que toda infracción, especialmente cuando es aislada, implica la concurrencia de una situación de riesgo que necesite de la activación de los recursos previstos en el Código Civil y en la Ley Orgánica 1/1996.

Igualmente el Ministerio Fiscal deberá comunicar a los ofendidos o perjudicados conocidos el desistimiento acordado, haciéndoles saber su derecho a ejercitar las acciones civiles que les asisten ante la jurisdicción civil (párrafo sexto del art. 4 de la LORPM).

El desistimiento no será posible cuando conste que el menor ha cometido con anterioridad otros hechos de la misma naturaleza, supuesto en que el Ministerio Fiscal deberá incoar el expediente y, en su caso, actuar conforme autoriza el art. 27.4 de la LORPM, es decir, proponer al Juez de Menores el sobreseimiento del mismo si se dan las circunstancias previstas en el citado artículo.

Como dice Dolz Lago (1) , nos encontramos ante una manifestación del principio de oportunidad reglada en el ejercicio de la acción, en que se autoriza al Ministerio Fiscal a desistir del ejercicio de la acción penal en determinadas circunstancias. El presupuesto de la decisión es doble:


	
- formalmente debe tratarse de una infracción tipificada como delito menos grave o falta (art. 13 del CP en relación con el art. 33); 

	
- materialmente, cuando se trate de delitos menos graves el hecho debe verse exento de cualquier forma de violencia o intimidación en su comisión. 



Para algún sector doctrinal este artículo es un residuo de la ideología tutelar o paternalista que inspiró la antigua legislación de menores, preocupando el hecho de que en el caso de menores con problemas familiares o no escolarizados no se podrían beneficiar de esta posibilidad, criminalizándose la desigualdad socia  (2) .

Jurisprudencia:

El 22 de junio de 2005 el TC inadmitió una cuestión de inconstitucionalidad, suscitada por el Juzgado de Menores núm. 2 de Valencia, sobre los arts. 18, 61.1 y 64 por posible vulneración de los arts. 117.3, 124.2, 24.1 y 2, 9.3 y 25.1 y 14 de la CE (ATC 275/2005, de 22 de junio).






	 (1) 

	Comentarios a la Legislación Penal de Menores, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia 2007, pág. 149.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ornosa Fernández, M.ª R., Derecho penal de menores. Comentario a la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, Editorial Bosch, 2ª edición, octubre 2003, pág. 251. En el mismo sentido la autora cita el informe de Unicef al Anteproyecto de Ley.


	 Ver Texto 








Artículo 19. Sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación entre el menor y la víctima 



1. También podrá el Ministerio Fiscal desistir de la continuación del expediente, atendiendo a la gravedad y circunstancias de los hechos y del menor, de modo particular a la falta de violencia o intimidación graves en la comisión de los hechos, y a la circunstancia de que además el menor se haya conciliado con la víctima o haya asumido el compromiso de reparar el daño causado a la víctima o al perjudicado por el delito, o se haya comprometido a cumplir la actividad educativa propuesta por el equipo técnico en su informe.

El desistimiento en la continuación del expediente sólo será posible cuando el hecho imputado al menor constituya delito menos grave o falta.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá producida la conciliación cuando el menor reconozca el daño causado y se disculpe ante la víctima, y ésta acepte sus disculpas, y se entenderá por reparación el compromiso asumido por el menor con la víctima o perjudicado de realizar determinadas acciones en beneficio de aquéllos o de la comunidad, seguido de su realización efectiva. Todo ello sin perjuicio del acuerdo al que hayan llegado las partes en relación con la responsabilidad civil.

3. El correspondiente equipo técnico realizará las funciones de mediación entre el menor y la víctima o perjudicado, a los efectos indicados en los apartados anteriores, e informará al Ministerio Fiscal de los compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento.

4. Una vez producida la conciliación o cumplidos los compromisos de reparación asumidos con la víctima o perjudicado por el delito o falta cometido, o cuando una u otros no pudieran llevarse a efecto por causas ajenas a la voluntad del menor, el Ministerio Fiscal dará por concluida la instrucción y solicitará del Juez el sobreseimiento y archivo de las actuaciones, con remisión de lo actuado.

5. En el caso de que el menor no cumpliera la reparación o la actividad educativa acordada, el Ministerio Fiscal continuará la tramitación del expediente.

6. En los casos en los que la víctima del delito o falta fuere menor de edad o incapaz, el compromiso al que se refiere el presente artículo habrá de ser asumido por el representante legal de la misma, con la aprobación del Juez de Menores.

Concordancias:


	
- LORPM: 18, 27, 33 y 51. 

	
- CDN: 40. 

	
- RLORPM: 5. 

	
- CP: 21.5, 305, 307, 308 y 340. 

	
- CC: 154.2.º, 162, 163 y 267. 

	
- Reglas de Beijing: 6 y 11. 



Modificaciones:

El núm. 2 fue modificado por la LO 8/2006. Anteriormente su redacción era la siguiente:

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá producida la conciliación cuando el menor reconozca el daño causado y se disculpe ante la víctima, y ésta acepte sus disculpas, y se entenderá por reparación el compromiso asumido por el menor con la víctima o perjudicado de realizar determinadas acciones en beneficio de aquéllos o de la comunidad, seguido de su realización efectiva. Todo ello sin perjuicio del acuerdo al que hayan llegado las partes en relación al ejercicio de la acción por responsabilidad civil derivada del delito o falta, regulada en esta Ley.


Comentarios:

En el art. 19 de la LORPM encontramos una segunda manifestación del principio de oportunidad, que introduce la llamada justicia restaurativa, permitiendo el sobreseimiento del expediente al haberse producido la conciliación o reparación entre en menor y la víctima.

El desistimiento implica la renuncia a la audiencia y a la imposición de medidas en sentencia, pero no el abandono de la necesaria intervención educativa que se podrá articular por medios de naturaleza extraprocesal.

El Ministerio Fiscal puede desistir de la continuación del expediente, atendiendo a la gravedad y circunstancias de los hechos y del menor, de modo particular a la falta de violencia o intimidación graves en la comisión de los hechos, y a la circunstancia de que además el menor se haya conciliado con la víctima o haya asumido el compromiso de reparar el daño causado a la víctima o al perjudicado por el delito, o se haya comprometido a cumplir la actividad educativa propuesta por el equipo técnico en su informe.

El desistimiento en la continuación del expediente sólo será posible cuando el hecho imputado al menor constituya delito menos grave o falta.

Se entenderá producida la conciliación cuando el menor reconozca el daño causado y se disculpe ante la víctima, y ésta acepte sus disculpas. Por reparación se entenderá el compromiso asumido por el menor con la víctima o perjudicado de realizar determinadas acciones en beneficio de aquéllos o de la comunidad, seguido de su realización efectiva. Todo ello sin perjuicio del acuerdo al que hayan llegado las partes en relación con la responsabilidad civil.

Las funciones de mediación entre el menor y la víctima o perjudicado se llevarán a cabo por el equipo técnico que sirve de apoyo al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal, quien informará a éste de los compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento.

Una vez producida la conciliación o cumplidos los compromisos de reparación asumidos con la víctima o perjudicado por el delito o falta cometido, o cuando una u otros no pudieran llevarse a efecto por causas ajenas a la voluntad del menor, el Ministerio Fiscal dará por concluida la instrucción y solicitará del Juez el sobreseimiento y archivo de las actuaciones, con remisión de lo actuado. En este punto surge el problema de la existencia de discrepancias entre los Juzgados de Menores y las Fiscalías de Menores, cuando el Juez crea que no se dan las condiciones para tener por correctamente realizada la mediación, denegando el sobreseimiento solicitado. Así lo expresa el Auto 31/2002, de 10 de mayo, de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Madrid, que señaló que el hecho de que «el Ministerio Fiscal sea la única parte en el procedimiento de menores que puede ejercitar la pretensión acusatoria, no conlleva que el órgano judicial venga obligado necesariamente a proceder sin más al sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación, pues el órgano judicial en el cumplimiento de las funciones que expresamente establece el art. 19.4 debe controlar el cumplimiento de los requisitos legales para acceder o no a la pretensión».

Si el menor no cumpliera la reparación o la actividad educativa acordada, el Ministerio Fiscal continuará la tramitación del expediente.

En los casos en los que la víctima del delito o falta fuere menor de edad o incapaz, el compromiso habrá de ser asumido por el representante legal de la misma, con la aprobación del Juez de Menores.

El modo de llevar a cabo estas soluciones extrajudiciales se encuentra regulado en el art. 5 del RLORPM, que además ha abierto la posibilidad de que las entidades públicas de reforma puedan poner a disposición del Ministerio Fiscal los programas necesarios para llevar a cabo estas funciones (art. 8.7).






Artículo 20. Unidad de expediente 



1. El Ministerio Fiscal incoará un procedimiento por cada hecho delictivo, salvo cuando se trate de hechos delictivos conexos.

2. Todos los procedimientos tramitados a un mismo menor se archivarán en el expediente personal que del mismo se haya abierto en la Fiscalía. De igual modo se archivarán las diligencias en el Juzgado de Menores respectivo.

3. En los casos en los que los delitos atribuidos al menor expedientado hubieran sido cometidos en diferentes territorios, la determinación del órgano judicial competente para el enjuiciamiento de todos ellos en unidad de expediente, así como de las entidades públicas competentes para la ejecución de las medidas que se apliquen, se hará teniendo en cuenta el lugar del domicilio del menor y, subsidiariamente, los criterios expresados en el art. 18 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

4. Los procedimientos de la competencia de la Audiencia Nacional no podrán ser objeto de acumulación con otros procedimientos instruidos en el ámbito de la jurisdicción de menores, sean o no los mismos los sujetos imputados.

Concordancias:


	
- LORPM: 2.3, 2.4, 11, 16, 17, 41.3, 44 y 54.1. 

	
- LECr: 17, 18 y 300. 



Modificaciones:

La actual redacción fue dada por la LO 8/2006. Anteriormente su redacción era la siguiente:


Artículo 20. Unidad de expediente.

1. El Ministerio Fiscal incoará un procedimiento por cada hecho delictivo, salvo cuando se trate de hechos delictivos conexos.

2. Todos los procedimientos tramitados a un mismo menor o joven se archivarán en el expediente personal que del mismo se haya abierto en la Fiscalía. De igual modo se archivarán las diligencias en el Juzgado de Menores respectivo.

3. En los casos en los que los delitos atribuidos al menor expedientado hubieran sido cometidos en diferentes territorios, la determinación del órgano judicial competente para el enjuiciamiento de todos ellos en unidad de expediente, así como de las entidades públicas competentes para la ejecución de las medidas que se apliquen, se hará teniendo en cuenta el lugar del domicilio del menor y, subsidiariamente, los criterios expresados en el art. 18 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.



Artículos citados:


Artículo 18 LECr:

1. Son Jueces y Tribunales competentes, por su orden, para conocer de las causas por delitos conexos:

1.º El del territorio en que se haya cometido el delito a que esté señalada pena mayor.

2.º El que primero comenzare la causa en el caso de que a los delitos esté señalada igual pena.

3.º El que la Audiencia de lo criminal o el Tribunal Supremo en sus casos respectivos designen, cuando las causas hubieren empezado al mismo tiempo, o no conste cuál comenzó primero.

2. No obstante lo anterior, será competente para conocer de los delitos conexos cometidos por dos o más personas en distintos lugares, si hubiera precedido concierto para ello, con preferencia a los indicados en el apartado anterior, el juez o Tribunal del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial, siempre que los distintos delitos se hubieren cometido en el territorio de una misma provincia y al menos uno de ellos se hubiera perpetrado dentro del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia Provincial.



Comentarios:

Circular 1/2000 FGE:

La tradicional disyuntiva entre Expediente por hecho o por menor se soluciona en el art. 20 de la Ley estableciendo un sistema que podríamos calificar de mixto.

Se ha de incoar un Expediente por cada hecho delictivo, con independencia de que en dicho hecho haya participado un menor o varios. En este último caso el expediente alcanzará a todos los copartícipes.

Los Expedientes podrán ser acumulados a otros cuando entre los hechos delictivos -delitos y faltas- que constituyeren su objeto exista conexidad, lo que se determinará mediante la aplicación de las reglas contenidas en los cinco apartados del art. 17 LECr. Apoya esta solución el tenor literal del art. 20.3 que se refiere en casos de comisión de varios delitos al «enjuiciamiento de todos ellos en unidad de Expediente».

Junto a este sistema, en cada Fiscalía (art. 20.2) se llevará un expediente personal de cada menor. Se trata de una relación significativa de la historia de los Expedientes seguidos al menor, cuya razón de ser es la de permitir al Fiscal decidir acerca de numerosas cuestiones que se le planteen, tales como acumulación de Expedientes por conexidad al amparo del núm. 5 del art. 17 LECr, decisiones sobre no desistimiento de incoación de Expediente al amparo del párr. 2 del art. 18, adopción de decisiones en materia de ejecución, etc.

(...)

La Ley introduce una importante especialidad en materia de conexidad. Existiendo delitos conexos se antepone en el art. 20.3 el fuero del domicilio del menor a los que se señalan en el art. 18. Por tanto, cuando un menor hubiere cometido hechos delictivos en varios territorios, si alguno de éstos coincidiese con el lugar de su domicilio, la acumulación por conexidad se hará en favor de la Fiscalía o Juzgado de dicho domicilio. Sólo si todos los hechos se hubieren cometido fuera de su lugar de domicilio tendrá aplicación directamente el art. 18 LECr.

En casos de coparticipación de menores en varios hechos delictivos conexos, si el domicilio de dos o más menores radicara en partidos judiciales distintos en los que hubieren sido cometidas infracciones penales, la determinación del Juzgado de menores competente por conexidad atenderá al lugar del domicilio de aquél de los menores en el que primero concurra alguno de los criterios establecidos sucesivamente en el art. 18 LECr.






Artículo 21. Remisión al órgano competente 



Cuando el conocimiento de los hechos no corresponda a la competencia de los Juzgados de Menores, el Fiscal acordará la remisión de lo actuado al órgano legalmente competente.

Concordancias:


	
- LECr: 19 a 45. 

	
- LOPJ: 42 a 45. 



Comentarios:

Se plantea en este artículo la remisión por parte del Ministerio Fiscal al órgano que estime que es legalmente competente para conocer del asunto, en aquellos casos en que la competencia objetiva no corresponda a los juzgados de menores, dando por sentado que el órgano al que se le remitan las actuaciones va a aceptar sin más la remisión acordada por el Fiscal, pero puede darse el caso de que entienda que la misma no es adecuada, lo que generaría una cuestión de competencia entre el Ministerio Fiscal y un órgano judicial que no tiene cabida en la actual regulación y que sólo puede resolver el hecho de que el Fiscal remita las actuaciones al Juez de Menores para que sea éste el que acuerde, en su caso, la inhibición respecto del órgano competente. El art. 33 d) de la LORPM establece la posibilidad de que el Juez de Menores, una v vez recibidos los escritos de alegaciones de las partes en la fase de audiencia, remita las actuaciones al Juez competente cuando entienda que no le corresponde el conocimiento del asunto. Nada impide, en principio, que pueda hacer lo mismo en la fase de instrucción previa solicitud del Ministerio Fiscal.






Artículo 22. De la incoación del expediente 



1. Desde el mismo momento de la incoación del expediente, el menor tendrá derecho a:


	
a) Ser informado por el Juez, el Ministerio Fiscal, o agente de policía de los derechos que le asisten. 

	
b) Designar abogado que le defienda, o a que le sea designado de oficio y a entrevistarse reservadamente con él, incluso antes de prestar declaración. 

	
c) Intervenir en las diligencias que se practiquen durante la investigación preliminar y en el proceso judicial, y a proponer y solicitar, respectivamente, la práctica de diligencias 

	
d) Ser oído por el Juez o Tribunal antes de adoptar cualquier resolución que le concierna personalmente. 

	
e) La asistencia afectiva y psicológica en cualquier estado y grado del procedimiento, con la presencia de los padres o de otra persona que indique el menor, sí el Juez de Menores autoriza su presencia. 

	
f) La asistencia de los servicios del equipo técnico adscrito al Juzgado de Menores. 



2. El expediente será notificado al menor desde el momento mismo de su incoación, a salvo lo dispuesto en el art. 24. A tal fin, el Fiscal requerirá al menor y a sus representantes legales para que designen letrado en el plazo de tres días, advirtiéndoles que, de no hacerlo, se le nombrará de oficio de entre los integrantes del turno de especialistas del correspondiente Colegio de Abogados. Una vez producida dicha designación, el Fiscal la comunicará al Juez de Menores.

3. Igualmente, el Ministerio Fiscal notificará a quien aparezca como perjudicado, desde el momento en que así conste en la instrucción del expediente, la posibilidad de ejercer las acciones civiles que le puedan corresponder, personándose ante el Juez de Menores en la pieza de responsabilidad civil que se tramitará por el mismo.

Concordancias:


	
- Artículo 22.1: 
	
- LORPM: 27. 

	
- LECr: 302.1, 311, 314, Título V del Libro II, 118, 121 y 774 a 778. 

	
-Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. 

	
-Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía Española: 45 y 46. 





	
- Artículo 22.2: 	
- LECr: 476.5. 




	
- Artículo 22.3: 	
- LECr: 109 y 789.4. 






Modificaciones:

El núm. 2 ha sido modificado por la LO 8/2006. Su anterior redacción decía:

2. El expediente será notificado al menor desde el momento mismo de su incoación, a salvo lo dispuesto en el art. 24. A tal fin, el Secretario del Juzgado de Menores, una vez recibido del Ministerio Fiscal el parte de incoación del expediente, requerirá al menor y a sus representantes legales para que designen letrado en el plazo de tres días, advirtiéndoles que, de no hacerlo, aquél le será nombrado al menor de oficio de entre los integrantes del turno de especialistas del correspondiente Colegio de Abogados.


Comentarios:

Respecto a la asistencia al menor hay que recordar que el art. 4.1 del RLORPM atribuye a los Equipos Técnicos adscritos a los Juzgados de Menores prestar la asistencia profesional al menor desde el momento de su detención.






Artículo 23. Actuación instructora del Ministerio Fiscal 



1. La actuación instructora del Ministerio Fiscal tendrá como objeto, tanto valorar la participación del menor en los hechos para expresarle el reproche que merece su conducta, como proponer las concretas medidas de contenido educativo y sancionador adecuadas a las circunstancias del hecho y de su autor y, sobre todo, al interés del propio menor valorado en la causa.

2. El Ministerio Fiscal deberá dar vista del expediente al letrado del menor y, en su caso, a quien haya ejercitado la acción penal, en un plazo no superior a veinticuatro horas, tantas veces como aquél lo solicite.

3. El Ministerio Fiscal no podrá practicar por sí mismo diligencias restrictivas de derechos fundamentales, sino que habrá de solicitar del Juzgado la práctica de las que sean precisas para el buen fin de las investigaciones. El Juez de Menores resolverá sobre esta petición por auto motivado. La práctica de tales diligencias se documentará en pieza separada.

Concordancias:


	
- CE: 15, 17 y 18. 

	
- LORPM: 6, 26, 30 y 33 e). 

	
- EOMF: 3.5 y 5. 

	
- LECr.: Título V del Libro II, en relación con los arts. 777 y 778 del mismo texto. 

	
-Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, por la que se regula la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. 



Modificaciones:

El núm. 2 ha sido modificado por la LO 8/2006. Anteriormente su redacción era la siguiente:

2. El Ministerio Fiscal deberá dar vista del expediente al letrado del menor, en un plazo no superior a veinticuatro horas, tantas veces como aquél lo solicite.


Comentarios:

Principios básicos del procedimiento:

La STC 36/1991, de 17 de febrero estableció que «tanto del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante, PIDCP), como de la CDN resulta inequívocamente que ese procedimiento no es otra cosa que una variante del proceso penal, cuyos principios básicos debe respetar (...) Cabe afirmar, como conclusión de cuanto antecede, que, interpretados de acuerdo con el Tratado Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y la Convención de los Derechos del Niño, los derechos fundamentales que consagra el art. 24 CE han de ser respetados también en el proceso seguido contra menores a efectos penales y que, en consecuencia, en cuanto que tales derechos se aseguran mediante el cumplimiento de las reglas procesales que los desarrollan, el art. 15 L.T.T.M., al excluir la aplicación de “las reglas procesales vigentes de las demás jurisdicciones” ha de ser declarado inconstitucional y nulo».
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            ADENDAS

            

              		

                1. Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de noviembre de 2006, dictada en recurso interpuesto contra el reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores

              



              		

                2. Convenio de colaboración entre comunidades autónomas para la ejecución que les corresponde de las medidas de internamiento y medio abierto previstas en el art. 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores

              



              		

                3. Circulares, Instrucciones y Consultas de la Fiscalía General del Estado

              



              		

                4. Reseñas jurisprudenciales

              



              		

                Anexo de legislación de Comunidades Autónomas

                

                  		

                    Comunidad Autónoma del País Vasco

                    

                      		

                        Ley 3/2005, de 18 de febrero, de Atención y Protección a la Infancia y la Adolescencia

                      



                      		

                        Decreto 163/2008, de 30 de septiembre, sobre autorización, homologación, inspección y registro de las entidades colaboradoras en la atención socioeducativa a personas infractoras menores de edad en la Comunidad Autónoma del País Vasco

                      



                      		

                        Decreto 80/2009, de 21 de abril, sobre centros educativos de cumplimiento de medidas privativas de libertad en la Comunidad Autónoma del País Vasco

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Cataluña

                    

                      		

                        Ley 27/2001, de 31 de diciembre, de justicia juvenil

                      



                      		

                        Decreto 48/2006, de 28 de marzo, por el que se determinan los órganos unipersonales superiores de los centros de justicia juvenil

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Galicia

                    

                      		

                        Ley 3/1997, de 9 de junio, gallega de la familia, la infancia y la adolescencia

                      



                      		

                        Decreto 329/2005, de 28 de julio, por el que se regulan los centros de menores y los centros de atención a la infancia

                      



                      		

                        Decreto 427/2001, de 11 de diciembre, por el que se aprueba el texto del Reglamento de funcionamiento interno de los centros de reeducación para menores y jóvenes sometidos a medidas privativas de libertad

                      



                      		

                        Decreto 124/2006, de 20 de julio, por el que se deroga parcialmente el Decreto 427/2001, de 11 de diciembre, por el que se aprueba el texto del Reglamento de funcionamiento interno de los centros de reeducación para menores y jóvenes sometidos a medidas privativas de libertad

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Andalucía

                    

                      		

                        Ley 1/1998, de 20 de abril, de los Derechos y la Atención al Menor

                      



                      		

                        Decreto 33/2008, de 5 de febrero, por el que se regulan los centros y servicios de reforma juvenil y se establece el sistema de gestión de la calidad

                      



                      		

                        Orden de 16 de octubre de 2002, por la que se regula la colaboración con entidades privadas para el desarrollo de programas y recursos en apoyo a la ejecución de medidas judiciales alternativas a las privativas de libertad sobre menores infractores

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma del Principado de Asturias

                    

                      		

                        Decreto 40/2006, de 4 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento de los centros específicos para la ejecución de medidas privativas de libertad de menores y jóvenes infractores

                      



                      		

                        Resolución de 3 de febrero de 2006, de la Consejería de Justicia, Seguridad Pública y Relaciones Exteriores, por la que se regulan las actuaciones de seguimiento, orientación y apoyo a los procesos de reinserción de menores y jóvenes infractores posteriores al cumplimiento de medidas judiciales y extrajudiciales

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Cantabria

                    

                      		

                        Ley de Cantabria 8/2010, de 23 de diciembre, de garantía de derechos y atención a la infancia y la adolescencia

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de La Rioja

                    

                      		

                        Ley 1/2006, de 28 de febrero, de Protección de Menores de La Rioja

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

                    

                      		

                        Ley 3/1995, de 21 de marzo, de la Infancia de la Región de Murcia

                      



                      		

                        Orden de 27 de febrero de 2006, de la Consejería de Trabajo y Política Social, por la que se regulan las compensaciones económicas por acogimientos remunerados de menores

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Valenciana

                    

                      		

                        Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008, de la Generalitat, de Protección Integral de la Infancia y la Adolescencia de la Comunitat Valenciana

                      



                      		

                        Ley 8/2008, de 20 de junio, de la Generalitat, de los Derechos de Salud de Niños y Adolescentes

                      



                      		

                        Resolución de 10 de marzo de 2009, del director general de Relaciones con Les Corts y Secretariado del Consell, de la Conselleria de Presidencia, por la que se dispone la publicación del Acuerdo Marco de colaboración entre la Conselleria de Justicia y Administraciones Públicas de la Generalitat, la Federación Valenciana de Municipios y Provincias y las Fiscalías de las Audiencias Provinciales de Alicante, Castellón y Valencia para la puesta en marcha de un programa de mediación en materia de intervención socio-educativa con menores infractores

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Aragón

                    

                      		

                        Ley 12/2001, de 2 de julio, de la infancia y la adolescencia en Aragón

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha

                    

                      		

                        Ley 3/1999, de 31 de marzo, del Menor

                      



                      		

                        Decreto 133/2006, de 26-12-2006, por el que se regulan las subvenciones a entidades privadas sin ánimo de lucro para el mantenimiento de centros destinados a menores afectados por medidas de protección o judiciales

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Canarias

                    

                      		

                        Ley 1/1997, de 7 de febrero, de atención integral a los menores

                      



                      		

                        Decreto 36/2002, de 8 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de los centros para la ejecución de medidas de internamiento de menores y jóvenes infractores dictadas por los Juzgados de Menores

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Foral de Navarra

                    

                      		

                        Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de promoción, atención y protección a la infancia y a la adolescencia

                      



                      		

                        Orden Foral 32/2004, de 20 de febrero, de la Consejera de Bienestar Social, Deporte y Juventud, por la que se clasifican los servicios de "Intervención Familiar", "Educación de Adolescentes", "Medio Abierto", "Atención a la Infancia y Adolescencia"; y "Equipos para la valoración e intervención de menores en situación de dificultad social y/o maltrato

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de Extremadura

                    

                      		

                        Decreto 181/2010, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto de Organización y Funcionamiento de los Centros para la ejecución de medidas privativas de libertad de menores infractores de la Comunidad Autónoma de Extremadura

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad Autónoma de las Illes Balears

                    

                      		

                        Ley 17/2006, de 13 de noviembre, integral de la atención y de los derechos de la infancia y la adolescencia de las Illes Balears

                      



                      		

                        Orden de la consejera de Presidencia y Deportes de 10 de enero de 2006, de derogación de la orden de la consejera de Bienestar Social de 18 de mayo de 2001, y de aprobación de la Normativa interna de funcionamiento de los centros de internamiento de las Illes Balears para ejecutar las medidas privativas de libertad que dicten los juzgados de menores

                      



                      		

                        Orden de la Consejera de Asuntos Sociales, Promoción e Inmigración de 25 de octubre de 2010 por la cual se establece la organización y el funcionamiento de la Dirección General de Menores y Familia en la ejecución de las diferentes medidas judiciales no privativas de libertad que imponen los juzgados de menores, y los procedimientos y criterios de actuación

                      



                      		

                        Orden de la consejera de Asuntos Sociales, Promoción e Inmigración de 29 de julio de 2008 por la que se pone en funcionamiento el programa 'Atura't'

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad de Madrid

                    

                      		

                        Ley 6/1995, de 28 de marzo, de Garantías de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia en la Comunidad de Madrid

                      



                      		

                        Ley 3/2004, de 10 de diciembre, de creación de la Agencia de la Comunidad de Madrid para la Reeducación y Reinserción del Menor Infractor

                      



                      		

                        Decreto 62/2005, de 7 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la Agencia de la Comunidad de Madrid para la Reeducación y Reinserción del Menor Infractor

                      



                      		

                        Decreto 48/2005, de 2 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de la Comisión Técnica de Asesoramiento de la Agencia de la Comunidad de Madrid para la Reeducación y Reinserción del Menor Infractor

                      



                    



                  



                  		

                    Comunidad de Castilla y León

                    

                      		

                        Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción, atención y protección a la infancia en Castilla y León

                      



                      		

                        Decreto 203/2000, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Estatuto del Centro Regional Zambrana para la atención a menores con expediente de protección que presenten graves alteraciones de conducta y a menores y jóvenes infractores

                      



                      		

                        Decreto 37/2004, de 1 de abril, por el que se regulan los requisitos mínimos y específicos de autorización para la apertura y funcionamiento de los centros destinados a la atención de menores con medidas o actuaciones de protección

                      



                    



                  



                



              



            



          



        



      


    


  



